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1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
En Colombia, una de las formas de violencia más significativa es el conflicto armado 
interno – CAI-. Distintos actores nacionales e internacionales  afirman que como 
consecuencia de este conflicto armado  se ha generado una grave crisis humanitaria 
en Colombia. Una manifestación de esta crisis es el fenómeno del desplazamiento 
forzado interno cuya magnitud y dinámica muestran la degradación de la guerra, 
dejando significativas  consecuencias en la vida y la calidad de vida  de la población. 
Quienes padecen este fenómeno social son personas que  huyen súbitamente ante las 
amenazas o el  temor de ser víctimas de atentados, asesinatos, desapariciones, 
torturas, enfrentamientos, ataques aéreos, masacres u otras formas de potencial 
violación a los derechos humanos o ante el riesgo  de padecer  estas situaciones 
asociadas con el CAI, de manera indefinida en forma traumática, y generalmente sin 
llevar nada consigo, ni sus propios documentos de identificación 1. Esta situación es 
un ingreso brutal a una condición de despojo en el que las energías  se concentran en 
una estrategia de supervivencia,  y se disminuyen notablemente los proyectos de vida 
individual y familiar. 
 
En la actualidad el desplazamiento forzado interno por el CAI se expresa en diferentes 
regiones del país con distinta intensidad, según los actores de la región en cuestión y 
los  intereses en juego. Las principales víctimas de este fenómeno son ciertos grupos 
poblacionales, como campesinos, colonos, indígenas, afrodesciendentes, 
especialmente mujeres y los niños y niñas, población que en su mayoría hace parte de 
una condición social donde se han presentado históricamente inequidades 
estructurales de la sociedad colombiana, aumentando su brecha social con el 
desplazamiento forzado. 
 
Sin lugar a dudas un fuerte determinante del deterioro colectivo de la salud en el país 
es la gravedad del CAI.  Al comprender la salud como resultado de la interacción de 
distintos  determinantes sociales, económicos, políticos y culturales, la cual se expresa 
                                               
1 ACNUR-CES -UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA. Evaluación del programa del Alto 
Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados en Colombia año 2000 . Bogotá. Diciembre de 2000.   
 5 
más allá del nivel individual en los aspectos biológicos y clínicos de enfermedad, 
incapacidad o muerte, la situación de desplazamiento forzado juega como un 
determinante que afecta significativamente la vida y la salud de la población, y por 
tanto es un problema prioritario de salud pública porque deteriora las condiciones y  
formas de vida,  y genera cambios en la salud individual y colectiva de la población 
víctima. Existen evidencias cuantitativas2 ,3 ,4 ,  y cualitativas5 ,6 ,7  que la vida y la salud 
de la población se afecta de manera importante como consecuencia de 
desplazamiento forzado, situación que se genera por las pr ivaciones a que son 
sometidas las personas, y  por las condiciones en que son obligados a vivir,  tanto en el 
momento en que se genera el desplazamiento como durante el tiempo que les lleva 
reubicarse en otro sitio. Asimismo el proceso y la situación del nuevo asentamiento, 
en la gran mayoría de los casos, no permiten mejorar sus condiciones.  Es evidente 
que en esta situación se vulneran todos los derechos humanos, especialmente a la vida 
digna  y a la salud.  
 
Este fenómeno por su naturaleza, expresión, complejidad, magnitud como por el 
impacto en la sociedad colombiana, es de competencia principal del Estado, quién 
debe poner la capacidad de la gestión pública y sus instituciones hacia la protección 
de la vida y seguridad de la ciudadanía, como también hacia la protección y garantía 
de los derechos humanos individuales y colectivos. Es así que en condiciones de crisis 
humanitaria, como es el caso que se presenta por el desplazamiento forzado, se 
                                               
2 OJEDA, Gabriel. Salud sexual y reproductiva en zonas marginales: situación de las mujeres desplazadas. 
Bogotá. PROFAMILIA. Bogotá. 2001. Pag: 11- 17. 
3 PROFAMILIA. Encuesta sobre salud sexual y reproductiva en Mujeres Desplazadas. Bogotá. 2002.   
4 UNIVERSIDAD DE ANTOQUIA-FACULTAD DE SALUD PÚBLICA Y LA ORGANIZACIÓN 
PANAMERICANA DE LA SALUD. Comparación de la situación de salud entre la población en situación de 
desplazamiento y receptora en seis ciudades entre 2002 y 2003. Series de Salud y Desplazamiento en Colombia. 
Medellín. 2004. 
5 MESA DE TRABAJO DE BOGOTÁ SOBRE DESPLAZAMIENTO. El derecho a la salud de las personas 
desplazadas. Boletín número 8. Editorial Codice Ltda. Bogotá. Septiembre de 2003. 
6 HERNANDEZ, A. y otros. Mejorar la efectividad de las políticas de protección social en salud para la 
población en situación de desplazamiento forzado por la violencia asentada en Bogotá- Parte I Análisis y 
construcción de una línea de base de las condiciones de vida, salud y acceso a servicios de salud. Informe Final 
parte I. Pontificia Universidad Javeriana, Secretaria de Salud de Bogotá, Fundación de Atención al Migrante e 
Centro de Investigaciones para el desarrollo del Cánada. Bogotá. Diciembre de 2005. 
7 MOGOLLON, A., VASQUEZ, M., y GARCIA, M. Necesidades de salud de la población desplazada por el 
conflicto armado en Bogotá. Revista Española de Salud Pública. Número 77, volumen 2, Marzo- abril de 2003. 
pag: 257-266. 
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requiere que el Estado busque  los mecanismos para superar esta crisis y garantizar el 
desarrollo integral de los derechos, con prelación de los derechos sociales8  de la 
población desplazada.  
 
Los mecanismos mediante los cuales el Estado debe responder ante los asuntos 
centrales de la sociedad, en este caso el desplazamiento forzado por el CAI, son las 
políticas públicas. Esto implica que  al reconocer la grave situación, el  Estado debe 
generar y desarrollar políticas públicas orientadas hacia la solución definitiva del 
desplazamiento, como a la atención de la población y por lo pronto, llevar a niveles 
socialmente manejables las nefastas consecuencias de mantener familias y 
comunidades desarraigadas de sus territorios y habitat en condiciones precarias.  
 
En una situación de mayor vulneración de los derechos, como en el desplazamiento 
forzado, se requiere generar mecanismos de protección en especial y de 
discriminación positiva hacia la población afectada, en la perspectiva del principio de 
igualdad9 , y además reconocer la afectación diferencial dicha la población  por 
condición social, género y generación.  
 
Llama la atención que en el país se ha desarrollado un marco normativo y una 
reglamentación particular para la atención en salud desde el año de 1997, pero las 
evidencias indican que la situación de esta población tiende a empeorar, y que los 
resultados  de esta política pública no son los más alentadores. Ello lo expresan 
distintas organizaciones sociales, la ACNUR como agencia de las Naciones Unidas 
encargada de este tema, la Corte Constitucional quienes han manifestado que la 
política del Estado Colombiano no avanza en la restitución de derechos a la población 
desplazada.  
                                               
8 Los derechos sociales son entendidos como aquellos ámbitos que representan las necesidades sociales 
esenciales para los seres humanos y por tanto, son vitales para la realización de la vida humana en todas sus 
etapas y procesos en condiciones de dignidad humana. Esta perspectiva toma distancia de la concepción de 
necesidad como carencia o privación, como  tampoco se conciben como necesidades “mínimas o básicas” que 
provienen de la lógica del mercado,  son asimiladas a derechos, por tanto, su garantía es total y plena. Tomado de 
MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCION SOCIA L. Plan Estratégico Social. República Bolivariana de 
Venezuela. 2003.  
9 ONU. ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LOS REFUGIADOS.  Balance de la 
política pública de prevención, protección y atención al desplazamiento forzado de 2002 a 2004. Bogotá. 2004. 
 7 
 
Es contradictorio que si  lo esperado y en coherencia con los planteamientos del 
Estado Colombiano que se afirma en su constitución como Estado Social de Derecho 
es la garantía efectiva de los derechos con especial atención de los sociales1 0 , esto no 
sucede, y particularmente en una población de mayor fragilidad social como la 
desplazada forzosamente.  Pero comprender estas decisiones no pasa solo por un 
asunto de análisis y evaluación de la política frente al cumplimiento de objetivos y 
metas, además se requiere comprender el proceso político de la política pública. En tal 
sentido la pregunta central que surge y que orienta esta investigación es: ¿Cómo ha 
sido la respuesta del Estado colombiano en materia de políticas públicas en salud para 
la población desplazada en el período comprendido entre 1997  y 2006 y por qué se 
han dado las decisiones de esta política? 
 
Las preguntas guías son:  
 
¿Cuál es el contexto del desplazamiento forzado por el conflicto armado interno entre 
1997 y 2006? 
¿Cuál es la situación de la población en condición de desplazamiento forzado por el 
conflicto armado interno? 
¿Cómo ha sido el proceso socio- político para la formulación e implementación de 
política pública para la atención en salud a esta población? 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                               
10 Como la salud, la alimentación, la educación, el saneamiento, la vivienda, el transporte, la renta y empleo, la 
seguridad ciudadana, la seguridad social, entre otros 
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2. JUSTIFICACION 
 
El fenómeno de desplazamiento forzado en Colombia presenta cifras significativas de 
población afectada. Según algunas organizaciones sociales como CODHES1 1 , quienes 
han realizado registros sistemáticos de este fenómeno durante más de dos décadas, 
muestran que para el primer semestre del año 2006 la cifra asciende a 3.720.4281 2  
víctimas desde el año 1985.  A pesar de la existencia de esta evidencia hubo una 
demora importante del Estado para formular una política  en este tema. Solo hasta el 
año de 1997 se expide la ley 387 como política de atención integral a la población 
desplazada por el conflicto armado interno, y su proceso reglamentario ha sido 
demorado. Sobre el tema de la atención en salud a esta población se ha desarrollado 
una política pública sectorial, sin embargo pasado un tiempo de implementación de 
esta política no se logran avances significativos en la situación de esta población en el 
país, así lo indican estudios previos como los del Alto Comisionado para los 
Refugiados –ACNUR- y la Defensoria del Pueblo.   
 
Dada la magnitud y complejidad del desplazamiento forzado y lo que representa para 
la sociedad colombiana es necesario comprender su naturaleza y  las causas profundas 
de su dinámica. Esto con la intención de evidenciar los aspectos que deben ser 
abordados por la política pública en la perspectiva de restituir los derechos 
vulnerados y superar la crisis humanitaria que mantiene un sector importante de la 
población colombiana desarraigada de su territorio, de su habitat, de su identidad en 
condiciones precarias de subsistencia. 
 
Si bien, al comprender que en el Estado, las políticas públicas se estructuran con las 
leyes del cuerpo legislativo y con los planes y las acciones de gobierno que representa 
el poder ejecutivo, y la responsabilidad directa la formulación e implementación de 
política pública en salud recae en estas ramas del poder, las políticas públicas no solo 
se construyen allí. En ellas también se reflejan la mediación y las tensiones entre el 
                                               
11 CONSULTORIA PARA LOS DERECHOS HUMANOS Y EL DESPLAZAMIENTO FORZADO EN 
COLOMBIA - CODHES. 
12 CODHES. Sistema de Información SISDHES. Febrero 2006. www.codhes.org/ consultado  Noviembre 2006.  
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Estado y el resto de la sociedad, develando en su proceso de estructuración el 
desarrollo político y la cultura política de una sociedad. Las políticas públicas no son 
solo decisiones y acciones aisladas del Estado y de quienes gobiernan, llevan consigo 
un conjunto de actores, posiciones ideológicas y de relaciones de poder, intereses y 
necesidades  sobre asuntos primordiales existentes en la sociedad.  
 
En los años sesenta y setenta los analistas de políticas se enfocaron sobre el tema de la 
implementación de las decisiones. En los años ochenta se centro en la problemática 
de constitución de las agendas gubernamentales y de la configuración de actores que 
influenciaban a través de sistemas, redes, comunidades, organizaciones, entre otras  a 
las políticas públicas. En los años noventa con la oleada neoliberal los analistas se 
preocuparon principalmente en la eficiencia de la administración pública y se 
incrementó el interés por la evaluación de la acción pública. En conjunto el análisis de 
política pública ha tenido un fuerte énfasis en que la investigación sobre las políticas 
se centre en “ofrecer datos que les sirviera a los formuladores de la política para tomar 
decisiones con  conocimiento de la realidad”1 3 , con el supuesto que si  los tomadores 
de decisiones tienen mayor información sobre la situación y la evaluación sobre la 
eficacia y efectividad de las políticas desarrolladas, se podrían mejorar las acciones 
futuras. El resultado de este tipo de investigaciones en realidad no ha tenido mucho 
impacto en las decisiones de los gobiernos, porque al encontrase con valores e 
intereses que van más allá de los asuntos técnicos, ese propósito se pierde. 
 
Para comprender la complejidad de la estructuración de  la política pública, en este 
caso para la atención en salud a la población en situación de desplazamiento, es 
necesario aproximarse al mundo de lo político. Este mundo tiene inmerso distintas 
comunidades políticas con valores e intereses distintos que configuran fuerzas de 
poder social. Por su parte, el Estado no es solo una estructura para la administración 
pública es la expresión de las relaciones de poder que subyacen a su naturaleza, 
                                               
13  HIRSHON, C. Investigación de políticas: ¿datos, ideas o argumentos?. En WAGNER, Meter y otros. Ciencias 
Sociales y Estados Modernos. Segunda Edición. Colegio Nacional de Ciencias Políticas y Administración 
Pública. Editorial Fondo Cultura Económica. México. 1999. Pág: 379. 
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construcción y desarrollo histórico. Como construcción histórica  toma forma en la 
sociedad como una fuerza de poder social.  
 
Por ello, no siempre las decisiones en términos  de políticas públicas recogen el 
interés general, sino de grupos de poder, asi lo esperado del Estado y la gestión 
pública sea que lo público deba perseguir fines de interés públicos . En esta 
perspectiva es interesante comprender el proceso socio- político en el que se ha 
estructurado la política pública para la atención en salud a la población en situación 
de desplazamiento y evidenciar los actores, relaciones y condiciones en que se han 
tomado las decisiones por parte del Estado y de que manera han influenciado los 
distintos actores esta política.  
 
Asumir este enfoque es aportar a la construcción de una perspectiva innovadora y 
necesaria para comprender lo político de la política pública, con el propósito de 
comprender estas tensiones y relaciones, asimismo pretende develar la racionalidad 
política que  está detrás de la estructuración de una política pública, que a su vez esta 
inmersa en un contexto de  violencia  política en el país.  Con ello se busca tener 
elementos de análisis para construir estrategias de incidencia políticas desde los 
actores socio- políticos, especialmente la ciudadanía y la sociedad civil que pueda 
influenciar la toma de decisiones del Estado Colombiano y avanzar significativamente 
en la garantía efectiva del derecho a la salud de la población. 
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3. OBJETIVOS 
3.1 Objetivo General 
 
Analizar, interpretar y comprender el  proceso socio- político de la formulación e 
implementación de la política pública de salud del Estado Colombiano para la 
población en situación de desplazamiento forzado por el conflicto armado interno , en 
el período comprendido entre los años de 1997 y 2006. 
 
3.2 Objetivos Específicos 
 
a) Identificar el contexto y la dinámica de la violencia política y el desplazamiento 
forzado por el Conflicto Armado Interno en Colombia entre 1997 y 2006. 
b) Reconocer a partir de información secundaria la situación de la población en 
desplazamiento forzado por el conflicto armado interno en Colombia. 
c) Identificar los momentos de formulación e implementación de la política 
pública en salud a la población en condición de desplazamiento a nivel 
nacional y profundizando como caso en la ciudad de Bogotá. 
d) Comprender el proceso socio- político de la formulación e implementación de 
esta política en el período comprendido entre los años de 1997 y 2006. 
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4. MARCO CONCEPTUAL 
4.1. Violencia y guerra 
Las revisiones realizadas coinciden en conceptualizar la violencia como un acto 
humano en el que se utiliza la fuerza para producir un daño y conseguir un fin 1 4 ,1 5 , 1 6. 
Además es histórica  en la medida en que es y ha sido aprendida de generación en 
generación, pero cambiante en la medida que se  han modificado los contextos y las 
condiciones materiales que la motivan, la generan y le  permiten expresarse. 
 
Algunos autores1 7  consideran que la violencia es de naturaleza instrumental, porque 
se mueve en el mundo de los medios, por ello precisa de dirección y justificación hacia 
el fin que persigue.  De  igual forma la violencia  es racional en la medida  que resulta 
eficaz para alcanzar dicho fin, y su justificación pierde su plausibilidad cuanto más 
lejano esta su finalidad.  
 
La violencia se caracteriza por sus capacidades comunicativas y expresivas.1 8  La 
primera se refiere a la  intención de transmitir un mensaje; y la segunda se relaciona 
con su  manifestación en actos.  
  
En cuanto a las tipologías de la violencia, se distinguen varias clasificaciones 
dependiendo de los distintos enfoques. Un tipo de violencia es la violencia política,  la 
cual es reconocida como ejercicio de la fuerza en  el mundo de lo público y del Estado.  
 
Un actor central en este tipo de violencia es el Estado. Desde la concepción weberiana 
se considera al Estado con sus instituciones y gobernantes, como los únicos legítimos 
en monopolizar el uso de la violencia para salvaguardar los fines jurídicos y el 
mantenimiento del Estado Moderno. Pero,  por otra parte, también  ha sido 
                                               
14 FRANCO, Saúl. Quinto no matar: Contextos explicativos de la violencia en Colombia. IEPRI- Tercer Mundo Editores. 
Primera Reimpresión. Bogotá.  1999. Pag.  2- 10  
15 CORTINA, A. Puede tener justificación ética la violencia política.  En Hasta un pueblo de demonios: Ética 
Pública y Sociedad. Editorial Taurus. Madrid. 1998. Pag: 165-182 
16 ARENT, H. Sobre la Violencia. Cuadernos de Joaquín Mortis. 1970. Pag: 17-39 
17 Ibid  
18 CORTINA, Adela. Op. Cit. 
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legitimada esta violencia como transformadora de un orden social sobre otro, con el 
cual por ejemplo se dio origen al sistema capitalista cuando la burguesía europea se 
impuso sobre las monarquías absolutistas  y al régimen feudal. En este sentido 
también ubican esta violencia como “un acelerador del desarrollo económico”1 9  
 
La violencia política suele aparecer relacionada con las discusiones sobre el poder2 0. 
Violencia y poder son conceptos que se relacionan con el debate de las comunidades 
políticas2 1 , cuya característica compartida es lo público.  Desde esta concepción, el 
poder  pierde su naturaleza de atributo individual  para ganar la dimensión de una 
práctica que sólo puede ser entendida en la interacción y en los efectos recíprocos con 
la estructura en una sociedad.   
 
En este sentido la violencia y al poder comparten las características de estar inmersas 
en las  relaciones sociales, el juego de intereses y que unos intentan mediante la fuerza 
inclinar las condiciones, acciones y recursos a su favor.  
 
Sobre el poder existe el reconocimiento que se da como la probabilidad de imponer la 
propia voluntad, dentro de una relación social, aún contra  toda resistencia y 
cualquiera que sea el fundamento  de esa probabilidad 2 2 ,23 . Así el poder  se interpreta 
como la capacidad de algo o alguien de causar efectos alterando la realidad, donde “el 
poder es dominio sobre sí mismo y sobre el mundo en su  entorno, natural y social, 
para alcanzar lo deseado, es decir para tener un fin”2 4.   
 
En la comprensión de la relación entre el  poder y la violencia política no es solo se 
interpreta como un asunto de dominación sino también como relaciones sociales de 
                                               
19 ENGEL, F.   Antiduring.  Citado por Hannah, A. Sobre la violencia. 1970. Pag: 23. 
20 ARENT, H. Op. cit. 
21 Comunidad política entendidas  como las actividades humanas que tienen que ver con la organización de los 
asuntos que son de lo público 
22 WEBER, Max. Citado por VILLORO, L. El poder y el valor: Fundamentos de una ética política. Fondo de 
cultura económica - El Colegio Nacional. México. 1997.  Pag: 71- 92 
23 BOBBIO, Norberto. El problema de las guerras y las vías de la paz. Editorial Gedisas S.A. Barcelona 1992. 
Pág. 129-155. 
24 VILLORO, Luis. El poder y el valor: Fundamentos de una ética política. México. Fondo de cultura 
económica- El Colegio Nacional. México.1997.  Pag: 71- 92 
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fuerzas25  que se establecen en un determinado momento, y  que en esté caso se 
localizan  en actos violentos como la guerra. 
 
En la identificación de los tipos de violencia políticas, se reconocen: la violencia 
ejercida por el Estado, las guerras entre los Estados, la guerra civil y la violencia 
contra el Estado. Esta última se le asigna las formas de revolución, terrorismo  o  
acción de las guerrillas 2 6 .  Para otros autores las guerrillas son un tipo de violencia 
insurgente2 7 . 
 
Este tipo de violencia tienen de fondo la búsqueda de una legitimación de la sociedad, 
es decir que sea reconocida y aceptada por la mayor parte de la población como una 
acción justa y necesaria del bien y bienestar común. Para  Hannah Arent, la perdida 
del poder y de la legitimidad en los órdenes sociales se convierte en una permanente 
tentación  de sustituir el orden establecido a través de la violencia 2 8. 
4.2. El conflicto armado interno como expresión de la violencia política 
Desde el Derecho Internacional Humanitario se reconocen cuatro tipos de 
conflictos 2 9 : a) Los conflictos armados internacionales; b) Guerras de liberación 
nacional; c) Los conflictos no internacionales de acuerdo con el artículo 3 de 
convención de Ginebra; d)  Los conflictos armados  no internacionales de acuerdo al 
Protocolo II de 1977.  En esta  jurisprudencia, la guerra esta asociada con los 
conflictos entre los Estado, los conflicto internos de los Estados y las guerras civiles.  
 
En este marco el concepto más utilizado es el de conflicto armado, el cual se clasifica 
en dos tipos: conflicto interno cuando grupos armados conformados por nacionales, 
con territorios controlados, proyectos de Estado y mandos respetados y estables le 
                                               
25 FOUCAULT, Michel. Diálogo sobre el poder y otras conversaciones. Edición y traducción de  Miguel 
Morey.. Alianza Madrid. Madrid .1981. Pag. 7 - 19. 
26 CORTINA, Adela. Op. Cit. Pag: 165-182. 
27 Para algunos autores la violencia de la guerrilla, como el caso de América Latina se caracteriza porque suele 
nacer de una situación económica y social determinada: la de negación injusta y masiva de los derechos más 
básicos de una gran parte de la población, empezando por el derecho a la vida. Esta argumentación nace 
inicialmente desde una ética de la liberación, y de respuesta a la exclusión u opresión. 
28 ARENT, Hannah. Op. Cit. 
29 POSADA C.,  E. El lenguaje del conflicto en Colombia . En PIZARRO L., Eduardo. En una democracia 
asediada. Editorial Norma. Bogotá. 2004. Pág: 45-66. 
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disputan al gobierno el poder, en el cual no participan masivamente los miembros de 
la sociedad en conflicto3 0; y conflicto externo cuando ejércitos regulares de dos o más 
Estados se enfrentan por razones fronterizas, se dan disputas no arregladas en 
tratados, hay rompimiento de tratados de manera unilateral, agresiones militares y 
otras motivaciones3 1 .  Por su parte guerra civil es asumida como un tipo de guerra que 
se presenta  cuando las partes del conflicto pertenecen a una misma comunidad 
política y se presenta una confrontación masiva y colectiva de una nación en dos 
bandos, donde cada una tiene una concepción distinta y contrastante con la otra 
frente a un modelo de sociedad, dicha división llevaría a una movilización armada 
masiva de cada bando. 
 
Definir el carácter de los conflictos armados  determina las prácticas políticas sobre 
este tema tanto al interior de los Estado como de la comunidad internacional.  El 
reconocimiento por parte de un Estado de la existencia de un conflicto armado, una 
guerra civil o una amenaza terrorista  tiene implicaciones no solo en el discurso 
humanitario, sino especialmente en la obligatoriedad con el cumplimiento del 
Derecho Internacional Humanitario, como también en los proceso de paz internos. Y 
para la comunidad internacional implica asumir un papel en la política internacional 
intervencionista, sea de carácter humanitario o armada. 
 
En el caso colombiano con la influencia internacional se ha dado un giro en torno a 
cómo caracterizar el conflicto armado que vive. Esta caracterización tiene 
connotaciones jurídicas, políticas y militares tanto en el plano nacional como 
internacional. El reconocimiento de un conflicto interno es la aceptación de un 
proceso político además de armado, lo cual implica un abordaje particular en la 
negociación de la paz; esta es una de las mayores tensiones en el conflicto armado 
                                               
30 Comité Internacional de la Cruz Roja. Comentarios del Protocolo del 8 de junio de 1977 adicional a los 
convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados 
sin carácter internacional (Protocolo II) y artículo 3 de estos convenios. Bogotá- Colombia. Editorial Plaza y 
Janes Editores Colombia S.A. Bogotá. 1998. Pág: 41. 
31JARAMILLO P., J. Conflicto armado y conflicto terrorista. Comité Internacional de la Cru z Roja. Bogotá. 
2003. Pág. 12- 45. 
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colombiano, cuando el actual gobierno nacional niega la existencia del mismo y lo 
ubica como violencia terrorista3 2 .   
 
No es lo mismo definir el conflicto colombiano como una amenaza terrorista que 
como una guerra civil o un conflicto armado interno. Para el caso de la amenaza 
terrorista los actores que atentan contra la autoridad del Estado, no tienen 
legitimidad y apoyo social, y sus actuaciones se centran en causar temor 
indiscriminadamente y por ello, su control pasa por su dominación total por la vía 
armada sin ninguna alternativa de diálogo o negociación; para el caso del conflicto 
armado y guerra civil se reconoce una polarización de la sociedad, y sus actos tienen 
un apoyo social en la perspectiva de una la lucha por el poder del Estado.  
4.3. Desplazamiento forzado y derechos humanos 
Existe un marco jurídico internacional que comprende, en primer lugar, el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos integrado por el conjunto de instrumentos 
jurídicos y principios de derecho consuetudinario que reconocen condiciones y 
facultades inherentes a la naturaleza y dignidad de la persona, cuya realización 
efectiva resulta indispensable para el desarrollo integral de los hombres y mujeres que 
viven en una sociedad jurídicamente organizada. En segundo lugar, está el Derecho de 
Ginebra o Humanitario- DIH-, como un reconocimiento a la inevitabilidad de los 
conflictos armados mientras se avanza en  la democracia y la civilización. 
 
La fundamentación de los derechos humanos plantea que estos fijan límites al 
ejercicio del poder, lo cual beneficia a la persona. Estos limites están soportados en la 
concepción de Estado de derecho, en el cual la conducta, tanto de los gobernantes 
como de los gobernados, están sometidos a la regla en busca de erradicar la 
arbitrariedad, es decir evitar la posibilidad de actuaciones caprichosas, a voluntad, sin 
sometimiento a ninguna regla previa, previniendo que se viole la libertad de los seres 
                                               
32 La violencia terrorista se  caracteriza por tener por meta la ocupación de la mente y no del territorio, ni  de los 
medios. La precisan como aquella, que siembra inquietud y socava la resistencia psicológica del adversario. Por 
eso las acciones terroristas son dirigidas a los responsables de la presunta opresión y también a la población  en 
su conjunto. Una característica primordial de la acción terrorista es la indiscriminación de sus acciones. Por ello a 
las tácticas terroristas se les califica como carentes de justificación moral o ética, porque afectan a cualquier 
ciudadano, aprovecha situaciones de indefensión y pretenden atemorizar al conjunto de la población. 
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humanos 3 3 . Los derechos humanos se plantean  como valores de una sociedad y 
condiciones para el desarrollo de la humanidad. En este sentido en el marco del 
Estado derecho estos derechos se hacen explícitos a través de marcos jurídicos. 
 
Desde lo político la concepción de los derechos humanos ha tenido una tensión 
permanente.  Por un lado la concepción racionalista que postula al Estado de derecho 
y los derechos como una lucha contra la arbitrariedad y en procura de la libertad,   
pero, de otro lado,  la concepción marxista la cual plantea que estos derechos 
corresponden a las libertades de carácter burgués3 4, y por lo tanto no se aplican a 
todos los seres humanos; su fundamento es que dichas libertades sin una 
materialidad concreta, es decir con infraestructura material y económica, son 
libertades irreales que no se pueden ejercer. De otro lado, también se plantea los 
derechos civiles y políticos  se reducen a una impronta individualista y no se visibiliza 
la dimensión colectiva.   
 
El DIH es la rama del derecho internacional público cuyas normas limitan los 
métodos y los medios de hacer la guerra, y protegen a las personas que dentro de un 
conflicto armado no participan en las hostilidades. Esta protección incluye a los 
miembros de la población civil, a los combatientes que se rinden y los que quedan 
fuera de combate. Este derecho fija reglas para hacer menos crueles las guerras, y 
proteger la vida y la integridad de los civiles o no combatientes y también los bienes 
como hospitales, acueductos y demás servicios básicos. Estos contenidos están 
definidos en los cuatro Convenios de Ginebra de 1949 y el protocolo adicional I de 
1977, que se aplican a los conflictos armados internacionales. El artículo 3° común a 
los Convenios de Ginebra de 1949 y el Protocolo adicional II, se aplican a los 
conflictos armados no internacionales. 
 
El impacto en una sociedad de vivir una situación de guerra afecta diferentes niveles 
de la sociedad, tanto en lo individual como en lo colectivo, en lo social, lo cultural y  lo 
                                               
33 GAVIRIA, C. El derecho a la salud en el derecho constitucional colombiano. En  FRANCO, S. (editor). La 
salud pública hoy . Universidad Nacional de Colombia. 2003. Pág: 305- 312. 
34 ROTH, A. La política de derechos humanos en Colombia: un discurso sin compromiso. Ediciones Aurora. 
Bogotá. 2006. Pag: 27 
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económico.  No  sólo son las  consecuencias producidas por la acción bélica, sino las 
que se producen en el conjunto de la sociedad. Una de las más graves problemáticas 
de esta situación beligerante, además de la fatalidad, es el desplazamiento forzoso de 
poblaciones.  
 
Este fenómeno esta produciendo en el  mundo efectos sostenidos  sobre la estructura 
social y la reconstrucción de identidades. Por ello al pensar la construcción de 
proyectos de sociedad se requiere comprender la emergencia humana de nuevas 
formas de movilidad, urbanización e identidad ciudadana, e intentar dilucidar lo que 
representa un desplazamiento forzoso por el conflicto armado, cuando se pierde una 
tierra, un techo, un sitio propio y un lugar en la sociedad.  
Sobre este aspecto desde el marco jurídico internacional a través del Derecho 
Internacional Humanitario se ha desarrollado más  el concepto de Refugiados, 
definido en la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo 
de 1967.  Por refugiado se reconoce a aquellos  ciudadanos que "(...) debido a 
fundados temores de ser perseguidos por motivos de raza, religión, nacionalidad, 
pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas,  se encuentre fuera del 
país de su nacionalidad y que no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera 
acogerse a la protección de tal país; o que, careciendo de nacionalidad y hallándose, a 
consecuencia de tales acontecimientos, fuera del país donde antes tuviera su 
residencia habitual, no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera regresar a él."  
El mandato en este tema se aborda en tres obligaciones: prevención, atención 
humanitaria y búsqueda de soluciones duraderas. Esta misión es encomendada al Alto 
Comisionados de las Naciones Unidas para los Refugiados – ACNUR-.   
El concepto de desplazamiento forzado en el DIH ha tomado relevancia y visibilidad a 
finales del siglo XX.  Este problema era tan invisible que no existía un nombre común 
para referirse a este fenómeno y para definir sus fronteras. Por eso buena parte de las 
reflexiones y definiciones se han hecho por comparación con situaciones semejantes 
como la de los refugiados.  Hasta hace algunos años el desplazamiento, se entendía 
como el movimiento poblacional compulsivo generado al interior de un país por 
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razones vinculadas a la existencia y seguridad de las personas, fue considerado 
exclusivamente como un fenómeno con connotaciones de orden demográfico, 
sociológico y político.   
La categoría de desplazamiento forzado interno en el marco jurídico internacional 
tomó fuerza en la medida que se prolong aban los conflictos internos en los Estados y 
la ausencia de solución política por parte de gobiernos sucesivos a esa situación, lo 
cual ha estado generando una continua situación de crisis humanitaria en la 
población por su necesidad de migrar dentro o fuera del  territorio buscando su 
supervivencia 
Esta jurisprudencia reconoce el desplazamiento interno como las personas que se han 
visto forzadas a huir de sus hogares por las mismas razones que los refugiados, pero 
que no han cruzado una frontera reconocid a internacionalmente, y que tampoco han 
buscado amparo en territorio extranjero.  En este sentido las Naciones Unidas 
expidieron los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos, con los cuales se 
define esta condición como “las personas o grupos de personas que se han visto 
forzadas u obligadas a escapar o huir de su hogar o de su lugar de residencia habitual, 
en particular como resultado o para evitar los efectos de un conflicto armado, de 
situaciones de violencia generalizada, de violaciones de los Derechos Humanos o de 
catástrofes naturales o provocadas por el ser humano y que no han cruzado una 
frontera estatal internacionalmente reconocida” 35 .  
En el caso colombiano a través de la ley 387 de 1997 se define como desplazado a 
“toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro del territorio nacional 
abandonando su localidad de residencia o actividades económicas habituales, porque 
su vida, su  integridad física, su seguridad o libertad personales se han visto 
seriamente amenazadas, con ocasión de cualquiera de las siguientes situaciones: 
conflicto armado interno, disturbios y tensiones interiores, violencia generalizada, 
violaciones masivas de los Derechos Humanos, infracciones al Derecho Internacional 
                                               
35 PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA-RED DE SOLIDARIDAD SOCIAL. Atención a población desplazada 
por e conflicto armado: compendio de políticas y normas. 1999. Pag: 27 - 44.    
 20 
Humanitario u otras circunstancias emanadas de las situaciones anteriores que 
puedan alterar o alteren drásticamente el orden público”.  
 
Esta conceptualización presenta  tres aspectos: a) la centralidad de la definición en 
cuanto al cambio de lugar de habitación y de trabajo; b) la ubicación de las personas 
dentro de las mismas fronteras de su país; c) el origen del hecho en las violaciones a 
Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario en el marco de situaciones 
de guerra. Pero evidencia una carencia importante al definir de manera plana la 
situación de la forma como cambio el sitio de residencia, que en esencia es una 
pérdida del lugar de vida, lo cual implica muchas rupturas producidas en cuanto a la 
historia, la cultura, las relaciones sociales, las identidades, los imaginarios, las 
cosmovisiones, los sentimientos, las formas de producción y reproducción, las 
diversidades de comercialización, en fin las rupturas de los entramados vitales, 
entendidos integralmente.  
Desde los aportes de Hannah Arendt 3 6  con el concepto de “apatridas”, la situación de 
desplazamiento como tragedia humana puede leerse en un triple plano. En primer 
lugar, en el hecho de que han sido arrancados de los puntos de referencia de su 
identidad personal y colectiva e inclusive de aquellos que marcan su memoria. La 
pérdida de su "residencia" no es sólo una pérdida de propiedades, sino de todos los 
elementos que los enmarcan en una tradición que es parte de su individualidad. La 
pérdida de la residencia, significa "la pérdida de toda la trama social en la cual se ha 
nacido, y en la cual se ha organizado un espacio particular en el mundo". En segundo 
lugar, la tragedia consiste en que la expulsión no se origina en una oposición explícita 
al régimen sino a su pertenencia a categorías negativas basadas en características 
consideradas como "naturales", se plantea como:"nacieron en una mala categoría de 
raza o de clase", que para el caso colombiano es vivir en zonas de disputa territorial 
por los actores armados. Y finalmente, la tragedia mayor es que esta población pierde 
por esta condición todo derecho. Los derechos, los que se han definido a lo largo del 
                                               
36 ARENDT, H. Los orígenes del totalitarismo. Citada por Uribe de Hincapié, M. Notas para la 
conceptualización del desplazamiento forzado en Colombia. Revista Estudios Políticos. Instituto de Estudios 
Políticos Universidad de Antioquia.  Medellín. No. 17. Julio – diciembre del año 200. Pag: 47- 70. 
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siglo XIX, están relacionados con la pertenencia a una comunidad nacional, y su gran 
desgracia es "de haber dejado de pertenecer a una comunidad”3 7 .  
En el marco jurídico internacional, la gravedad de este fenómeno y sus consecuencias 
para el conjunto de la sociedad configuran prima facie una situación de total 
contradicción con el derecho a circular libremente y a elegir su residencia en un 
Estado.  Asimismo, en virtud de los principios de interdependencia, indivisibilidad y 
universalidad, consustanciales a los derechos humanos, dicho fenómeno acarrea una 
violación múltiple, masiva, continua y grave de otros derechos, en especial el disfrute 
de los derechos económicos, sociales y culturales. Derechos que se encuentran 
contenidos en diferentes instrumentos jurídicos internacionales, que dado su carácter 
general, no brindan a los individuos y colectividades desplazadas una protección 
específica. 
Por el Estatuto de Roma fue creada la Corte Penal Internacional –CPI-,  para juzgar la 
violación a los derechos humanos. Este organismo aprobado por el Estado peruano 
mediante Resolución Legislativa N° 27517 del 13 de noviembre de 2001. Dicho 
instrumento jurídico es la expresión de la confluencia del Derecho Humanitario, el 
Derecho Internacional de los Derechos humanos y el Derecho Penal Internacional. La 
CPI será una corte permanente que investigará y llevará ante la justicia a los 
individuos, no a los Estados, responsables de cometer las violaciones más graves al 
derecho internacional: genocidio, crímenes de guerra, crímenes de lesa humanidad y 
la agresión.  De esta manera, según dicho instrumento jurídico en materia de Derecho 
Penal Internacional, el desplazamiento forzado interno es un crimen de lesa 
humanidad y un crimen de guerra.  
El desplazamiento es un crimen de lesa humanidad, de acuerdo con el Artículo 7°, 
numeral 1, literal d), del Estatuto de Roma de la CPI. La deportación o traslado 
forzoso de la población constituye un crimen de lesa humanidad, cuando se comete 
como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con 
conocimiento de dicho ataque. En este caso, por "deportación o traslado forzoso de la 
                                               
37 Ibid. 
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población" se entenderá el desplazamiento forzoso –dentro o fuera de su país- de las 
personas afectadas, por expulsión u otros actos coactivos, de la zona en que estén 
legítimamente presentes, sin motivos autorizados por el derecho internacional (Art. 
7°, numeral 2, literal d). 
El desplazamiento es un crimen de guerra, según el Artículo 8°, numeral 2, literal e), 
viii), del Estatuto de Roma de la CPI. Durante un conflicto armado interno, el 
desplazamiento de civiles constituye un crimen de guerra, cuando se cometa como 
parte de un plan o política o como parte de la comisión en gran escala de tales 
crímenes, y en la medida que sea una violación grave de las leyes y los usos aplicables 
en los conflictos armados que no sean de índole internacional. El desplazamiento 
como crimen de guerra se configura cuando se ordena el desplazamiento de la 
población civil por razones relacionadas con el conflicto, a menos que así lo exija la 
seguridad de los civiles o por razones militares imperativas. 
Conforme a los elementos de los Crímenes del Estatuto de Roma de la CPI, es 
pertinente remarcar que la frase "deportado o trasladado por la fuerza" es 
intercambiable con "desplazado por la fuerza",  y que la expresión "por la fuerza" no 
se limita a la fuerza física, sino que puede incluir la amenaza de la fuerza o la coacción, 
como la causada por el temor a la violencia, la intimidación, la detención, la opresión 
sicológica o el abuso de poder, contra esa o esas personas u otra o aprovechando un 
entorno de coacción. 
 
Para el caso colombiano, el desplazamiento no es solamente una consecuencia de la 
guerra, sino es, en sí mismo, es un acto de guerra, una violación a los derechos 
fundamentales realizada intencionadamente, no solo para vencer a un  enemigo 
armado sino para imponer, exista o no dicho enemigo, un poder económico y político. 
Existe evidencia que el desplazamiento es una estrategia de guerra para la 
acumulación de poderes económicos, simbólicos y político, que esta produciendo una 
grave crisis humanitaria en el país. Por otra parte es importante reconocer que la 
vinculación del desplazamiento con la temática de los Derechos Humanos y el 
Derecho Internacional Humanitario ha posibilitado, sin duda una mayor atención de 
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la comunidad internacional y ha generado presiones que van más allá de la atención 
asistencialista a los afectados.  
 
Sobre el tema de los derechos humanos , su garantía y materialidad se promueve la  
concepción de la interdependencia de estos derechos - civiles, políticos, sociales,  
económicos y culturales-, como también de pasar de una postura individualista  a una 
dimensión colectiva y social de los mismos. Se parte del supuesto de que los derechos 
humanos son cosas deseables, es decir fines que merecen ser perseguidos y que, pese 
a su deseabilidad, no han sido aún reconocidos todos, por todas partes y en igual 
medida. En este sentido cada vez coge fuerza la afirmación de que no basta proclamar 
y garantizar normativamente el ejercicio de la libertad, sino proveer los medios 
económicos y materiales que le permitan a la persona ser titular de los derechos. El 
punto de llegada de los derechos humanos es  la persona, es decir dentro del marco 
jurídico le reconoce su dignidad y su condición de titular de derechos.  Es decir, se le 
reconoce determinada necesidad y condición en la perspectiva de la dignidad 
humana3 8 . Estos derechos se constituyen como tales en su reconocimiento jurídico 
explicito, mediante las normas emanadas de un Estado.  
 
En el debate contemporáneo el planteamiento central frente a los derechos humanos 
esta ubicado más allá del debate ético. Se enfatiza en postulados como reguladores  de 
las relaciones Estado- personas y sus contenidos en términos de materialidad del 
derecho.  Por tanto hoy el primer requisito es hacer explícita la convicción en los 
derechos humanos, tanto en el plano moral como en lo jurídico y en lo material.  El 
debate actual sobre este tema no solo  se trata de saber cuales y cuantos son los 
derechos, cuál es su naturaleza y su fundamento, sino cual es el modo más seguro 
para garantizarlos, para impedir que pese a las declaraciones solemnes resulten 
continuamente violados. Por tanto no es un problema solo filosófico sino también 
jurídico y en el sentido más amplio político. En este sentido Norberto Bobbio3 9 
plantea que en este debate los derechos humanos no deben reducirse a la discusión 
                                               
38 DE CURREA LUGO, Victor. El derecho a la salud en Colombia: Diez años de frustraciones. Editorial Texto 
de Aquí y Ahora- ILSA. Bogotá Colombia. 2003. Pág: 25. 
39 BOBBIO, Norberto. Estado, gobierno y sociedad. Por una teoría general de la política. Traducción José 
Fernández Santillán. Fondo Cultura Económica. México. 1992. Pág: 118 - 124. 
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sobre su fundamentación, y propone que la discusión avance también en su 
promoción, control y garantía.  
 
Es importante resaltar que en términos de la materialidad de los derechos humanos 
las diferencias centrales entre los derechos civiles y políticos con los derechos 
económicos, sociales y culturales- DESC- están dadas por el papel de l Estado y el tipo 
de políticas públicas para la garantía de unos y otros.  
 
Para el caso de los DESC los organismos internacionales para la tutela de los derechos 
humanos ubican tres aspectos: promoción, control y garantía. Por promoción se 
entiende el conjunto de acciones que se orientan hacia estos objetivos: a) inducir a los 
Estados que no tengan una disciplina específica para la tutela de los derechos 
humanos, para que la introduzcan; b) a los que  ya tienen un marco jurídico al 
respecto inducir a perfeccionarlas sea respecto del derecho sustancial (número y 
calidad de los derechos por tutelar), o sea respecto a los procedimientos  (número y 
calidad de los controles jurisdiccionales).  Por control  se entiende el conjunto de 
medidas que los diversos organismos internacionales que ponen en funcionamiento  
para verificar si, y en qué grado, las recomendaciones han sido respetadas. Hay dos  
modos típicos para ejercer  este control previstos en los dos pactos de 1966: son las 
relaciones que cada Estado firmante de la convención se compromete a presentar 
sobre las medidas adoptadas para tutelar los derechos humanos, y las 
comunicaciones con las que los Estados miembros no han cumplido con sus 
obligaciones derivadas del pacto. Y por garantía  se entiende la organización de una 
verdadera tutela jurisdiccional de nivel internacional, sustitutiva de la nacional.  
 
En tal sentido la promoción y el control de los derechos humanos se dirige 
exclusivamente a las garantías existentes y por instituir  dentro de un Estado, es decir 
que tienden a reforzar y perfeccionar el sistema jurisdiccional nacional, y la garantía 
nacional por la internacional, cuando aquella sea insuficiente o simplemente no 
exista. La aceptación por parte de los Estados de los derechos humanos, lo cual 
involucra la exigibilidad de tales al mismo, esta dada por las declaraciones y pactos 
internacionales que establecen el marco normativo de los derechos humanos. Esta 
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normatividad es un asunto consensado, es decir conciencia colectiva como proyecto 
humano, pero más que ello constituyen obligaciones jurídicas que los Estados que 
deben cumplir. El Estado por vía de los tratados internacionales y la adopción 
nacional de estos compromisos, se obligan a sí mismo y para el ámbito internacional a 
proteger y cumplir estos derechos.  
4.4. El derecho a la salud en situación de desplazamiento forzado 
Un derecho humano que es de aplicación inmediata es el derecho a la vida, porque es 
el presupuesto de todos los demás derechos, por lo tanto debe ser especialmente 
protegido.  En conexión con el derecho a vida esta el derecho a la salud, que abarca no 
solamente la supervivencia física sino también una serie de condiciones que la hacen 
digna del ser humano y fomenta su bienestar y la calidad de vida.   
 
La salud mirada desde los derechos es una necesidad vital humana, que se expresa en 
una dimensión individual y en una dimensión colectiva, la cual requiere de protección 
y garantía como derecho humano. Ello implica que los Estados deben determinar 
decisiones través de políticas que garanticen los medios y recursos para la salud y la 
calidad de vida de los individuos y las colectividades.  
 
La salud se involucrar con el concepto de desarrollo y bienestar, que van más allá del 
crecimiento económico, se relacionan con el disfrute de todos los derechos humanos 
por parte de las personas y las comunidades. Tiene que ver con el desarrollo humano 
“permitiendo la expresión de capacidades creativas y productivas, apuntando al ser y 
no únicamente al desarrollo económico”4 0.   
 
Desde una perspectiva jurídica4 1 , la salud es entendida como materia del derecho, por 
tanto se deduce del derecho internacional de los derechos humanos. En tal sentido 
este derecho no es, y no puede ser, el derecho a estar sano, sino a contar con 
decisiones, medios y recursos disponibles, accesibles, aceptables y de calidad que 
permitan en máximo nivel de salud posible, por tanto este derecho tiene libertades y 
                                               
40 PAREDES, N. Derecho a la salud: su situación en Colombia .GTZ- CINEP. Editorial ANTROPOS. Bogotá. 
2003. Pag. 30. 
41 CURREA LUGO, Victor. Op. Cit. Pág: 25- 39. 
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medidas de protección.  Desde esta perspectiva la materialidad de este derecho esta 
dada por la exigencia de medios que garanticen y/o restablezcan unas condiciones 
adecuadas de naturaleza biológica y de condiciones de calidad de vida tanto a nivel 
individual como a nivel colectivo de la sociedad.  En este sentido V. CURREA LUGO 
afirma que: “La salud es un derecho que se tiene desde el momento de la concepción 
hasta la muerte, por ser inherente a la persona humana, se predica en la totalidad de 
la existencia humana del hombre, en todo tiempo y en todo lugar; mientras haya vida 
humana, hay derecho a la salud” 4 2 .  
 
Es importante entender que hay la interdependencia de la salud con otros derechos 
fundamentales como con la vida, la libertad, el trabajo, el medio ambiente sano, la 
educación, la alimentación,  el libre desarrollo de la personalidad, entre otros. La 
salud debe involucrarse, por tanto, en el concepto de desarrollo, que va más allá del 
crecimiento económico, sino el nivel de disfrute de todos los derechos humanos por 
parte de las comunidades.  La salud como una necesidad social es un ámbito esencial 
para alcanzar individual o colectivamente una plena condición de calidad de vida  y  
deben ser garantiz ada como derecho social4 3.   
 
 
El marco normativo internacional plantea la salud como “un derecho al disfrute de 
toda una gama de facilidades, bienes, servicios y condiciones necesarios para alcanzar 
el más alto nivel de salud posible”4 4 . En esta normatividad la salud  es predicado 
inmediato del derecho a la vida, de manera que atentar contra la salud de las personas 
equivale a atentar contra la propia vida o su integridad física.  
 
Desde la perspectiva del Estado Social de derecho, la salud es un derecho que se 
comporta como un bien jurídico y su titularidad es de la persona, y por tanto requiere 
                                               
42 Ibid  
43 MINISTERIO DE SALUD Y DESARROLLO SOCIAL. República Bolivariana de Velezuela. Plan 
Estratégico Social: hacia la universalización de los derechos social con equidad dentro de una estrategia de la 
calidad de vida y salud.  Caracas. 2003.  
44 NACIONES UNIDAS- COMITÉ INTERNACIONAL DESC. Observación general Número 14: el derecho al 
disfrute del más alto nivel posible.  EN PAREDES, N. Derecho a la salud: su situación en Colombia .GTZ- 
CINEP. Editorial ANTROPOS. 2003. Pag. 30. 
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un marco jurídico para que se de su garantía. Pero no es suficiente el marco 
normativo, de ahí que se le asigne un carácter asistencial a este derecho, en referencia 
a funciones especialmente del denominado Estado Social de Derecho, en razón de que 
su reconocimiento impone acciones concretas. Esto permite comprender la salud 
como una obligación pública, que tiene como una de las manifestaciones principales 
los derechos fundamentales de prestación. El termino prestacional de un derecho está 
dado por su capacidad para exigir de los poderes públicos, una actividad de hacer o 
dar, le impone una obligación al Estado de hacer, en el sentido de garantizar a todas 
las personas el derecho como bien público.  
 
Es así que el carácter asistencial de este derecho lo hace parte de los fines de los 
Derechos Económicos Sociales y Culturales - DESC, adquiriendo la categoría de un 
Estado de prestaciones y distribuciones con fines de asistencia social obligatoria, lo 
cual repercute en beneficios y prerrogativas a favor del ciudadano frente al Estado, 
por cuanto su reconocimiento impone acciones concretas.  Por tanto este carácter 
prestacional implica una obligación de proporcionar las condiciones, bienes y 
servicios que hacen posible la conservación y recuperación de la salud.  Esto implica 
no solo los servicios de asistencia curativa y prevención de la enfermedad sino 
también servicios de protección y promoción. 
 
Los instrumentos internacionales para la protección del derecho a la salud están 
definidos en una serie de disposiciones jurídicas de nivel nacional, regional y mundial, 
las cuales delimitan la responsabilidad del Estado en esta materia y otorga a los 
individuos la capacidad de exigir su vigencia.  Estos instrumentos a nivel mundial 
son: a) la declaración Universal de los derechos humanos; b) el pacto Internacional de 
los DESC, en particular el artículo 12; c) la observación General No. 14 del Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas; d) Declaración 
de ALMA ATA de la Organización Mundial de la Salud. A nivel regional están: a) 
Protocolo de San Salvador; b) la declaración de Quito. 
 
Para el caso del fenómeno del desplazamiento forzado por el CAI es evidente que este 
produce consecuencias en la vida y salud de las personas victimas. Es indudable que 
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uno de los derechos más vulnerados en esta situación es el derecho a la salud. Tal 
magnitud del problema implica que el Estado, en concordancia con el marco 
normativo internacional actúe en el sentido de estructurar políticas que permitan la 
restitución de los derechos a esta población en la perspectiva del principio de igualdad 
“personas en situaciones análogas deben ser tratadas por igual, y aquellas que están 
en situación distintas deben tratarse de manera distinta, en forma proporcional a 
dicha diferencia”45 .    
 
Por su parte el Pacto Internacional de los DESC obliga a los Estados a garantizar el 
goce de “los derechos mínimos de subsitencia” 4 6 . Asimismo se reconoce  que los 
principios del derechos a la salud, como otros derechos son una serie de 
prescripciones que deben ser inmediatamente aplicables. Por otra parte la declaración 
de Quito reitera que el goce de efectivo igualitario y no descriminatorio de los 
derechos civiles y político sin considerar el pleno ejercicio de  los derechos 
económicos, sociales y culturales conlleva a discriminaciones intolerables. Este marco 
de constitucionalidad internacional hace que ante el fenómeno del desplazamiento 
forzado por el CAI haya una atención importante por parte de la sociedad 
especialmente del Estado. 
 
4.3. Estado y Políticas públicas 
En la discusión contemporánea del Estado existen distintos enfoques para su 
comprensión. Desde la perspectiva liberal se evidencian la contractualista, la 
pluralista, el corporativismo y neocorporativismo, el elitismo, el institucionalismo o 
neoinstitucionalismo. Y desde las corrientes marxista se encuentran la teoría 
instrumentalista, la teoría estructuralista, la teoría derivacionista,  la neomarxista y  la 
neoestructuralista4 7 .  
 
                                               
45 ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LOS REFUGIADOS.  Balance de la política 
pública de prevención, protección y atención al desplazamiento forzado de 2002 a 2004. Bogotá. 2004. 
46 ARBELAEZ R, M. Derecho a la salud en Colombia: el acceso a los servicios del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud. CINEP-COLCIENCIAS- INSTITUT DE DRET PUBLIC. Bogotá. 2006. Pag: 90. 
47 NIETO L., Jaime Rafael. Teoría del Estado y políticas públicas- Ponencia. Seminario políticas públicas. IV 
Congreso Internacional de Salud Pública. Universidad de Antioquia. Medellín. 2005. 
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En las revisiones realizadas existe un consenso en definir el Estado cuando existe un 
territorio, una población específica y una autoridad. Esto le define sus características 
objetivas: soberania, territorialidad y unidad institucional.  Aunque también se 
plantea que “no basta la presencia de esta características sino también la existencia de 
un proceso cultural  e ideal por medio del cual la idea de un poder individualizado se 
concreta históricamente”48 .  
 
Al estado se le caracteriza  por el poder legitimo otorgado por la sociedad que 
formaliza una reglas de juego en ámbitos que pretende regular y dominar, haciéndolo 
por medio de la promulgación de textos jurídicos y administrativos, como con la 
creación de organizaciones que sirven de enlace con la sociedad y sus distintos actores 
y procesos sociales, políticos, económicos y culturales. Se le atribuye al Estado la 
pretensión de monopolizar en un territorio determinando “el uso legitimo de la fuerza 
violenta y simbólica”49 .  
 
Desde el enfoque socio-político el Estado es una construcción histórica.  Esta 
característica reconoce que el Estado no es un ente estático al contrario es cambiante 
en la medida que se  modifican los contextos y las condiciones materiales para que se 
genere. Se expresa de una forma particular en un momento determinado a través del 
régimen político y se relaciona con el resto de la sociedad a través del sistema político. 
 
El régimen político se comprende como un sentido de organización institucional 
dominante.  Este ordenamiento tiene el propósito  de buscar un determinado 
comportamiento político y social que resulta de una alternativa ideológica  
hegemónica en la pugna de poderes en la sociedad. 
 
El sistema político ha sido definido como el ordenamiento que determina las formas y 
canales de acceso y control de los ciudadanos a la organización y ejercicio del poder 
político. Éste ha definido y operado los medios de acceso y control al ejercicio del 
                                               
48 BURDEAU, G. L’ etat, Seuil. Citado por ROTH  DEUBEL, A. Políticas Públicas: formulación, 
implementación y evaluación. Bogotá- Colombia. Ediciones Aurora. 2002. Pág 20 – 24. 
49 Ibid. 
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poder político5 0 , como por ejemplo el sistema de partidos, el sistema electoral, y otros 
procesos sociales y políticos, es decir implica la configuración de distintas fuerzas 
políticas de una sociedad.  
 
 A través del sistema político se evidencia el desarrollo político de una sociedad, que 
se puede expresar en la expresión y agregación de intereses, la comunicación política, 
la elaboración y ejecución de reglas y el desarrollo de los poderes políticos. Se le 
atribuye la función de dejar ver la capacidad de conducir los asuntos públicos y las 
maneras para la regulación de los conflictos en la sociedad. Además se ubica en el 
ámbito del desarrollo de la cultura política, que es comprendida como el conjunto de 
estructuras simbólicas y prácticas sociales mediante las cuales se ejerce el poder5 1 . 
 
En la compresión socio- política asumida se comprende la sociedad en plural, no 
como una unidad totalizante, donde interactúan y se intersectan, lo que Mishael 
Mann denomina las redes de poder5 2 . Estas redes se construyen a partir de relaciones 
de la fuentes de poder social, que son: relaciones ideológicas, económicas, militares y 
políticas. Estas redes son también organizaciones y medios institucionales para 
alcanzar objetivos humanos. En momentos determinados se expresa y predomina 
alguna de las fuentes de poder por situac iones estratégicas dadas en la sociedad.  En 
este sentido se reconoce que el poder  en la sociedad juega como  relación social, 
“pertenece a la esfera de las prácticas sociales y a la esfera de lo estructural, al terreno 
de la acción y de las reglas y los recursos que lo limitan  o habilitan, y que el forma y 
transforma”53 .  
 
                                               
50MEDELLIN, P. Inestabilidad, incertidumbre y autonomía restringida: elementos para una teoría de la 
estructuración de políticas públicas en países de  baja autonomía gubernativa. CIDER. Universidad de los 
Andes. Bogotá. 2000.  Pag: 3- 21. 
51HERNANDEZ, M. La fragmentación de la salud en Colombia y Argentina: una comparación socio- política, 
1880-1950. Universidad Nacional de Colombia. Colección de la sede. Bogotá. UNIBIBLOS. 2004. Pag: 64-70. 
52MANN, Michael. Las Fuentes de poder social . Capitulo 1. Volumen 1. Alianza Madrid. 1991. pág. 13-58 
53 MUNERA R, L. Rupturas y continuidades: poder y movimientos sociales en Colombia 1968 a 1988. IEPRI- 
CEREC- Facultad de Derecho y Ciencias Sociales. Universidad Nacional de Colombia- Sede Bogotá. 1998. Pag: 
85-119. 
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Por su parte, en el interior del Estado se refleja diversos posicionamientos 
institucionales y relaciones de fuerzas, que se conforman a partir de la distribución 
desigual del poder real entre las redes de poder social y sus organizaciones 
 
Con respecto al Estado las redes tratan de oponerse, de facilitar o de afectar su acción 
para obtener condiciones favorables a sus objetivos. Además el Estado se constituye a 
través de relaciones conf lictivas entre las distintas redes y sus organizaciones, 
configurándose en una organización con poder social que influye sobre el resto de la 
sociedad con cierta autonomía.  
 
 
Sin embargo, el ejercicio del poder no puede ser solo atribuido exclusivamente a los 
actores dominantes, sino que también  el poder es una cualidad del sujeto que 
domina54 .   En este sentido el Estado como los sujetos se construyen en el conflicto 
entre las fuerzas sociales. Tal conflicto se produce por las relaciones entre distintos 
órdenes posibles, construidos, vividos e imaginados por distintas formas de 
organización de las colectividades humanas.  En estas relaciones conflictivas hacen 
presencia distintos órdenes constituidos y establecidos, como también se expresan las 
relaciones específicas del sistema político en una sociedad. En este proceso es en el 
que se desarrolla la cultura política5 5 . 
 
En la pluralidad de la sociedad se presentan distintas visiones, intereses y objetivos, 
esto hace que se presente permanentemente una presión entre las distintas 
organizaciones y sujetos, esto se reconoce como el poder5 6, el cual forma y transforma 
el sentido de las prácticas sociales sobre las cuales se hace efectivo.   En esta  dinámica 
las fuerzas sociales  y sus actores socio- políticos 5 7  permanentemente luchan para 
influenciar las organizaciones.  
                                               
54FOUCAULT, M. Op.  Cit.  
55HERNANDEZ, M. La salud Fragmentada en Colombia, 1910- 1946. Universidad Nacional de Colombia- 
Instituto de Salud Pública, Facultad de Medicina. UNIBIBLOS. Bogotá. 2002. Pag: 29. 
56 HERNANDEZ, M. Op. Cit. 
57 Se comprende como actor socio- político son formas de organización social que se articulan alrededor de 
visiones comunes, intereses y proyectos políticos. Estos actores se inscriben en relaciones económicas, políticas y 
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Al Estado se le ha asignado la responsabilidad al Estado y sus instituciones, que como 
organizaciones creadas para administrar lo público, deben perseguir fines de interés 
público, y las políticas públicas deben actuar como instrumento para estos fines. Estas 
políticas públicas representan la realización concreta de las decisiones y las relaciones 
del Estado con la sociedad. En este sentido las políticas juegan como herramientas y 
como procesos políticos. 
 
Pero el Estado se constituye en una fuerza de poder social que se relaciona con  el 
mundo de lo político. En este mundo están inmersas distintas comunidades políticas 
con valores e intereses distintos. Por ello, no siempre las decisiones  en términos de 
políticas públicas recogen el interés general, sino de grupos de poder hegemónicos. 
 
 
En la revisión del concepto de políticas públicas existe un consenso en identificar su 
proceso de estructuración en la función de los cuerpos legislativo y ejecutivo del 
Estado. En este sentido son definidas como un conjunto de prácticas y normas de los 
gobernantes y legisladores. Estas prácticas son reconocidas como formas de 
intervención, reglamentación, provisión de servicios, y también simbólicas como 
discursos, campañas de comunicación entre otras5 8 ,59 ,6 0    
 
Asimismo se le ha hecho énfasis en que las políticas son ante todo respuestas a 
situaciones problemáticas o desajustes de la sociedad. Pero por otra parte se afirma 
que son la existencia de un conjunto de objetivos colectivos considerados necesarios o 
deseables, que por medio de acciones de las instituciones gubernamentales tienen la 
                                                                                                                                                    
sociales de todo tipo. EN HERNANDEZ, Mario. La fragmentación de la salud en Colombia y Argentina. Op. 
Cit. 
58MENY, Yves y THOENIG, Jean Claude. Las politicas públicas. Editorial Ariel. Segunda Edición. Barcelona- 
España. 1992. p.p.43-86. 
59 MULLER, Pierre. Génesis y Fundamentos del Análisis de Políticas Públicas. En  Innovar-Revista de Ciencias 
Administrativas y Sociales. Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas. Un iversidad Nacional de 
Colombia. Bogotá. No.11, Enero- Junio de 1998.  
60 MEDELLIN T. 2001. Op. Cit  
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finalidad de orientar el comportamiento de actores individuales y colectivos para 
modificar una situación como insatisfactoria o problemática 6 1 . 
 
Las políticas de Estado se producen en  el legislativo, el cual  se mueve en la lógica del 
sistema político como el conjunto de fuerzas que logran hacer parte del Estado en los 
órganos como el senado o parlamento. Desde estos escenarios de decisión afectan 
deliberadamente  a los sujetos, las organizaciones y los actores de la sociedad. En 
estos órganos  se expresa la mayoría de los actores organizados del sistema político, 
como los partidos políticos, los movimientos y organizaciones sociales. 
 
Las políticas de gobierno se dan desde el poder ejecutivo. Están ligadas a proyectos 
particulares de los gobernantes en períodos determinados,  y desarrollan y afectan el 
sentido de las políticas estatales.  
 
Pero si bien las políticas públicas representan  las decisiones del Estado a través de 
sus cuerpos legislativos y ejecutivos, también son formas de relación de éste con la 
sociedad. En tal sentido son herramientas pero además son procesos políticos que 
implican mediaciones sociales, por lo tanto también resultan siendo una construcción 
social.  
 
En síntesis, las políticas públicas se estructuran con las decisiones de las instancias 
del Estado sobre asuntos  de la sociedad, pero van más, son también construcciones 
sociales e históricas que reflejan en su proceso prácticas sociales y políticas mediante 
las cuales se ejerce el poder en la sociedad. Por ello al asumir la perspectiva socio- 
política implica reconocer las redes, relaciones y tensiones de poder en la 
estructuración la política pública, como también los escenarios, las organizaciones y 
los actores socio- políticos que juegan en este proceso.  
                                               
61ROTH, A. Discurso Sin Compromiso: la política pública de derechos humanos en Colombia. Ediciones 
Aurora. Bogotá.. 2006. Pág: 59-72. 
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5. METODOLOGÍA 
 
Este estudio se enmarca en la investigación social porque trata una realidad social 
como  el fenómeno del desplazamiento forzado por el CAI y el proceso socio- político 
de estructuración de la política pública en salud para la población afectada por este 
fenómeno. El enfoque metodológico de esta investigación se sitúa en la perspectiva 
socio- crítica, la cual busca a partir de la reflexión crítica de la praxis, construir teoría 
y transformaciones de la realidad. Según M. Escudero62 , esta mirada implica una 
relación dialéctica entre el conocimiento, la realidad y la práctica. Este abordaje 
reconoce el objeto de investigación como histórico porque existe en un determinado 
espacio cuya formación  social y configuración son específicas: “vive el presente 
marcado por el pasado y proyectado hacia el futuro, en un enfrentamiento constante  
entre lo que esta dado y lo que esta siendo construido”6 3 . 
5.1. Estrategias metodológicas e instrumentos 
Para el acercamiento a los actores y escenarios con el objetivo de identificar y 
comprender este proceso socio- político como también el contexto del fenómeno del 
desplazamiento forzado, se definieron como estrategias centrales de recolección de 
información la revisión documental, la entrevista semi-estructurada y el estudio de 
caso.  Cada una de estas estrategias son comprendidas como “modelos o patrones de 
procedimientos teóricos y metodológicos, en los cuales se ha cristalizado usos 
específicos de investigadores y estudiosos de la investigación social cualitativa. Una 
estrategia de investigación social combina métodos y técnicas, genera o recoge 
información de fuentes variadas, confronta valida mediante distintos 
procedimientos”64 . 
 
 
                                               
62 ESCUDERO, M. La investigación acción en el panorama actual de la investigación educativa: algunas 
tendencias.  EN: Investigación II. Fundación Universitaria Luis Amigo. 1993. Pag: 46 
63 MINAYO, M, FERREIRA, S, CRUZ, O, GOMEZ, R, Investigación Social: creatividad, método y creatividad. 
Editorial Lugar Editores. Buenos Aires- Argentina. 2003. pag: 12 
64 GALEANO M, Maria E. Estrategias de investigación social cualitativa: el giro en la mirada . Editorial La 
carreta editores E.U. Medellín. 2004. Pág: 114- 138. 
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5.1.1. Revisión documental 
Esta técnica parte de la revisión cuidadosa y sistemática de estudios, informes de 
investigaciones, estadísticas, en general, documentos con el propósito de  de indagar y 
analizar temas o aspectos de interés en la investigación6 5 . Según David Erlandson6 6  la 
documentación es una amplia gama de registros escritos y simbólicos, así como 
cualquier material y dato disponibles.  
 
La revisión documental implic ó una primera fase de búsqueda, localización y consulta 
de fuentes relacionadas con el objeto de la investigación. Una segunda fase implicó la 
selección de los documentos existentes y disponibles, a partir de la pertinencia a la 
investigación. Luego como tercera fase se seleccionó la técnica de análisis de los 
documentos, ello implico  clasificar, valorar y analizar las fuentes primarias y 
secundarias.  
 
En esta técnica, las fuentes primarias son los archivos públicos o archivos privados de 
primera mano, que en este caso son las normas, planes de desarrollo y documentos 
producidos por los actores socio- políticos.  Las fuentes secundarias, las cuales se 
denomina también “otras versiones”6 7 , incluye monografías, informes de 
investigación, biografías, memorias, etc.  
5.1.2. Estudio cualitativo de caso 
Esta técnica de investigación cualitativa tiene como objetivo central comprender el 
significado de una experiencia, e implica el examen intenso y profundo de diversos 
aspectos de un mismo fenómeno68 .  El caso puede ser un suceso o aspecto social 
localizado en un espacio y tiempo específicos y que es de interés para el estudio, lo 
cual implica marcos de análisis específicos. El propósito del estudio de caso no es 
representar el mundo sino representar el caso que refleja de manera profunda una 
realidad social particular, con lo cual permite alcanzar mayor comprensión y claridad 
sobre un tema o aspecto o fenómeno o población o condición a indagar.  Esta 
                                               
65 Ibid. 
66GALEANO M, M . Ibid. 
67 GALEANO M, M. Ibid. Pág: 66. 
68 Ibid. 
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estrategia busca profundizar en “el cómo y el por qué de alguna situación, fenómeno o 
episodio” 6 9 .  
 
En esta investigación se selecciono como caso a la ciudad de Bogotá porque es el 
municipio que recibe mayor número de población en situación de desplazamiento, 
además se contó con el apoyo del Proyecto Mejorar la efectividad protección social 
en salud a la población en situación desplazamiento forzado desplazamiento forzado 
asentada en Bogotá  desarrollado por la Pontifica Universidad Javeriana, Fundación 
de Atención al Migrante y la Secretaria de Salud. En este proyecto la investigadora 
realizó un papel de asistente de investigación a través del cual se facilitó el trabajo de 
campo en la ciudad de Bogotá y además sus hallazgos y discusiones del grupo de 
investigación fueron aportes importantes a los objetivos de investigación. En este 
estudio el caso es asumido como tipo instrumental, con el fin de proporcionar mayor 
conocimiento y comprensión  sobre el proceso socio- político de la estructuración de 
política pública en salud para la población en situación de desplazamiento forzado por 
el Conflicto Armado Interno.  
5.1.3. Entrevista semiestructurada 
La entrevista es definida por R. Kahn y C. Cannell7 0  como una conversación entre dos, 
hecha por iniciativa del entrevistador, destinada a entregar información pertinente 
para un objeto de investigación, e indagación en temas igualmente pertinentes con 
miras a este objetivo. 
 
Mediante la entrevista se pueden obtener datos de otras fuentes como censos, 
estadísticas, registros, etc, como también información referida directamente por 
individuo entrevistado, como actitudes, opiniones, valores, hechos, creencias, ideas, 
maneras de actuar, etc.  De esta forma la entrevista como fuente de información 
entrega datos secundarios y primarios.   
                                               
69 DE SOUZA MINAYO, M, GONÇALVES, S, RAMOS, E. Evaluación por triangulación de métodos: 
abordaje de programas sociales. Lugar Editorial. Buenos Aires. 2005. Pag: 93. 
70 KAHN, R, y CANELL, C.   The dynamic of interviewing: theory, tecnique and cases. Citado por  DE SOUZA 
MINAYO, M. El desafío del conocimiento: investigación cualitativa en salud. Editorial El lugar editores. 2004. 
pag:92 
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Esta entrevista adopta la forma de un diálogo coloquial o entrevista 
semiestructurada. Este tipo de entrevistas combina preguntas cerradas o 
estructuradas y abiertas, donde el entrevistado tiene la posibilidad de discurrir en el 
tema propuesto sin condiciones prefijadas 
 
Este tipo de entrevista implica reconocer también la comunicación no verbal y toda la 
amplia gama de contextos verbales por medio de los cuales se pueden aclarar 
términos, descubrir ambigüedades, definir los problemas, orientar hacia una 
perspectiva, potenciar los supuestos y las intenciones, evidenciar la irracionalidad de 
una proposición, ofrecer criterios de juicio o recordar los hechos necesarios 7 1 . 
 
Para desarrollar los objetivos como instrumentos y técnicas de registro y recolección 
de la información se tuvieron: 
Objetivos Estrategia metodológica Instrumentos  
Identificar el contexto y la dinámica de 
la violencia política y el desplazamiento 
forzado por el Conflicto Armado Interno 
en Colombia entre 1997 y 2006. 
· Revisión documental Fichas de análisis bibliográfico 
Formatos de revisión de información de 
bases de datos 
Mapas conceptuales  
Reconocer a partir de información 
secundaria la situación de la población 
en desplazamiento forzado por el 
conflicto armado interno en Colombia. 
· Revisión documental 
· Estudio de caso 
 
Fichas de análisis bibliográfico 
Formatos de revisión de información de 
bases de datos 
Mapas conceptuales  
Identificar los momentos de formulación 
e implementación de la política pública 
en salud a la población en condición de 
desplazamiento a nivel nacional y 
profundizando como caso en la ciudad 
de Bogotá. 
· Revisión documental 
· Entrevistas semiestructurada 
· Estudio de caso 
Fichas de análisis bibliográfico 
Formatos de revisión de información de 
bases de datos 
Guía de entrevista 
Grabaciones de audio 
Relatorías escritas 
Mapas conceptuales  
Comprender el proceso socio- político de 
la formulación e implementación de esta 
política en el período comprendido entre 
los años de 1997 y 2006. 
· Revisión documental 
· Entrevistas semiestructurada 
· Estudio de caso 
Fichas de análisis bibliográfico 
Formatos de revisión de información de 
bases de datos 
Guía de entrevista 
Grabaciones de audio 
Relatorías escritas 
Mapas conceptuales  
 
                                               
71 MARTINEZ, M. El diálogo como método. Editorial Aportes 35. Dimensión educativa.1982.Capitulo 12. 
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5.2. Mapeo y muestra de la investigación 
El mapeo7 2  es comprendido  como la identificación de los  lugares físicos, los actores o 
participantes, los eventos y situaciones en los que interactúan el objeto de la 
investigación. En la investigación cualitativa  la expresión muestreo se basa en la 
búsqueda de “profundización y de comprensión de un grupo social, de una 
organización, de una institución o de una representación” 7 3 . El muestreo plantea 
como verdadera intención, poder lograr un acercamiento a la realidad social o cultural 
objeto de estudio. 
 
Para el presente estudio el mapeo en el tema de la política de salud para la atención 
desplazada implica escenarios y actores gubernamentales y sociales a nivel 
internacional, nacional y municipal. La muestra se tomo en el sentido del muestreo 
sobre actores y escenarios en que se ha desarrollado y se desarrolla la estructuración 
de la política pública en salud para la población desplazada por el CAI entre junio de 
1997 y junio del 2006 implicó reconocer tres tipos de redes: internacionales, 
nacionales y locales y  seleccionaron los actores socio-políticos a partir del criterio de 
muestreo políticamente importante7 4 . Asimismo los actores de carácter 
gubernamentales y la sociedad civil como ONG’s y organizaciones sociales.   
 
 
Se seleccionaron situaciones, eventos, actores, lugares, momentos y temas relevantes 
en la estructuración de esta política. Ello tuvo como muestra la siguiente: 
 
 
 
 
                                               
72 SANDOVAL, C. Investigación Cualitativa. Programa de Especialización en Teorias, métodos y técnicas de 
investigación social. Instituto para el Fomento de la Educación Superior- ICFES-. 1996. Pag: 119. 
73 DE SOUZA MINAYO, M, GONÇALVES, S, RAMOS, E. Evaluación por triangulación de métodos: 
abordaje de programas sociales. Lugar Editorial. Buenos Aires- Argentina. 2005. Pag: 93. 
74 El muestreo de casos políticamente importantes se relaciona con la identificación en procesos sociales, objeto 
de investigación, de los actores principales, es decir, los que intervienen directa o indirectamente, pero de modo 
significativo en la toma de decisiones involucradas en dichos procesos.  La identificación de este muestreo se 
estableció a partir de las relaciones de las fuentes y los escenarios de la estructuración de la política de estudio. 
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Red Escenario Actor socio-político 
Inter- Gubernamental ACNUR- Alto Comisionado para los 
refugiados 
Internacional 
De la Sociedad Civil Médicos Sin Fronteras 
Estatal Congreso de la República 
Gobiernos nacionales entre 1997 y 
2006 con énfasis en Red De 
Solidaridad- Acción Social y el 
Ministerio de Salud- Protección Social 
Defensoría del Pueblo 
De la Sociedad Civil CODHES- Consultoría para los 
derechos Humanos 
Pastoral Social 
 
Nacional 
De la Sociedad Civil Organizaciones sociales de población 
desplazada 
ONG 
Organizaciones sindicales 
Lideres de la pobla ción en situación de 
desplazamiento. 
 
Con estos criterios como fuentes de información primaria se recogió documentos 
producidos por cada actor y se realizaron doce  entrevistas semi-estructuradas, a 
decir: 
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*  Estos documentos se relacionan en la bibliográfica 
Actor socio-político Entrevista Documentos*  
ACNUR- Alto Comisionado 
para los refugiados 
Una Funcionaria del Grupo Temático 
en Desplazamiento 
12 documentos 
Médicos Sin Fronteras- 
España 
Un Médico del equipo en Bogotá 5 documentos 
Congreso de la República  10 documentos 
 
 
 
 
Gobiernos nacionales entre 
1997 y 2006 con énfasis en:  
· Dirección Nacional 
de Planeación 
 6 documentos 
· Agencia 
Presidencial para la 
Acción Social  
Una Funcionaria de la agencia 
presidencial para la Acción Social 
 
3 documentos 
· Ministerio de 
Protección Social  
Una funcionaria del Ministerio de 
Protección Social de la Dirección 
General de Promoción Social 
3 documentos 
Defensoria del Pueblo Una Funcionaria del Programa de 
desplazamiento de la Defensoria del 
Pueblo 
 
CODHES- Consultoria para 
los derechos Humanos 
Pastoral Social 
 
Una Investigadora de CODHES 25 documentos 
Dos funcionarios de la Secretaria de 
Salud de Bogotá 
10  documentos Consejo Distrital  
Gobiernos de Bogotá entre 
1997  y 2006 con énfasis en 
Secretaría de Gobierno y 
Secretaría de Salud 
Un Funcionario de la Secretaria de 
Gobierno  
3 documentos 
Dos lideres de organizaciones sociales 
de desplazados. 
12 documentos Personeria Distrital  
Mesa Distrital de Trabajo 
sobre el Desplazamiento  
Organizaciones sociales 
Una líder sindical  
 41 
5.3. Recolección de la información 
Para la revisión documental se tuvo en cuenta la producción bibliográfica de tipo 
académico e institucional que se encontrará en los centros de documentación de las 
instituciones y organizaciones de los actores socio- políticos como también las 
bibliotecas de las Universidades Nacional de Colombia, Javeriana, Andes y la 
biblioteca Luis Angel Arango, esta búsqueda se organizó en tres niveles: 
 
· Bibliografía para el marco conceptual y como fuentes secundaria de 
información sobre los objetivos de la investigación. Se tuvo en cuenta textos 
teóricos que aportaran aspectos de análisis e interpretación en la investigación, 
como informes de investigaciones relacionadas con la investigación 
· Documentos producidos como fuentes primarias de información de los actores 
socio-políticos, tales como informes, pronunciamientos, declaraciones, planes, 
programas, proyectos 
· Informes estadísticos y de bases de datos a nivel institucional. 
 
Se tuvo un total de 191 textos, cada uno leídos y resumidos en  fichas de análisis 
bibliográfico a partir de las unidades de análisis y categorías definidas. 
 
Sobre las entrevistas semi- estructuradas, como ya se mencionó se realizaron doce 
entrevistas, ocho mujeres y cuatro hombres. Cada una con consentimiento informado 
verbal, con una duración promedio de treinta minutos por cada entrevista. Estas 
entrevistas se transcribieron en su totalidad y fueron editadas en el programa WORD 
del Microsoft. 
5.4. Plan análisis 
 
La organización y análisis de los datos son los métodos sobre el tratamiento de los 
datos en la investigación social. La fase de análisis e interpretación en la perspectiva 
asumida en esta investigación implicó interpretar atentamente los datos a la luz de los 
aspectos teóricos y conceptuales de partida.   
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Para ordenar la sistematización y anális is de la información se definieron dos 
unidades de análisis: el desplazamiento forzado y la política pública en salud para la 
atención a la población en situación de desplazamiento forzado y sus categorías 
fueron:  
 
Unidad de análisis  Categorías 
Naturaleza del desplazamiento 
Dinámica del desplazamiento 
Desplazamiento forzado 
por el CAI 
Principal población afectada 
Formulación  
 
Política pública en salud 
para la atención a la 
población desplazada por el 
CAI 
Implementación 
 
 
Para identificar los hitos y el proceso socio-políticos en la estructuración de la política 
pública en salud para la atención a la población desplazada se tomo como 
herramienta el ciclo de la política.  Este ciclo es comprend ido como el proceso de la 
secuencias de las decisiones que configuran la política. Esta herramienta se utilizo a 
nivel nacional y Distrital. Un primer momento fue evidenciar las decisiones de las 
instancias ejecutivas y legislativas sobre el tema del desplazamiento y la atención en 
salud a esta población a niv el nacional, y a nivel local en el Consejo Distrital y la 
Alcaldía Mayor con sus instancias responsables. Al tener la referencia sobre la 
secuencia de las decisiones de política que se expresaron en normas, se entro a 
profundizar sobre los escenarios, actores y relaciones que configuraron el proceso 
socio- político de esta política que se expresaron  por sus planteamientos públicos, 
actuaciones, formas de organización y relaciones. 
 
El análisis se realizó en cuatro fases tanto con la revisión documental como con las 
entrevistas semi-estructuradas. Estos pasos fueron:  
 
· Definición del corpus o texto de análisis;  
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· Definición de unidades de registro y codificación 
· Crítica de fuentes y actores 
· Análisis de discurso crítico.  
5.4.1. Definición del corpus o texto de análisis 
Se realizó una lectura de primer plano a las transcripciones y documentos de muestra 
haciendo un análisis de enunciación seleccionando los textos con el contenido de 
interés. Luego se realizó un encadenamiento lógico de las frases y preposiciones de 
interés, separándolas por barras.  
5.4.2. Definición de unidades de registro y codificación 
Se definieron las unidades de registro utilizando la técnica de análisis temático, que 
según Bardin7 5  “el tema es la unidad de significación que se libera naturalmente de un 
texto analizado a partir de criterios relativos a la teoría que sirve de guía a la lectura”. 
se facilitó la selección de estas unidades a través de frases claves o preposiciones, 
generando la codificación de datos7 6  basada en los conceptos y categorías 
orientadoras. 
 
5.4.3. Critica de fuentes 
Utilizando como herramienta los mapas conceptuales, que permiten visualizar la 
información organizada baja por categorías y mostrando relaciones entre los 
conceptos y los hallazgos, se procedió a hacer el encuentro y el contraste entre las 
distintas fuentes primarias y secundarias, los cual permitido identificación actores en 
un proceso de espacio y tiempo. Finalmente se organizaron los hallazgos de las 
distintas fuentes por categorías. 
5.4.4. El análisis del discurso crítico 
A partir de los mapas conceptuales y la crítica de fuentes, se realizó un encuentro 
entre la teoria, las fuentes de datos y los métodos de investigación para realizar el 
                                               
75 BARDIN, L. Anàlise de conteùdo. Citado por DE SOUZA MINAYO, M. El desafío del conocimiento: 
investigación cualitativa en salud. Editorial El lugar editores. 2004. Pág: 169 
76 COFFEY, A, ATKINSON: Encontrar el sentido a los datos cualitativos. Facultad de Enfermeria. Editorial 
Universidad de Antioquia. 2004. Pag.31- 63. 
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análisis de discurso crítico7 7  de los hallazgos del estudio.   Se contrastaron los textos 
de análisis de las entrevistas semi-estructurada con los textos de análisis de la revisión 
documental.  A partir de la organización de las unidades de análisis presentaron los 
hallazgos del análisis de contenido y del análisis de discurso.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                               
77 VAN DIJK, T. El discurso como interacción social .  Citado por  CORTES, L, CAMACHO, M. ¿qué es el 
análisis del discurso? Editorial Octaedro- EUB.  Barcelona. 2003. Pag: 128.  
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6. RESULTADOS 
6.1. Violencia política y desplazamiento forzado en Colombia 
Algunos autores y dirigentes políticos afirman que Colombia es una civilización 
occidental democrática, pero la construcción de su ordenamiento político, social y 
económico ha traído consigo varias deudas; una de ellas ha sido la violencia política. 
 
Sobre la naturaleza de esta violencia se han planteado dos aspectos estructurales que 
han sustentado su existencia.  Uno ha sido el tipo de desarrollo económico en el cual 
ha primado la concentración de la riqueza y el capital. Y de otra parte el déficit 
acumulado en la representación y participación política de las diferentes expresiones 
sociales de la sociedad colombiana7 8 .  
 
Un escenario estratégico en lo político y económico en el país ha sido la tenencia de la 
tierra, y  esta ha sido central en la violencia política. Como en otras sociedades, la 
tierra ha sido asunto de lucha política, cuyo objeto central ha sido su apropiación y 
acumulación de sus recursos y riquezas naturales.  
 
En las zonas donde se ha dado el conflicto armado interno, se han desarrollado 
procesos de consolidación y crecimiento de empresas agrarias, así como correlación 
de fuerzas entre los propietarios de tierras, los campesinos y los indígenas. La 
consecuencia más notable de estos procesos ha sido la expulsión de personas de sus 
territorios y la concentración de la propiedad rural7 9 ,8 0 .   
 
Esta situación ha presentado una configuración regional de diferentes formas de 
apropiación de la tierra, con graves consecuencias sociales en la población. Allí se 
                                               
78 PECAUT, D. PECAUT, Daniel. Violencia y política: elementos de reflexión. Editorial Hombre nuevo editores- 
Universidad del Valle. M edellín- Colombia. 2003.  Pag: 80. 
79 REYES P, A. La violencia y el problema agrario en Colombia. Análisis Político.  IEPRI  Número 2. 
Septiembre- diciembre de 1987: 48-64. 
80 PECAUT, D. Violencia y política: elementos de reflexión. Editorial Hombre nuevo editores - Universidad del 
Valle. Medellín- Colombia. 2003. Pag: 80. 
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entrelazan el conflicto armado, los conflictos de intereses entre distintos grupos 
poderosos, los conflictos sociales y la debilidad del Estado81 ,8 2. 
 
Por su parte el Estado se ha expresado sobre esta situación con políticas permisivas 
que han dado continuidad a la acumulación de un sector privilegiado de la sociedad. 
Esta situación permite traer a colación una afirmación como:  “No es caso único el 
colombiano, donde el sino de la violencia ha acompañado, como partera, el desarrollo 
económico y político del país” 83 . 
 
Otro asunto que permite explicar la naturaleza del conflicto armado interno ha sido  el 
papel que ha jugado el desarrollo de la economía regional y nacional, no sólo por la 
tenencia de la tierra sino por la producción y comercialización de productos de alta 
rentabilidad. Hay mayor violencia en las zonas de petróleo, oro, esmeralda, café, 
palma africana, entre otros 8 4. En estos territorios donde se ubica la producción y 
comercialización de estos productos se representan mayores enfrentamientos de 
diferentes actores del conflicto armado, Estos grupos han ido configurando redes de 
poderes locales y han sido capaces de imponer estrategias de control, no solo del 
territorio sino sobre la población 8 5 . 
 
En diversos estudios se demuestra la existencia de la convergencia entre la violencia 
política y la violencia relacionada con la concentración de la tierra. Esta ya se 
evidencia en la Costa Atlántica, Chocó y Urabá antioqueño, regiones en las cuales el 
desplazamiento es significativamente mayor que en el Nor -oriente, Región Andina y 
Sur-occidente. Según CODHES, Pastoral Social y la Agencia Presidencial para la 
Acción Social, un porcentaje superior al 50% de los jefes de  los hogares desplazados 
                                               
81 GILHODES, P. La luchas agraria en Colombia . Citado por PIZARRO, L., Eduardo. Los orígenes del 
movimiento armado comunista. Análisis Político . IEPRI . Número 7, mayo- agosto de 1989.. 
82SANCHEZ, G. Guerra y política en la sociedad colombiana. EN Análisis político. IEPRI. Revista número 10, 
mayo a agosto de 1990.  
83 FALS, BORDA. Orlando. Ante la crisis del país. El ancora editores- Panamericana editorial. 2003. Pag: 33. 
84 PROGRAMA DE NACIONES UNIDAS PARA EL DESARROLLO- PNUD-COLOMBIA. Informe de 
Desarrollo Humano 2003. Callejón con sálida. 2003. Pag:  19 
85 SANCHEZ, G. Tierra y Violencia: el desarrollo desigual de las regiones .  EN Análisis Político . IEPRI. revista  
número 6, enero- abril de 1989.  
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eran dueños de tierras en las zonas  de donde los expulsaron, quienes tuvieron que 
abandonarlas como consecuencia de los hechos de violencia que les obligaron a huir. 
 
Esta estadística tiende a confirmar, una vez más, que alrededor de los fenómenos de 
violencia y confrontación armada se ocultan intereses económicos relacionados con la 
llamada “contra-reforma” agraria que afecta a pequeños y medianos  “propietarios”, lo 
cual  permite afirmar que existe una estrecha relación entre injusticia social, 
particularmente el despojo de tierras, y el desplazamiento interno, cuyas causas 
primarias son anteriores al conflicto armado, y que esta situación deriva en un 
acelerado proceso de concentración de la propiedad rural en detrimento de la 
población, con cambios drásticos en el uso y tenencia de tierras en el país. El CAI en 
Colombia ha ido de la mano con el conflicto agrario86 .  Con el tiempo este ha tenido 
cambios con el proceso de industrialización8 7 , narcotráfico y globalización de los 
mercados.  
 
En un informe presentado por  la Contraloría General de la República88 , esta entidad 
muestra que entre 1985 y 1996, los predios aumentaron prácticamente al doble 
producto de la guerra. Situación que era especialmente notoria en el corredor que se 
inicia en el Urabá  antioqueño y termina en Norte de Santander, pasando por el 
Magdalena Medio. Agrega este informe que los narcotraficantes siguen siendo los 
propietarios de 2 millones de hectáreas, hecho que también ayudó a la concentración 
de la propiedad rural. 
 
Este conflicto no ha cubierto de manera homogénea, ni con igual intensidad el 
territorio de Colombia. Esta confrontación ha sido diferenciada por las dinámicas 
internas que se han dado en las regiones del país, sus formas de cohesión social como 
                                               
86 Se ubican como problemas principales del agrario: los relativos a las condiciones de trabajo en las haciendas, 
sin que se tocara, al menos inicialmente, la cuestión de la propiedad de la tierra; los conflictos relacionados con la 
propiedad de la tierra, mediante el cuestionamiento de los títulos de propiedad; y las disputas relacionadas con la 
problemática de las comunidades indígenas, por ejemplo, la recuperación o la defensa de las tierras de los 
resguardos. 
87 PIZARRO, L., Eduardo. Los orígenes del mo vimiento armado comunista. Análisis Político. IEPRI . Número 7, 
mayo- agosto de 1989. 
88 CONTRALORIA GENERAL DE LA NACION. Informe del 10 de octubre de 2000. 
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en su organización económica, su vinculación a la economía nacional y mundial. 
Asimismo este conflicto se expresa de manera diferente en zonas donde hay presencia 
diferenciada y desigual de las instituciones estatales8 9.  
 
El narcotráfico ha complejizado y agravado el conflicto. Este fenómeno surgió como 
una actividad con fuerza económica que buscaba participación en el sistema 
económico existente y con ello lograr ascenso social.  Esta fuerza fue introduciéndose 
en los diferentes ámbitos de la vida nacional, tomando fuerza pública con la 
participación de sus productores y comercializadores en la vida política o financiando 
proceso políticos electorales en el país 9 0. 
 
Con la presión internacional se criminalizó este tipo de comercio, saliendo a la luz 
pública la ambigüedad de la clase política del país, quienes inicialmente aceptaron a 
los nuevos ricos y a sus dineros, en empresas, campañas electorales y proyectos de 
infraestructura social. 
 
Al convertir a los líderes narcotraficante en “extraditables” para los Estado Unidos, lo 
cual implicaba el juzgamiento por el delito de narcotráfico en ese país, se generó una 
oleda violenta en las principales ciudades del territorio nacional al final de la década 
de los ochenta.  
 
El narcotráfico ha concentrado su confrontación con el Estado entre la aceptación del 
negocio y el rechazo a la extradición. En su camino de enfrentamiento a la legalidad, 
ha generado una oleada violenta y de descomposición de la sociedad en diferentes 
sectores desde los grupos de poder hasta las bases populares de varias zonas del país; 
tal es el caso del fenómeno del sicariato.  
 
En relación a la confrontación armada, se ha generado un desenvolvimiento de la 
dinámica narco con los procesos guerrilleros  y paramilitares en el país.  En las zonas 
rurales es donde se evidencia la incorporación de este tipo de economía en las formas 
                                               
89 SANCHEZ, Gonzalo. Tierra y Violencia . Op. Cit. 
90 OROZCO, I.  Los diálogos con el narcotráfico .  EN Análisis Político. IEPRI. 1993. No. 9, Mayo-agosto: 9-19 
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de financiamiento de estos grupos en el país.  Cada vez  más hay evidencia de una 
relación sólida entre el narcotráfico y las organizaciones armadas en el país, debido a 
la fuente económica que representa y las posibilidad del tráfico de armas, y para este 
negocio, tanto las fuerzas guerrilleras como paramilitares juegan un papel de 
seguridad importante para su clandestinidad y control. 
 
Algunos autores identifican,  como explicación central de la crisis que ha dado origen 
al conflicto armado en Colombia, la debilidad del Estado, y una clase dirigente, que en 
su lógica y forma promueve la violencia, como forma de control del orden establecido, 
sea a través de políticas de militarización, las fuerzas militares o fueras clandestinas 
en la sociedad 9 1 .  Asimismo plantean que ante el debilitamiento crítico de algunos 
aparatos estatales como el de justicia, la sociedad civil ha asumido progresivamente la 
defensa directa de sus intereses, sin esperar, ni acatar la mediación legítima del 
Estado92 .   
 
Las etapas de la violencia política en Colombia en los últimos cuarenta años se 
identifican en: entre los años sesenta y setenta fue la conformación de los núcleos 
guerrilleros conviviendo con la búsqueda de una reforma agraria en el país, y la 
respuesta exclusivamente militar a este proceso; en los años ochenta fue la 
continuidad del proceso anterior con la introducción en el conflicto de fuerzas 
paramilitares y el fenómeno narcotraficante, agudizándose el conflicto a pesar de los 
procesos de paz que resultaron infructuosos; y desde comienzos de la década de los 
noventa hasta la actualidad, cuando se ha agudizado la situación anterior con 
aumento de políticas militaristas para manejar el conflicto  desde el Estado, con una 
fuerte influencia internacional norteamericana en su lógica antiterrorista, 
desdibujando el proceso histórico y desviando las verdaderas raíces del conflicto 
armado en Colombia. Esta situación ha sido el problema político fundamental de 
Colombia.  
                                               
91 BEJARANO, Ana Maria. La Paz en la administración de Barco. EN Revista Análisis Político . IEPRI. 1990. 
Número 9 enero a abril: 49-67 
92 TOKATLIAN, Juan Gabriel. Colombia: guerra interna, inseguridad regional e intervención externa. En  
GUIZADO CAMACHO, Alvaro (editor). El Conflicto Colombiano y su impacto en los paises andinos. CESO- 
UNIANDES. Bogotá- Colombia.2003. 
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6.2. Desplazamiento forzado por le CAI como consecuencia de la 
violencia política 
Una de las consecuencias del CAI es el desplazamiento forzado de personas, familias y 
comunidades completas. Frecuentemente cuando comienza el enfrentamiento 
armado,  el desplazamiento es una consecuencia no deliberada del enfrentamiento 
entre actores armados o entre alguno de éstos y la fuerza pública. En esta situación la 
población huye por carecer de las garantías mínimas de protección de su vida e 
integridad física.  
 
Con el paso del tiempo el desplazamiento se configura en parte sustantiva de una 
estrategia de control económico-político-militar de los actores armados tanto como de 
los propietarios y los políticos locales93 .  Con esta estrategia, los actores armados 
buscan consolidar el control territorial para instaurar y mantener procesos de 
producción sea de de cultivos lícitos como los macro proyectos, caso de la palma 
africana, como de cultivoso  ilícitos como la coca y garantizar el tráfico de armas e 
ingreso ilegal de divisas.  
 
Asimismo en los últimos años cogió fuerza la modalidad en la que la población  se ve 
obligada por el respectivo actor armado a vincularse de manera forzada a los procesos 
productivos ilegales, sin posibilidades de salir de la zona para proteger su vida, 
integridad y libertad. 
6.2.1. Dinámica del  CAI y del desplazamiento forzado 
Sobre la presencia del conflicto armado interno se puede ubicar tres tipos de 
dinámicas9 4 . La primera denominada macrorregional, la cual se reconoce como la 
confrontación por los corredores geográficos que ha permitido el acceso a recursos 
económicos o armamento, lo mismo que el fácil desplazamiento desde las zonas de 
refugio a las zonas en conflicto. Estas zonas han sido: En el norte del eje Córdoba-
Urabá antioqueño y chocoano-Nudo del Paramillo-nordeste antioqueño, bajo Cauca 
                                               
93 SANCHEZ, Gonzalo. Tierra y Violencia. Ibid 
94 GONZALEZ, F, y otros. Violencia polít ica en Colombia.  CINEP. 2003. Pag:115-190 
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antioqueño y Magdalena medio (sur de Bolívar, sur del César, Barrancabermeja) con 
gran presencia paramilitar, algunos frentes de las Farc y el ELN.  
 
En el suroriente, en el Meta (eje Puerto López-Puerto Gaitán-San Martín), el 
Putumayo y el Caquetá, en estas zonas hay mayor presencia de las FARC y en los 
últimos años han incursionado con fuerza los grupos paramilitares. En la zona del 
Sumapaz, ha sido bastión tradicional de las Farc, donde  han podido desplazarse entre 
el Meta, Cundinamarca, Tolima, Huila y el sur (Caquetá, Putumayo, Guaviare).   
 
En el suroccidente se consolida un nuevo corredor de las Farc. Este eje se proyecta 
desde los municipios vecinos a la zona que fue de despeje hacia el sur del Huila, norte 
del Tolima, los límites entre Tolima y Valle (páramo de Las Hermosas), los límites 
entre el sur del Valle y el norte del Cauca, buscando la salida al Pacífico y 
aprovechando la colonización campesina de las regiones del cañón del río Naya y la 
Costa Pacífica. A partir de la zona de despeje, las Farc abrieron corredores de salida al 
sur por la vía Pasto-Mocoa y al norte por la vía Mocoa- Pitalito. Sin embargo, con la 
fumigación en Putumayo y la dispersión de cultivos hacia el Pacífico, la guerra con los 
paramilitares se ha extendido a Nariño y Cauca.  
 
La segunda dinámica denominada mesorregional o de lucha por el control entre las 
áreas más ricas e integradas y las zonas marginales de colonización campesina. La 
poca presencia directa del Estado central ha dejado bastante autonomía a los poderes 
locales o regionales de corte tradicional en estas zonas, consolidados o en proceso de 
consolidarse como un modo de dominio indirecto del Estado.  Las zonas que se han 
podido identificar ha sido en el Catatumbo, Arauca y Casanare, en la frontera con 
Venezuela, y Magdalena Medio detrás del petróleo, en  San Pablo, Simití y Cantagallo 
detrás de la producción de cocaína, y en la serranía de San Lucas por el oro.   
 
La tercera  dinámica, la microrregional ha sido  la lucha dentro de las sub-
regiones, localidades y sub-localidades (veredas). Generalmente, se han producido 
por pugnas entre la cabecera urbana (más fácilmente controlable por los paramilitares 
o el ejército) y la periferia rural de las veredas campesinas, donde la guerrilla puede 
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actuar con mayor libertad. También se desarrollan enfrentamientos entre veredas de 
distinto signo ideológico, diferente origen poblacional, diversa dinámica económica, 
intereses económicos contrapuestos. 
Grafico 1: Dinámica regional del CAI y el desplazamiento forzado en Colombia 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: Unidad de Convivencia y Paz, citado por Médicos Sin Fronteras España. 2004. 
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Esta dinámica también se refleja en el comportamiento del desplazamiento forzado  
en estas regiones.  Según datos del Sistema Único de Registro9 5   al 30 de septiembre 
de 2006 las personas expulsadas desde el año 1995 es de 1.874.917. La intensidad del 
desplazamiento forzado se evidencia en el promedio de personas expulsada en los 
municipios más afectados que oscila entre 60.000 y 80.0009 6. El comportamiento en 
estas zonas se muestra en la tabla 1. 
 
Con el tiempo la expansión territorial del fenómeno del desplazamiento forzado ha 
sido acelerada. El incremento de número de municipios afectado ha sido constante. 
En el año de 1995  CODHES registro 165 municipios expulsores y 76 de llegada. Para 
1997 la cifra aumento a 262 y 208 respectivamente.  En 1999 el Departamento 
Nacional de Planeación (DNP)9 7  manifestó la existencia de 139 municipios afectados 
por el desplazamiento forzado, 12.4% del total de departamentos del país. Según 
estimativos de ACCION SOCIAL  entre 1995 y primer semestre del 2006 hay un 
acumulado de 1080 municipios afectados, esto significa el 96% del total de 
municipios del país. Según CODHES en el segundo trimestre del 2006 por lo menos 
363 municipios expulsaron población de 32 departamentos y 63 municipios 
recibieron población desplazada9 8  en ese período. 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                               
95 El Sistema Único de Registro es coordinado por Acción Social dependencia del Presidencia de la República, el 
cual da el reconocimiento como persona desplazada por el CAI por parte del Estado. 
96 IBAÑEZ; A. MOYA, A. VELAZQUEZ, A. Hacia una política preactiva para la población desplazada- 
Resumen Ejecutivo. UNIANDES- PASTORAL SOCIAL. 2006. Pag: 2.  
97 DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN. DOCUMENTO. Documento CONPES 3057/99: “Plan 
de Acción para la prevención y atención del desplazamiento forzado”, 10 de Noviembre de 1999.   
98 CODHES. Sistema de información sobre desplazamiento forzado y derechos humanos- SISDHES.  Agosto de 
2006. 
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Tabla 1. Distribución Población desplazada por departamento. Acumulado a octubre de 2006 
Departamento  # personas  % 
Amazonas  368 0,02 
Antioquia 311234 16,60 
Arauca 23584 1,26 
Atlántico 2267 0,12 
Bogotá D.C. 1114 0,06 
Bolívar 186110 9,93 
Boyacá 7480 0,40 
Caldas 41398 2,21 
Caquetá 89029 4,75 
Casanare 19333 1,03 
Cauca 59828 3,19 
Cesar 116137 6,19 
Chocó 97610 5,21 
Cordova 68068 3,63 
Cundinamarca 38147 2,03 
Guajira 31026 1,65 
Guaviare 26542 1,42 
Guainía 1299 0,07 
Huila 25144 1,34 
Magdalena 127795 6,82 
Meta 63787 3,40 
Nariño 41133 2,19 
Norte Santander 68627 3,66 
Putumayo 83306 4,44 
Quindio 2785 0,15 
Risaralda 11448 0,61 
San Andrés 13 0,00 
Santander 48337 2,58 
Sucre 78809 4,20 
Tolima 82429 4,40 
Valle 72257 3,85 
Vaupés  1735 0,09 
Vichada 3936 0,21 
Sin información 42802 2,28 
Total general 1.874.917 100 
 
Fuente: Gerencia Sistema de Información Población Desplazada - Sistema Único de Registro- Acción Social. 
www.accionsocial.gov.co/.  Consultado el 12 de noviembre de 2006. 
Calculo y diseño: Naranjo, C. 
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Según esta misma fuente se pueden identificar tres tipos de zonas de expulsión9 9 : la 
primera denominada de profundización del conflicto que son los territorios de la 
costa Pacífica de los departamentos de Nariño, Cauca, Antioquia, Valle del Cauca y 
Choco. Estas zonas se ubican como un corredor estratégico ent re la zona costera y el 
centro del país. Allí se presenta la disputa del control territorial entre grupos 
guerrilleros, paramilitares y la fuerza pública, porque es un escenario  para el tráfico 
de armas y drogas como también la fumigación de los cultivos de coca.  
 
La segunda zona es denominada de continuidad del conflicto que son los 
departamentos donde opera el Plan Patriota del actual gobierno de Alvaro Uribe 
Velez, estos son: Caquetá, Meta, Putumayo, Norte de Santander y Arauca.  Además los 
departamentos del Cauca, Tolima y Huila. Así como el eje cafetero, el norte del 
departamento del Valle, los Montes de Maria y la Sierra Nevada de Santa Marta. 
Zonas donde confluyen los grupos guerrilleros, los grupos de paramilitares y los 
carteles de la droga. 
 
La tercera zona es la de expansión del conflicto, estos son los departamentos de 
Vichada, Vaupez, Guanía y Amazonas, donde se evidencia el traslado de cultivos 
ilícitos , y el establecimiento de frentes de las FARC y de los grupos paramilitares 
 
En estas  zonas de conflicto se registra alta intensidad en la confrontación armada y se 
presentan eventos de desplazamiento forzado. Tal situación evidencia una estrategia 
militar de control territorial, social y de recursos.  
 
En estas zonas confluyen estrategias  de desplazamiento y confinamiento de población 
civil, según los intereses de las partes en conflicto. Así, los grupos armados presionan 
el desplazamiento de población como una forma de demostrar la ausencia de control 
real por parte de la fuerza pública. Pero también estos grupos bloquean y confinan a 
                                               
99 CODHES. Boletin CODHES informa  # 58, mayo de 2005. 
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población civil, y en algunos casos también las autoridades militares, para demostrar 
que existe un control del territorio y que la operación ha sido un éxito.100 . 
6.2.2. La magnitud del fenómeno: El debate de las cifras 
Desde que comenzó a funcionar el registro de la población desplazada por parte del 
Estado101 , se ha presentado un debate permanente frente a las cifras sobre el 
desplazamiento forzado por el conflicto armando interno.  
 
El Estado colombiano a través de la gerencia del Sistema Unico de Información sobre 
la población deplazada de Acción Social–SUR- (antes Red de Solidaridad Social) ha 
planteado  que las cifras presentadas por parte de las organizaciones de la sociedad 
civil han sido desproporcionadas, especialmente las de CODHES. Este asunto llegó al 
punto de emitir declaraciones públicas por parte de la directora de la Red de 
Solidaridad en el año 2004, donde afirmaba que se estaban manipulando los datos de 
forma malintencionada 1 0 2 , 1 0 3 .  
 
Al analizar el proceso de sistematización de los datos del SIDHES1 0 4 , el RUT105  y el 
SUR1 0 6 , se evidencia que el asunto no es de desproporción, sino de cómo el Estado 
colombiano ha venido asumiendo esta problemática. Estas diferencias se han dado 
porque la Pastoral Social desde 1985 y posteriormente CODHES, han venido haciendo 
un registro sistemático sobre esta situación. Mientras que el Estado empezó en el año 
de 1997 a hacer el registro de esta población, y hasta el año de 2001 logra mostrar un 
mayor nivel de implementación del mismo. Ello se evidencia en la aproximación de 
las cifras de CODHES y el SUR desde el año 2003.   
 
 
 
                                               
100 CODHES. Desplazados en el limbo. Boletín CODHES informa  No. 56,  Febrero de 2005. Pag: 8. 
101 Sistema Unico de Registro - SUR. 
102 Periódico El Tiempo. Agarrón por las cifras del desplazamiento forzado. Septiembre 3 de 2004.  
103 PIFFANO, Germán. Desplazamiento forzado interno en Colombia: el falso debate de las cifras.  CODHES. 
2004. 
104 Sistema de información del CODHES. 
105 Sistema de información de la Pastoral Social en Colombia 
106 Sistema Unico de Registro de la población desplazada del Estado Colombiano. 
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Tabla 2. Comparación de cifras entre SIDHES y SUR  
 
Cifra en Personas 
Año SIDHES(1) SUR (2) 
En 
depuración   13731 
Anterior a 
1995 720.000 55 
1995 89000 251 
1996 181000 2582 
1997 257000 15273 
1998 308000 35775 
1999 288000 31635 
2000 317375 331982 
2001 341925 375758 
2002 412553 424927 
2003 207607 221413 
2004 287581 162936 
2005 310387 169111 
2006/I 112009 89448 
Acumulado 3.832.437 1874877 
 
Fuente:  (1) Sistema de Información en Derechos Humanos y Desplazamiento- SIDHES. Consultoria para los 
Derechos Humanos y el Desplazamiento- CODHES- . www. Codhes. Org/. Consultado el 12 de noviembre de 2006.  
(2) Gerencia Sistema de Información Población Desplazada - Sistema Único de Registro- Acción Social. 
www.accionsocial.gov.co/.  Consultado el 12 de noviembre de 2006. 
Calculo y diseño: Naranjo, C. 
 
En este proceso se identifican tres momentos del comportamiento de las cifras. El 
primer momento fueron los años anteriores  a 1999,  allí se observa una diferencia 
significativa entre los datos del SIDHES en comparación del SUR. En promedio la 
diferencia es de aproximadamente veintiuno veces más la población registrada en el 
SIDHES que en el SUR. Durante este período el SUR estaba en un proceso de 
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fortalecimiento institucional, en el cual tuvo apoyo de la ACNUR a través de la 
denominada cooperación técnica 1 0 7 . 
 
El segundo 2000, 2001 y 2002, en este período se presenta un cambio importante en 
el comportamiento los datos. Las cifras de los dos sistemas de información son 
similares. Para este tiempo el SUR ya se había consolidado como el sistema de 
información estatal sobre el desplazamiento forzado. Pero nuevamente a partir del 
año 2004 a parecen diferencias significativas entre estos dos sistemas de información, 
aproximadamente las cifras de SIDHES son el doble que las del SUR.  
 
Grafico 1. Comparación de las cifras entre SIDHES y SUR 
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Fuente:  (1) Sistema de Información en Derechos Humanos y Desplazamiento- SIDHES. Consultoria para los 
Derechos Humanos y el Desplazamiento- CODHES- . www. Codhes. Org/. Consultado el 12 de noviembre de 2006.  
(2) Gerencia Sistema de Información Población Desplazada - Sistema Único de Registro- Acción Social. 
www.accionsocial.gov.co/.  Consultado el 12 de noviembre de 2006. 
Calculo y diseño: Naranjo, C. 
 
Sobre las diferencias en las cifras se argumentan varias circunstancias, una primera 
ha sido en cuanto que el SUR solo almacena información sobre las personas  que han 
presentado declaración ante entidades del ministerio público facultadas para ello1 0 8 , y 
                                               
107 Segundo memorando de intención firmado entre ACNUR y el Estado colombiano en 1998. EN MEERTENS, 
D. T otros. Informe de misión de monitoreo del programa de ACNUR en Colombia . Centro de Estudios Sociales- 
Facultad de Ciencias Humanas. 2000. Texto. 
108 Procuraduría General de la Nación, Defensoria del Pueblo y Personerias Municipales. 
 59 
sobre la cual la Red e Solidaridad Social ha determinado si hay mérito suficiente para 
la inclusión en el SUR.  
 
Según CODHES109 , en el año 2003 se reportaron casos como que el 50% de las 
declaraciones fueron rechazadas en los departamentos de Choco y Norte de 
Santander, y un rechazo promedió de 23% en zonas como Huila, Tolima, Bogotá, 
Quindío, Caquetá, Cauca, Risaralda, Putumayo, Nariño y Caldas.  El no 
reconocimiento de la condición de desplazamiento implica que estas familias quedan 
excluidas de los beneficios ofrecidos en el plan de atención a esta población. 
 
Por otra parte, también se presenta  sub-registro de población desplazada porque 
muchas familias no se inscriben en el SUR,   referenciado múltiples razones tales 
como: a) el temor a entregar información a entidades públicas, b) el deseo de 
mantener el anonimato para no ser víctima de la discriminación o para evitar nuevas 
amenazas por parte de actores armados, y c) las reducidas expectativas sobre la 
posibilidad real de recibir asistencia pronta y efectiva. 
6.2.3. Actores armados del CAI y el desp lazamiento forzado 
Durante las últimas cuatro décadas se pueden caracterizar a los actores armados de la 
violencia política de Colombia en cuatro fuerzas. Un primer actor ha sido las fuerza 
pública y el ejército, las cuales tienen la facultad jurídica de cumplir la función de 
guardar la permanencia del orden social establecido.  
 
Desde la clase política dirigente a este actor se le ha dado un papel, valor y  
representación importante como figura de poder en la sociedad. A pesar que se han 
dado algunos procesos de negociación política al conflicto armado, la mayoría de los 
gobiernos le han dado un énfasis mayor a la confrontación armada como mecanismo 
de resolución del conflicto. 
 
Esto se ha evidenciado en las políticas de seguridad nacional. La primacía de políticas 
de  militarización más que de negociación política, han robustecido el papel y 
                                               
109 PIFFANO, G. Op. Cit.  
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financiamiento prioritario de este tipo de instituciones.  Las fuerzas militares se han 
ido posicionado como un sector fuerte de la sociedad, prácticamente como un actor de 
poder político en el país. 
 
La fuerza guerrillera se identifica como la segunda fuerza militar en el conflicto 
armado interno en Colombia. Esta ha tenido varias expresiones a través del tiempo.  
En los años cuarenta nacen como guerrillas liberales como expresión social, que de 
fondo buscaban mayor participación y posibilidad de acción en los escenarios 
políticos excluyentes de ese momento. Asimismo reflejaban la pugna por la 
concentración de la riqueza y la tenencia de grandes extensiones de tierra en cabeza 
de una elite, que hasta el momento habían frenado una verdadera reforma agraria en 
el país 1 1 0 . En la décadas de los sesenta y setenta algunas de estas guerrillas, que 
siguieron su lucha armada a pesar de la decisión del Frente Nacional, tuvieron la 
influencia de la corriente socialista internacional a partir de la revolución cubana 1 1 1 . 
Estos grupos en lo años ochenta se nombran fuerzas revolucionarias de Colombia y 
ejército del pueblo (FARC- EP)1 1 2 . Otros grupos  surgieron en los primeros años de la 
década de los setenta como Ejército Popular de Liberación-EPL-, Ejército de 
liberación Nacional –ELN- y M19.  
 
El planteamiento político de estos grupos se ha centrado en confrontación 
anticapitalista por el cambio del sistema político y social existente en Colombia. 
Primando la lógica militar sobre lo político. La FARC y el EPL se articularon 
movimientos campesinos (FARC- EPL),  y el M19 y ELN nacieron de sectores urbanos 
de clase media radicalizada1 1 3 . 
 
Durante los procesos de paz de los gobierno de Belisario Betacourt y Virgilio Barco 
Vargas, los grupos guerrilleros establecieron un frente de negociación política 
                                               
110 RESTREPO, L. La guerra como sustitución de la política . EN Análisis Político . IEPRI.  1988. No. 3, enero- 
abril: 26- 39. 
111 RAMIREZ T., W. Democracia y violencia en Colombia. EN Análisis Político . IEPRI. 1988. No. 3, enero- 
abril: 26-35. 
112 ARENAS, Jacobo. Citado por RAMIREZ T., William. Democracia y violencia en Colombia . Op. Cit. 
112 RAMIREZ T., William. Op. Cit. 
113 Ibid.  
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denominado inicialmente Coordinadora Nacional Guerrillera y luego con el ingreso de 
las FARC a este escenario se denomina Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar, 
figura que desapareció en 1989, tras la consolidación de la negociación de las 
guerrillas del Ejército Popular de Liberación-EPL-, el M-19, el Partido Revolucionario 
de los Trabajadores- PRT-, el Movimiento Quintín Lame, La milicias de Medellín y la 
Coordinadora Revolucionaria Socialista- CRS- y el fracaso de las negociaciones con las 
FARC y el ELN, aún activos. 
 
La tercera fuerza violenta en el país ha sido la denomina  fuerza paramilitar y de 
autodefensa. Cuyo nacimiento se dio en  las entrañas de los grupos de terratenientes y 
empresarios con la tolerancia de las autoridades del Estado, bajo el argumento de la 
insuficiencia del pie de fuerza del Estado para mantener el orden público y la 
seguridad 1 1 4 . 
 
A comienzos de los años ochenta con las polít icas de contrainsurgencia tomó fuerza la 
práctica de hacer frente a las fuerzas guerrilleras a través de acciones de escuadrones 
paramilitares privados. Los grupos poderosos de distintas regiones del país apoyaron 
esta forma de violencia como contraofensiv a hacia los grupos guerrilleros 1 1 5 . Desde un 
inicio estos grupos establecieron relación directa con los carteles del narcotráfico en 
contra de la guerrilla, inicialmente con relación directa a través de lo que se llamo el 
MAS (muerte a secuestradores). Estas fuerzas jugaron a favor de la gran propiedad, 
generando desplazamiento de los pequeños y medianos propietarios y de apoderarse 
de sus tierras. Con esta estrategia se conformaron en las regiones élites terratenientes 
y han favoreciendo el crecimiento de la gran hacienda1 1 6 . 
 
En los años ochenta y  comienzos de los noventa se hizo una condena abierta a las 
fuerzas paramilitares por estar aliadas con narcotráfico, que hasta el momento no 
tenía. Ello se dio por situaciones como la masacre de  la Rochela– Santander, donde 
                                               
114 SANCHEZ, G. Guerra y política en la sociedad colombiana. EN Análisis político. IEPRI. 1990. Número 10, 
mayo a agosto. Pag: 32- 45. 
115 REYES,  A. Paramilitares en Colombia. EN  GONZALO, G y  PEÑARANDA, R.  Pasado y presente de la 
violencia en Colombia. IEPRI- Fondo Editorial CEREC. Bogota. 1995. Pag: 425 434. 
116 Ibid. 
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asesinaron a funcionario de la rama judicial,  el asesinato  del candidato presidencial 
Luis Carlos Galán Sarmiento y la reacción violenta de los narcotraficantes a la 
declaración del gobierno de Virgilio Barco Vargas de la guerra total al narcotráfico por 
la presión de Estados Unidos. Es en este momento que hay un reconocimiento por 
parte de las instituciones del Estado del asocio de los crímenes del narcotráfico con 
los grupos paramilitares y se denuncia militares con masacres perpetradas por grupos 
paramilitares. Por la presión de criminalizar toda relación con el narcotráfico, los 
grupos paramilitares han cambiado su discurso para presentarse como líderes de 
movimientos políticos-militares,  reclaman un tratamiento como actor político. 
 
La población víctima reconoce que la mayoría de los desplazamientos se originan por 
amenazas generalizadas y por el temor a las consecuencias de los enfrentamientos 
armados. En varios casos estos desplazamientos se dan  derivados específicamente de 
los enfrentamientos armados, reconociendo como autores de esta situación a los 
grupos guerrilleros, los grupos paramilitares y las fuerzas militares del Estado.  Desde 
algunas fuentes de información1 1 7  se ha establecido para algunos casos los actores 
responsables de los desplazamientos.  
Tabla 3. Actores armados causantes de desplazamientos forzados 
 RUT (1) CODHES (2) SUR (3) 
Actor  % % % 
Grupos Guerrilleros 56,3  28 13.9 
Paramiliares 17,8 49  6  
Actor armado desconocido/ no 
sabe no responde 16,1  16  5 
Fuerza Pública 2,3  5 0,4 
Más de un actor enfrentados     0,5  
Otros 1,7  2  3  
Sin Información      71 
 100 100 100 
Fuente:  (1) RICO, Ana y CASTILLO, Olga. Secretaria General de la Pastoral Social, Sección Movilidad Humana. 
2004. Datos entre 1998 y 2004.  (2) CODHES informa #20, agosto de 2000. (3) Datos tomados del consolidado a 
30 de septiembre de 2006 del Sistema Unico de Registro- Sur- Acción Social de la Vicepresidencia de la República.  
Calculo elaborados  por Naranjo, C. 
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Llama la atención  que en los datos de RUT y de CODHES aparezca como actor 
armado desconocido el 16%, y en el  caso del SUR el 8% en item de no sabe o no 
responde con  el 71% sin información. Esto puede indicar la desconfianza de las 
personas a declarar el autor responsable de su situación, y ello se hace más evidente 
cuando la declaración se hace ante instituciones del Estado. Esta situación deja 
camino para la impunidad al no denunciar ante las autoridades estas 
responsabilidades.  
6.3. Situación de la población afectada por el desplazamiento forzado 
interno 
Informes nacionales e internacionales sobre la situación de derechos humanos en 
Colombia señalan  que una de las principales características del conflicto armado 
interno es el escalamiento social, es decir, la vinculación, voluntaria e involuntaria,  
de la población civil al conflicto sin importar el rol, la edad, el estrato socioeconómico, 
la procedencia, la pertenencia étnica (afrocolombianos, indígenas, mestizos, raizales, 
rom),  ni la discapacidad, o el género. 
 
Las personas que se han visto forzadas a huir de su tierra por medios violentos, se ven 
obligadas a cambiar y a adoptar estrategias de adaptación o reconstrucción 
sociocultural, económica y política. Sus redes sociales se han fragmentado y por lo 
general, tienden a desintegrar las relaciones más próximas, como son los familiares, 
vecinales, comunales, etc. Esto se suma a la inseguridad y precariedad económica que 
adquieren o que se profundiza con la situación de desplazamiento forzoso.  
 
Las condiciones de vida de esta población se reflejan en los ingresos precarios porque 
pocos logran vincularse a los mercados laborales1 1 8 . Esta situación se da por las bajas 
oportunidades al tener un nivel de escolaridad bajo,  pues el 60% de la población 
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adulta no tiene primaria completa1 1 9 , y lo que es más preocupante, el 26.5% de las 
jefaturas de hogar son analfabetas, siendo mayor en las mujeres que en los hombres.  
 
Esta población presenta altos índices de desempleo porque sus conocimientos 
ocupacionales están centrados en las labores agrícolas, actividades poco relevantes en 
el mercado laboral urbano. Esto se comprueba cuando el 90% de esta población 
provienen de zona rural1 2 0 .  Tal condición obliga a esta población a trabajar en el 
sector informal con baja remuneración y condiciones de trabajo precarias.  
 
Dada su proveniencia y las condiciones de llegada a la ciudad la mayoría de las 
familias se ubican en las zonas más deprimidas.  El 48%  de los hogares en situación 
de desplazamiento no tiene conexión al alcantarillado, el 28% el piso es en tierra o 
arena, aproximadamente el 47% el material de las paredes de las casa es en material 
inadecuado. Asimismo el promedio de personas por dormitorio es de 3.41 2 1 . 
 
Los hogares afectados por el desplazamiento forzado tienen condiciones más 
precarias que la población receptora en los mismos lugares1 2 2 .   Estos estudios han 
evidenciado que los hogares en situación de desplazamiento tienen un mayor tamaño, 
en promedio son de 5.7 miembros; hay mayores tasas de dependencia, menores 
condiciones de escolaridad de la jefatura de hogar, como también experimentan una 
caída en el consumo agregado1 2 3 . Estas condiciones los sitúan en una posición social 
desfavorable de mayor fragilidad social que el resto de la población. 
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La población que tiene mayor afectación son mujeres y niños. Según algunas 
fuentes1 2 4 ,1 2 5 ,  la población menor de edad esta entre el 46.5% y el 48.5% del total de 
población desplazada.  Las mujeres en edad entre 15 y 59 años son  5% más que los 
hombres en el mismo rango de edad. Asimismo se ha detectado un aumento en las 
jefaturas femeninas.   
 
La viudez es uno de los factores que llevan a que se aumente la jefatura femenina del 
hogar. Para estas mujeres desplazadas, viudas, cabeza de familia, severamente 
afectadas por la muerte de su cónyuge y sin más pertenencias que los hijos, estos 
mismos constituyen casi el único motivo para superar su desdicha y emprender una 
nueva supervivencia en la ciudad porque “morir ya no se puede” 1 2 6  . 
 
La afectación sobre la niñez es preocupante.  Aproximadamente cada hora son 
desplazados entre 20 y 30 niños, niñas o jóvenes. Muchas de estas familias 
desplazadas, campesinas en su mayoría, tienen un promedio de 5 hijos o más, 
situación  que se entiende dada su procedencia 1 2 7 .  
 
La situación de desplazamiento a los niños y niñas les agrava y  genera distintas 
enfermedades,  malnutrición, impacto psicológico y la muerte. En esta población se 
presentan con mayor frecuencia las enfermedades infectocontagiosas como la 
infección respiratoria aguda- IRA- y la enfermedad diarreica aguda- EDA- en especial 
a la población menor de 5 años. De cada 100 menores entre 1 y 4 años con carnet de 
vacunación solo 2 tiene el esquema de vacunación completo. Asi como de cada 100 
adolescentes en situación desplazamiento 35 ya han sido madres, el doble del 
promedio nacional1 2 8.    
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En el proceso de huida, estos niños y niñas terminan en un gran porcentaje separados 
de sus padres o familias, y por tanto resultan expuestos a peligros mucho mayores. 
Por su parte, las niñas enfrentan riesgos de violencia sexual o violación. Estos niños,  
niñas y jóvenes en los sitios de recepción sufren de discriminación, el colapso por la 
separación de su familia, daño físico e impacto, violencia, abuso y explotación, así 
como otras violaciones a sus derechos.  
 
En el estudio de la Pastoral Social la asistencia escolar de estos niños y niñas y jóvenes 
en sus zonas de origen no superaba el 50%, pero en los sitios de asentamiento, menos 
de la cuarta parte de los que estaban escolarizados regresan a los centros 
educativos1 2 9 . La pérdida de asistencia escolar aumenta con la edad.  Mientras en las 
edades 5 a 7 y 8 a 12, del total de niños que si asistía a la escuela antes del 
desplazamiento, un 20% no asiste en los sitios de asentamiento. Esta proporción 
afecta a un tercio de los/as jóvenes entre 13 y 17 años, a 58% en las edades 18 a 22, y 
alcanza un 75% de pérdida en el último grupo. 
 
La situación de los  jóvenes en desplazamiento forzado  se caracteriza por  procesos 
conflictivos, no solo para la adaptación en lo relacionado con su etapa vital sino 
también por el nuevo contexto obligado a vivir.  La situación difícil que viven estos 
jóvenes por la violencia que les rodea como las desigualdades sociales y la 
sobrevivencia, se suma situaciones como el alcoholismo y la drogadicción que están a 
la orden del día en la ciudad. Los espacios de socialización del campo en la ciudad se 
cambian por las calles, las pandillas, los albergues y los grupos armados. En medio del 
CAI una amenaza para estos jóvenes es el reclutamiento por parte de los actores 
armados,  uno de cada cuatro guerrilleros o paramilitares es menor de edad. 
 
Otro grupo afectado por el CAI y que es obligado a desplazarse es la población 
indígena y afro-colombiana,  3.4% y el 9.2%  respectivamente1 3 0. El impacto sobre las 
comunidades indígenas es  dado a que el apego por su relación territorio-identidad es 
muy fuerte: “conciben el territorio como medio de subsistencia, zona de refugio, 
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fuente de recursos, área geopolíticamente estratégica, pero también como paisaje, 
belleza natural, entorno privilegiado, objeto de apego afectivo, tierra natal, pasado 
histórico y memoria colectiva”1 3 1 . El abandono de sus tierras y el consecuente 
desarraigo es tan impactante para ellos que, como ellos mismos lo afirman, tiene 
repercusiones sobre la salud física y también sobre su bienestar mental y espiritual1 3 2. 
6.4. El desplazamiento forzado en Bogotá 
 
Frente a la recepción de la población desplazada la ciudad de Bogotá y el 
departamento de Cundinamarca se destacan por ser los sitios de mayor asentamiento 
de esta población, porque les representa mayores oportunidades y seguridad. Según la 
Pastoral Social entre 1985 y 1994 llegaron a Bogotá aproximadamente 117.000 
personas1 3 3 . Con la agudización del conflicto  la población desplazada forzosamente 
que ha buscado asentarse en lo últimos doce años corresponde al 40% de total de la 
población desplazada del país.  Ello significaría que aproximadamente un millón de 
habitantes de Soacha y Bogotá están en condición de desplazamiento forzado y en su  
mayoría viven en zonas marginales1 3 4 .  
 
“En Bogotá la población desplazada se ubica en las zonas más apartadas de 
los barrios, en la periferia de la periferia. Viven en zonas de alto riesgo, en 
condiciones de precariedad, abandono y marginalidad”135 
 
Según las estadísticas oficiales de la Agencia Presidencial para la Acción Social en 
Bogotá viven el 13.3% de la población desplazada en el país. Por su parte la Personería 
de Bogotá reconoce que las localidades donde se ubica en mayor proporción esta 
población son: Ciudad Bolívar, Usme, Kennedy, Rafael Uribe, Bosa, Suba y San 
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Cristóbal. En un estudio reciente1 3 6  se encontró que el 77.4% de la población 
desplazada en Bogotá provenía de zonas rurales, y el 25% de la población encuestada 
refirió tener menos de un año en la ciudad. Además se evidenció que a pesar de estar  
en la ciudad capital, aproximadamente el 20% no declaró su condición y el 27%  que 
declaró no fue incluida en el Sistema Único de Registro, lo cual les impide acceder a 
programas de atención por parte del Estado.  
 
En cuanto a la respuesta en salud de esta población en la ciudad se evidenció que 
aproximadamente el 24% no estaba afiliados a ningún régimen de aseguramiento. 
Entre las causas de esta situación se reportó que no tenía encuesta SISBEN, no 
estaban incluidos en el SUR, y problemas con los trámites, los documentos y la doble 
afiliación. Sobre el acceso a los servicios de salud, las familias encuestadas refirieron 
haber tenido algún miembro de la familia enfermo en los últimos treinta días 
anteriores a la aplicación de la encuesta,  el 27% reporto no consultar los servicios los 
motivos principales fueron: falta de dinero, exceso de trámites para la atención y 
negación del servicio. 
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6.5. PROCESO SOCIO POLITICO DE LA ESTRUCTURACION DE LA 
POLÍTICA PÚBLICA EN SALUD PARA LA ATENCION A LA 
POBLACION DESPLAZADA POR EL CONFLICTO ARMADO 
INTERNO 
 
6.5.1. El origen de la política: entre la negación y la desidia  
6.5.1.1 El nivel Nacional de la política de atención a la población desplazada 
 
Desde comienzos de los años noventa se hizo cada vez más visible la denuncia de la 
crisis humanitaria en el país por parte de algunos actores sociales. Ello sintonizo con 
el proceso discusión a nivel internacional de los organismos de las Naciones Unidas 
sobre la situación del desplazamiento forzado en el mundo. Al respecto en 1992 el Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados- ACNUR- nombra un 
representante sobre la cuestión de los desplazados internos 1 3 7 :  
 
Para este tiempo en Colombia aumentaba el desplazamiento forzado por la 
agudización del Conflicto Armado Interno- CAI-.  Según la Pastoral Social1 3 8 , con su 
estudio pionero en este tema en el país,  fueron desplazadas por la violencia 108.301 
personas, 586 familias, en el período entre 1984  y 1994.   Entre 1990 y 1994 fueron 
obligadas a desplazarse en promedio 74.800 personas1 3 9 .   
 
Durante este tiempo, como respuesta del Estado ante este problema  se adelantaron  
acciones de atención humanitaria de emergencia en  el marco del Convenio DAPRE-
Cruz Roja y posteriormente soportaron su accionar con lo reglamentado en  Ley 104 
de 1993 con la cual se reglamentó la atención a las víctimas de la violencia por parte 
de la Cruz Roja Colombiana y el Comité Internacional de la Cruz Roja.   
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Como desde ninguna instancia del Estado se reconocía esta problemática hubo un 
pronunciamiento por parte del Secretario General para los desplazados interno de las 
Naciones Unidas al respecto:  
 
“ (…) La Comisión considera que el desplazamiento forzoso de personas 
implica una serie de derechos humanos, protegidos en la Convención 
Americana. La Comisión urge al Gobierno de Colombia a que tome medidas 
para prevenir, cuando sea posible, el desplazamiento interno forzado de 
personas, especialmente donde dicho desplazamiento tiene como causa 
fundamental las acciones de agentes del Estado. La Comisión también 
subraya la importancia de la creación y aplicación de un programa efectivo, 
dirigido a la protección y asistencia a las personas que han sido desplazadas 
(…) Deberían tomarse medidas para prevenir, hasta donde sea posible, el 
desplazamiento forzoso de personas e instaurarse un programa eficaz para la 
protección y ayuda a las personas desplazadas”140 
 
Para el año 1994 asume la presidencia de la república Ernesto Samper Pizano.  La 
agenda de este gobierno planteó como eje central la política social,  regida por los 
principios de equidad y solidaridad. En esta agenda hay un reconocimiento del 
problema de la violencia política: 
 
“… Una de las grandes paradojas del país es la coexistencia de un 
desempeño económico satisfactorio, con altísimos niveles de violencia… 
que ha llevado a una profunda crisis social y política…  no es fácil 
establecer los agentes promotores de  esta violencia, y menos si estos se 
encuentran organizados o dispersos… donde hay mayores afectaciones 
es en las zonas rurales; allí hay débil presencia del Estado y esto ha 
hecho más difícil el tratamiento de las fuentes de violencia” 141 
 
Además se reconocieron como consecuencias de la violencia política: los delitos 
contra el patrimonio económico, contra la vida e integridad personal, contra la 
seguridad pública y contra la libertad individual; pero  el desplazamiento no se 
reconoció como consecuencia de este conflicto.  
 
“el tema de desplazamiento en la agenda de los gobiernos no existía,  parecía 
que en el país no estaba pasando por tan grave crisis humanitaria… el 
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problema era de la población en la zonas de conflicto… en el campo era donde 
realmente se sentía el desplazamiento,  en la ciudad era como una 
enfermedad silenciosa, crecía y crecía. En ese tiempo el tema se movía en las 
ONG, en las parroquias municipales de la iglesia católica y en algunos 
estudios de la Universidad Nacional, no más” (Entrevista a mujer 59 años, 
miembro de una organización social) 
 
“Al igual que otros aspectos de los derechos humanos, el problema del 
desplazamiento forzado ha sido ignorado por todos los gobiernos anteriores; 
el manejo de esta situación ha estado ligado a los intereses políticos y a las 
conveniencias de los gobiernos de turno. El Estado colombiano no ha asumido 
su responsabilidad nacional frente a esta calamidad nacional y cada 
gobernante esgrimiendo razones de seguridad nacional y de la lucha contra 
insurgente la ha evadido142” 
 
Con la aprobación del Protocolo II adicional a los convenios de Ginebra, por la ley 171 
de 1994 se  genera una presión en la agenda de gobierno frente al tema de las garantía 
y protección de los derechos humanos, especialmente con la restitución de derechos 
vulnerados a las víctimas de la violencia.  Este ambiente normativo así como la 
presión de las organizaciones sociales al gobierno nacional, llevó a que el gobierno 
nacional cursará la invitación de una comisión in situ de la Consulta Permanente 
sobre el Desplazamiento Interno de las Américas de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, de la Organización de Estado Americanos- OEA. Esta comisión 
en su informe dejó una aproximación conceptual sobre el desplazamiento forzado, un 
análisis de sus causas estructurales y las consecuencias en la población afectada. 
 
El fenómeno del desplazamiento, como hecho social producto de la violencia, adquirió 
reconocimiento con la presentación del estudio  Derechos Humanos y Desplazados 
por Violencia en Colombia, publicado por la Conferencia Episcopal de Colombia  de la 
Pastoral Social el 31 de marzo de 1995. Esta organización social de la iglesia católica 
lideró un proceso de visibilización pública sobre el grave problema de la población 
civil afectada por el CAI, que era obligada a desplazarse.  Por otra parte el investigador 
Alejandro Reyes Posada  del Instituto de Estudios Políticos y Relaciones 
Internacionales de la Universidad Nacional de Colombia presenta los resultados 
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preliminares de su investigación en el cual hizo un diagnóstico de la situación de la 
violencia política en las regiones del país. 
 
Estos estudios fueron insumos en las exposiciones de motivos de los  proyectos de ley 
de 1995 : 016 presentado por Fernando Hernández, Representante a la Cámara por la 
Circunscripción Especial de Paz; 033 por Nelson Vitoria Larios, Representante a la 
Cámara por el departamento del Meta; y 066 presentado por Yolima Espinosa Vera, la 
representante por el departamento del Valle. En estos proyectos se hizó explícita la 
gravedad de la situación del desplazamiento forzado en el país y sus causas y sus 
consecuencias como “el deterioro dramático de la calidad de vida de la población 
afectada”1 4 3. Asimismo se plantea la urgencia  de una política de atención a mediano y 
largo plazo por parte del gobierno nacional1 4 4 . Como también se hace explícito que el 
problema del desplazamiento era inaparente para el Estado tanto en la atención, 
como en la investigación y la protección de las víctimas, reconociendo también que 
quienes se ocuparon primero de los desplazados en Colombia fue la Iglesia Católica a 
través del Secretaria Nacional de la Pastoral Social1 4 5  
 
Durante  el año de 1994 las organizaciones sociales como las agrupadas en la 
Plataforma Colombiana y Desarrollo, la Sección Movilidad Humana de la Comisión 
Episcopal, y la  Consejeria en Proyectos para Refugiados Latinoamericanos, hicieron 
un acuerdo para conformar y desarrollar una misión en Urabá reconociendo que en 
esta zona se presentaba el mayor porcentaje de población desplazada. El informe de 
esta misión fue entregado  a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la 
OEA en septiembre de este mismo año y una copia fue radicada en la plenaria de la 
Cámara de Representantes por el representante Nelson Villoria.   
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Para el 13 de septiembre de 1995 se reconoce la magnitud de este problema por parte 
del gobierno nacional a través del CONPES 2804 de 1995.  En este documento se 
definen los lineamientos para el programa de atención integral a la población 
desplazada por el CAI. El objetivo de este programa fue: “generar condiciones de 
sostenibilidad mínimas para la incorporación social y económica, y el desarrollo 
integral de las zonas expulsoras y receptoras de la población desplazada”, a través de 
cuatro áreas estratégicas para la atención: 
 
· Prevención: donde se plantea la creación del Sistema de Alerta Temprana 
(SAT) y la creación de los Consejos de Seguridad Regional y Municipal con un 
plan de difusión del Derecho Internacional Humanitario- DIH-. 
· Atención inmediata: entendida como la asistencia especial de emergencia y 
mediante la protección personal y de los bienes patrimoniales que han sido 
consolidados. Para ello se definieron los programas de: Programa de Asistencia 
Especial de Emergencia; Programa de Atención Inmediata y Fortalecimiento 
Institucional Organizativo; y el Programa de Participación Comunitaria 
Ciudadana. 
· Consolidación y estabilización socio-económica: esta estrategia  fue 
planteada a mediano y largo plazo y contempla: Proyectos Productivos como 
acceso al Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino; 
Fomento de microempresas y comercialización de alimentos básicos; Atención 
Social en salud, educación, vivienda y empleo; y programas de atención 
territorial y retorno. 
· Comunicación, divulgación e investigación: tiene como objeto la 
difusión de funciones, programas, proyectos y las acciones del Plan de Acción 
Nacional, además de la sensibilización a la sociedad civil sobre este fenómeno. 
En esta estrategia COLCIENCIAS estimularía la investigación aplicada y de 
campo en materia de población desplazada. 
 
Este programa lo adscriben a la Unidad Administrativa Especial para la Protección de 
los Derechos Humanos del Ministerio del Interior. En estas decisiones se reconoce 
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que se incorporan las recomendaciones de una  la comisión in situ de la Consulta 
Permanente sobre el Desplazamiento Interno de las Américas de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, de la Organización de Estado Americanos- 
OEA, que visito el país en el año de 19941 4 6 .  Ante las dificultades presupuestales y 
operativas para hacer realidad este CONPES, el gobierno decide designar la 
coordinación de la política para desplazados al despacho de la primera dama, gestión 
que se valoró como “precaria como consecuencia de la ausencia de planeación, el 
voluntarismo y los criterios de caridad pública como se asumió esta coordinación, así 
como el desinterés evidente de varias entidades comprometidas”1 4 7  
 
Durante este período de gobierno se presentaron cuestionamientos públicos al 
presidente Samper, por los posibles dineros del narcotráfico que financiaron su 
campaña presidencial. Esta situación evidenciaba una vieja y compleja relación entre 
el narcotráfico y algunos políticos y organizaciones políticas1 4 8 .Producto de ello este 
gobierno dedicó parte de su mandato a la defensa del llamado proceso ocho mil. La 
gobernabilidad se hizo difícil y el conflicto armado y sus consecuencias siguieron en 
crecimiento. La guerrilla aprovechó esta situación de debilidad gubernativa y perpetró 
ataques contundentes a la fuerza pública, posiblemente los más duros golpes en el 
campo  militar registrados en los treinta años anteriores de confrontación armada. Así 
como también el paramilitarismo, con fuerte influencia del narcotráfico, se extendió 
de manera importante. Hubo una intensificación de la confrontación armada y 
disputa territorial entre los actores armados, en especial los más ricos en recursos 
naturales  como petróleo y carbón o en cultivos de coca y amapola. Con esta situación 
se agudizo el conflicto armado, del año de 1994 a 1995 el desplazamiento forzado paso 
de 78.000 personas a 89.0001 4 9 .   
 
Para el año de 1996 se expiden los principios rectores para la atención al 
desplazamiento internos en los países en conflicto por parte de la comisión de 
                                               
146 DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACION- CONSEJO NACIONAL DE POLITICA SOCIAL. 
Documento CONPES 2804 de 1995 . 
147 ROMERO, M. Desplazamiento forzado y políticas públicas.. CODHES. 1999. Pag. 311 
148 LEAL B, F. Tras las huellas de la crisis política. Tercer Mundo Editores – FESCOL-IEPRI.  Bogotá, 1996. 
149 CODHES. Sistema de Información en Derechos Humanos y Desplazamiento –SIDHES-. 
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derechos humanos de las Naciones Unidas y la Asamblea general. La gravedad de la 
situación de desplazamiento como la expedición de estos principios ayudo a la presión 
de las organizaciones sociales para que el ACNUR hiciera presencia en Colombia. Este 
organismo de las Naciones Unidas  se vinculó a la problemática del desplazamiento 
interno de Colombia, de manera formal, a partir de octubre de 1996, cuando se firmó 
el primer memorando de intención  entre el gobierno colombiano y el Representante 
Regional de ACNUR para el Norte de América del Sur y el Caribe1 5 0 .  Este mandato 
definió el estudio  de las causas y consecuencia del fenómeno, el grado de protección 
que tendrían las personas víctimas en los marcos institucionales existentes en el país, 
y procurar, a través del diálogo con los gobiernos nacionales, la forma de mejor 
protección y asistencia para esta población.  
 
“(…) La Comisión reconoce los esfuerzos realizados por el Gobierno de 
Colombia para tratar los problemas de los desplazamientos internos de un 
gran número de ciudadanos, lo que es ampliamente sintomático del conflicto 
interno.  Sin embargo, sigue altamente preocupada por el creciente número 
de personas desplazadas internas en Colombia lo que llama a una firme 
acción por parte de las autoridades colombianas, ojalá en coordinación con 
organismos internacionales.  Toma nota con satisfacción de todas las 
medidas adoptadas por el Gobierno de Colombia para proveer soluciones a 
esta problemática y espera que éstas medidas sean establecidas e 
implementadas efectivamente. En este contexto, acoge el reciente 
entendimiento entre el Gobierno de Colombia y la Oficina del Alto 
Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados para establecer una 
oficina de enlace en Bogotá.  Urge al Gobierno de Colombia a que continúe 
buscando medios eficaces para prevenir tales desplazamientos, a que tome 
todas las medidas necesarias para proteger la vida y la integridad física de 
las personas desplazadas internas y a que garantice la seguridad de las 
organizaciones que los apoyan (…)”151 
 
En una primera etapa, las actividades de ACNUR se realizaban bajo responsabilidad 
de la Oficina Regional en Caracas y mediante misiones no- permanentes de un 
delegado que implementaba los programas a través de las oficinas del PNUD1 5 2 . 
Durante este período se fortaleció la articulación entre la ACNUR y las organizaciones 
                                               
150 Memorando de Intención entre el Gobierno de la Republica de Colombia y la Oficina del Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los Refugiados, ACNUR, para la Promoción y Desarrollo del Derecho de los 
Refugiados, firmado el 17 de octubre de 1996. 
151 COMISION DERECHOS HUMANOS- ONU. Declaración Presidencial No. 54. 
152 MEERTENS, D. T otros. Informe de misión de monitoreo del programa de ACNUR en Colombia. Centro de 
Estudios Sociales- Facultad de Ciencias Humanas. 2000. 
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sociales1 5 3  , lo cual permitió sumar esfuerzos para el posicionamiento del tema de los 
desplazados en la agenda pública nacional y fortalecer el apoyo de estas 
organizaciones para la atención a la población desplazada en las  zonas de conflicto. 
Asimismo fue relevante el acompañamiento del CICR- Comité Internacional de la 
Cruz Roja-. 
 
Durante el año de 1996 y comienzos del 1997 hay una actividad de cabildeo político 
importante desde ACNUR y las organizaciones sociales para influenciar los textos de 
los proyectos de ley hasta ahora presentados en la Cámara de Representantes como 
también en las decisiones del Consejo Nacional de Política Social.  
 
“Hubo una intención expresa entre un grupo de organizaciones sociales y el 
ACNUR de abrir espacios de discusión sobre el tema, se realizaron 
seminarios, talleres, se organizó una misiones para visitar las zonas de 
conflicto más delicadas y  denunciar públicamente y ante la Corte 
Interamericana la situación de genocidio y crisis humanitaria. Para la 
organizaciones sociales y para la gente más afecta haber contado con la 
presencia del ACNUR fue muy importante, porque, no era que en años atrás 
no se hubiera denunciado la situación, era tal el amedrantamiento, la 
amenazas, la persecución política que cada vez menos habían las condiciones 
para esas denuncias” ” (Entrevista número 5, mujer 59 años miembro de una 
organización social)  
 
Luego de aproximadamente un año de radicados los proyectos de ley 033, 066 y 016 
de 1995 pasaron a segundo debate estos proyecto  acumulados en la cámara de 
Representantes. El 12 de marzo de 1996 se aprueba el texto definitivo de estos 
proyectos de ley, y pasa a Senado como proyecto de ley 015 de 1996 del Senado ‘por la 
cual se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado, la atención, 
protección y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por  la 
violencia en Colombia’ presentado por el senador Carlos Espinosa Faccio- Lince.  
 
En este último texto se evidencia el giro en el contenido de la propuesta legislativa 
donde se incluyen los principios rectores del desplazamiento, se estructura el Sistema 
Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia, se define los 
                                               
153 La pastoral Social y ACNUR establecieron convenio a través de un Programa para la Paz de la Compañía de 
Jesús. 
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lineamientos para el Plan Nacional de Atención integral a la Población Desplazada, se 
referencia el tema de la Red Nacional de Información sobre este tema. Asimismo 
organizo las estrategia de atención en: prevención, Atención Humanitaria de 
emergencia y consolidación y estabilización socio- económica y se dieron los 
lineamientos del Fondo Nacional para la Atención Integral a la población desplazada.   
 
Con las dificultades en la operación del CONPES 2804 y en la coordinación de la 
atención a cargo del despacho de la primera dama, el gobierno expidió la directiva 
presidencial 02 del 18 de marzo de 1197 con la cual creo una comisión 
interinstitucional de trabajo  para hacer realidad el CONPES 2804.  Y en el mes de 
abril creo la Consejería Presidencial para la Atención Integral a la Población 
Desplazada por la Violencia. Esta instancia tuvo el propósito de coordinar el 
desarrollo de todas las operaciones, medidas, y mecanismos del Programa Nacional 
de Atención. Y en el mes de mayo de 1997 se produce un nuevo CONPES 2924 donde 
se aprueba el Sistema Nacional de Atención a la población Desplazada por la 
violencia. En este documento expresa:  
 
“El Gobierno Nacional, previa evaluación de los programas que se han 
desarrollado hasta el momento, ve la necesidad de presentar al Consejo 
Nacional de Política Económica y Social el presente documento que actualiza 
y adecua lo relacionado con la estructura y las competencias institucionales, 
los sistemas de información y las fuentes de financiación de la política 
consignada en el Documento CONPES No. 2804 de 1995154”. 
 
Durante este tiempo creció la convicción, tanto en círculos gubernamentales como en 
las oficinas de ACNUR en Caracas y Ginebra, que se requeriría una presencia de 
ACNUR más estable en el país, ante el recrudecimiento continuo del conflicto armado 
y las dimensiones cada vez mayores del desplazamiento. Ello se expreso en la 
invitación que hizo el gobierno nacional para crear una oficina de enlace del ACNUR 
en Colombia. 
 
                                               
154 DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACION- CONSEJO NACIONAL DE POLITICA SOCIAL. 
Documento CONPES 2924 de 1997. 
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Finalmente el 11 de junio de  este año se  aprueba en sesión de plenaria del Senado de 
la república  el proyecto de ley número 15 de 1996 y  18 de julio se aprueba la Ley 387 
de 19971 5 5 .  
 
Pero también fue reconocido por las organizaciones sociales especialmente las ONG 
que adelantaban proyectos de atención con la población desplazada como 
MENCOLDES, Humanidad Vigente, Asociación Germinar, CODHES, CINEP, entre 
otras, que hubo parálisis parcial e incertidumbre de los programas de atención 
mientras se adelanto la aprobación de esta ley 1 5 6  
 
Esta ley se dividió en cuatro títulos:  
 
· El título I hace alusión a la definición de desplazamiento y población 
desplazada y las responsabilidades del estado. 
· El título II crea el SNAIPD y ubica las acciones de prevención de los comités 
municipales; define el diseño y objetivos del PNAPDV, de la Red Nacional de 
Información para la atención a la población desplazada y las estrategias de: 
Prevención: Atención Humanitaria de Emergencia; Retorno; consolidación y 
estabilización socio-económica.  Asimismo estipula la cesación de la condición 
de desplazamiento forzado cuando “se logra la consolidación y estabilización 
socio-económica bien sea en el sitio de origen o en las zonas de 
reasentamiento1 5 7 . 
· El título III trata el marco de protección política, la perturbación de la 
propiedad y los procesos administrativos y judiciales en los que las personas en 
situación de desplazamiento hacen parte. 
· El título IV trata el tema de la protección para las personas en situación de 
desplazamiento a cargo de la Gerencia Nacional de la Unidad Administrativa 
de los DDHHH del Ministerio del Interior; así como el apoyo a las 
                                               
155 Ley 387 de julio 18 de 1997,  “Por la cual se Adoptan Medidas para la Prevención del Desplazamiento 
Forzado; la Atención, Protección, Consolidación y Estabilización Socioeconómica de los Desplazados Internos 
por la Violencia en la República de Colombia” . 
156 MESA DE TRABAJO DE TRABAJO DE BOGOTA SOBRE EL DESPLAZAMIENTO FORZADO. 
Memorias Jornada de análisis del decreto 2569 de 2000. MENCOLDES. 2001. Pag: 20 
157 Artículo 18, ley 387 de 1997. 
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organizaciones de población desplazada; los informes que se deben presentar 
al Congreso de la República sobre la ejecución del PNAIPDV. 
  
6.5.1.2. En el  nivel sectorial nacional: La política de salud para la población 
desplazada 
 
En el CONPES 2804 en lo referente al sector salud planteó:  
 
“La población desplazada será vinculada al Régimen Subsidiado de 
Seguridad Social. Por tanto, las entidades territoriales apoyarán su afiliación 
a las EPS que manejen dicho Régimen.  El Ministerio de Salud, en 
coordinación con la Dirección del Programa, diseñará y ejecutará, a través de 
organizaciones que certifiquen su experiencia en el tratamiento de 
poblaciones vulnerables, un proyecto de rehabilitación psico-social para los 
desplazados por la violencia. Los menores de edad, las mujeres gestantes y 
lactantes y los ancianos, serán objeto de los programas de protección, 
prevención y atención del ICBF, incluidos los contemplados en la Red de 
Solidaridad Social. También se promoverá la creación de hogares 
comunitarios en zonas de desplazamiento, en situaciones especiales de 
emergencia. Igualmente, el ICBF vinculará al proyecto de Asistencia Social 
Familiar y Comunitaria a los miembros del grupo familiar, de tal manera que 
se facilite la atención terapéutica inicial. Las familias serán vinculadas a los 
procesos educativos y readaptativos a través de acciones especiales diseñadas 
en el proyecto. Los niños desplazados por la violencia accederán 
prioritariamente al Programa de Bono Alimenticio a Niños en Edad 
Preescolar del Area Rural, de la Red de Solidaridad Social. La atención en 
salud a pueblos indígenas desplazados, se llevará a cabo según lo dispuesto en 
el Decreto 1811 de 1990”158. 
  
En esta ley  387 de 1997 en la sección 8 artículo 19 numeral 4 definió sobre el tema de 
la atención en salud a la población desplazada lo siguiente: 
 
“El Sistema General de Seguridad Social en Salud implementará mecanismos 
expeditos para que la población afectada por el desplazamiento acceda a los 
servicios de asistencia médica integral, quirúrgica, odontológica, psicológica, 
hospitalaria y de rehabilitación , de acuerdo a lo establecido en la ley 100 de 
1993.” 
                                               
158 DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACION- CONSEJO NACIONAL DE POLITICA SOCIAL. 
Documento CONPES 2804 de 1995. 
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6.5.1.3. El caso: El nivel Distrital de la política 
 
En Bogotá, los gobiernos distritales hasta el momento de expedición de la ley 387 y 
este plan, habían mantenido un desconocimiento y desatención de la problemática, a 
pesar de la preocupación de la  iglesia, la defensoría del Pueblo, la personería y el 
consejo distrital1 5 9 . Para este tiempo se estimaba que esta ciudad había recibido cerca 
de un cuarto de millón de desplazados en el año 1997.  Esta dinámica del 
desplazamiento en esta ciudad se da por ser el sitio que representa mayor alternativas 
para la seguridad y la sobrevivencia de esta población. Esto se ha expresado en las 
prevenciones y el anonimato que prefieren muchas personas en esta situación. 
 
“Parecería que entre más grave es la amenaza que cierne sobre ellos, más 
influye la decisión de trasladarse a la capital del país”160 
 
“uno, en medio de miedo busca Bogotá, porque aquí hay mucha gente y uno se 
puede perder entre tantos, uno es uno más; aunque también uno se aculilla 
para venirse,  pero, la necesidad es la necesidad”  (Entrevista Lider 
Organización desplazada en Bogotá, hombre de 56 años) 
 
La mayoría de esta población se asentó en las zonas marginales, sin recibir ninguna 
atención especial por parte del gobierno Distrital, el cual incluso reconoció 
públicamente no tener ninguna política al respecto1 6 1 . Esta situación se hizo evidente 
en diferentes necesidades especialmente en salud, en un estudio realizado por la 
Arquidiosis de Bogotá y CODHES1 6 2  encontraron que en 314 familias que buscaron 
refugio en las 200 parroquias de Bogotá entre 1996 y 1997, el 91% de las familias no 
tenía acceso a ningún servicio de salud, y al momento de la encuesta el 15% de las 
familias reportó tener algún miembro de la familia enfermo. 
 
                                               
159 CODHES. Primer semestre de 1998: más violencia, más desplazados. En CODHES. Un país que huye. 1999. 
Pag: 287. 
160 CLAVIJO, C. Desplazados por violencia y conflicto social en Bogotá. Arquidiocesis de Bogotá-CODHES. 
1997. 
161 ROMERO, M. Desplazamiento forzado y políticas públicas: entre la precariedad del estado y el 
asistencialismo EN. Un Pais que huye. CODHES. 1999. Pag: 304 
162 CLAVIJO, C. Op. Cit. 
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6.5.2. En la agenda pública el reconocimiento del desplazamiento 
forzado 
6.5.2.1. El nivel Nacional de la política de atención a la población desplazada 
 
Con las disposiciones de la ley 387 de 1997,  se dio un reconocimiento de política de 
Estado a la atención integral a la población desplazada por el CAI, que hasta el 
momento había estado desarrollándose como política de gobierno.  Trascurrido un 
tiempo de puesta en marcha del SAIPD se valoraba por parte de las organizaciones 
sociales, que este programa no tenía mucho compromiso de las instituciones 
encargadas de su desarrollo. Además un año después de aprobada la política, la 
Dirección General  para la Atención a la población desplazada de la Unidad 
Administrativa Especial para los Derechos Humanos del Ministerio del Interior, no 
contaba con el personal, ni estructura, ni el apoyo financiero requerido para cumplir 
con su cometido.  
 
“(…) Algunas comunidades de desplazados han procedido a organizarse en 
"Comunidades de Paz" exigiendo el respeto de su condición de población civil 
y/o han propuesto pliegos de peticiones para su retorno… señalando que las 
consecuencias de su hacinamiento, desempleo y falta de perspectivas minan 
la resistencia de los pobladores receptores. Además de varias comunidades 
también han presentado pliegos de peticiones y han exigido reunirse con el 
Presidente de la República para tratar las "promesas no cumplidas". 
 
“La Comisión ha podido constatar que existe coincidencia tanto en sectores 
gubernamentales como no gubernamentales sobre la gravedad del fenómeno 
del desplazamiento interno y la imperiosa necesidad de prevenirlo y proteger 
a las víctimas. También existe consenso entre los observadores nacionales y 
los representantes de organizaciones internacionales de que el Estado ha 
dirigido ciertos esfuerzos para tratar de dar soluciones a los desplazados, 
pero muchos coinciden en señalar que la política adoptada hasta ahora por el 
Estado para enfrentar esta situación no ha sido suficiente y no ha logrado 
una disminución del mismo. El aspecto más grave de esta falta de respuesta 
efectiva es que no se ha observado la interposición de medidas 
gubernamentales para la prevención de acciones que provocan los 
desplazamientos forzados, como también en la respuesta a las consecuencias 
del mismo, a pesar de ser concebidas como un eje de la polític a 
gubernamental” 163 
 
                                               
163COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS DE LA OEA. Informe sobre el 
desplazamiento de 1999. 
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Dada esta evidencia para el mes de enero de 1998 el gobierno nacional expide el 
decreto 173 “por el cual se adopta el Plan Nacional para la atención  Integral a la 
Población Desplazada por la Violencia”. En este Plan reconoce la falta de 
compromisos y coordinación de las instituciones para la atención a la población 
desplazada. Asimismo definió las acciones que el Gobierno debía ejecutar para la 
protección de la población desplazada y complementaba los lineamientos de la 
política gubernamental consignada en los documentos CONPES anteriores. 
 
A nivel de las relaciones con las agencias internacionales en el tema, el gobierno 
nacional a través de una invitación directa formaliza en julio de 1998 la creación de  
oficina de ACNUR en Bogotá, coordinada por una Representante1 6 4 . Posteriormente, 
en enero de 1999, se formalizó la relación con el Gobierno Colombiano a través de un 
segundo Memorando de Intención 1 6 5  cuyos acápites se concretarían en el Plan 
Operacional trienal de ACNUR en Colombia.   
 
Para el mes de agosto de 1998 asume la presidencia de la república Andrés Pastrana 
Arango. Este gobierno de Andrés Pastrana planteó que la negociación política era una  
precondición esencial para iniciar y hacer viable cualquier proceso de recuperación y 
reconstitución nacional. A lo largo de este gobierno se dio una contradicción entre las 
políticas económico-sociales y el proceso de paz.  Su plan de desarrollo, denominado 
“cambio para construir la paz”, desarrolló las propuestas de reformas política y 
tributaria. Asimismo las asignaciones presupuéstales ratificaron la consolidación del 
modelo neoliberal en el país. Posiblemente, entre otras causas, estas contradicciones 
entre el discurso de paz y las políticas y prácticas gubernamentales y estatales fue uno 
de los obstáculos estructurales para el avance efectivo del proceso de paz. 
 
La política pública para atención a la población desplazada en este gobierno se abordó 
en el marco de la tercera estrategia de gobierno denominada: Desarrollo y Paz. Esta 
estrategia tenía como objetivo iniciar la construcción de la paz, incluyendo la 
                                               
164 Dra. Leila Lima  
165 “Memorando de Intención entre la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados 
(ACNUR) y el Gobierno de la República de Colombia, relativo al Suministro de Cooperación para el Tratamiento 
del Problema del Desplazamiento Forzado” , firmado el 28 de enero de 1999. 
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negociación con los grupos armados como parte central. Además enfatizó que en la 
violencia en Colombia había profundas raíces de la exclusión y pobreza, por ello se 
planteó el proceso de paz como el fortalecimiento de la democracia en el país. Según 
este gobierno, el objetivo era el desarrollo de políticas que real y efectivamente 
redistribuyeran las oportunidades a los individuos en los campos económicos y de 
participación en la vida social1 6 6 .  Como un componente central del desarrollo de este 
plan de gobierno era  el Plan Colombia 1 6 7 . En esta política se observó una fuerte 
influencia de la política internacional de Estados Unidos.  
 
Desde una mirada internacional1 6 8 del conflicto colombiano se planteó que las nuevas 
situaciones de conflictos territoriales, la agudización de los existentes y los 
consiguientes desplazamientos forzados debían ser analizados y evaluados frente al 
desarrollo de los grandes proyectos políticos y económicos que promueven 
inversiones en zonas estratégicas y, a menudo, en zonas de conflicto, y esto se veía 
reflejado en el Plan Colombia. Esta evidencia ratificaba la relación entre intereses 
económicos, violencia y desplazamiento, como también mostraba la relación entre los 
grandes intereses y procesos trasnacionales y su impacto en la orientación de políticas 
de Estado y prácticas específicas que llevan a desplazamientos forzados. 
 
En la agenda de este gobierno el tema de los desplazados se inscribió en el plan 
especial para las zonas en conflicto y a un programa de sustitución de cultivos ilícitos. 
Este tema quedo rezagado e invisibilizado en comparación con lo avanzado en el 
anterior gobierno en términos de la agenda pública:  
 
“el fenómeno de desplazamiento forzado esta profundamente ligado con las 
dinámicas bélicas y tiene que estar en la agenda de paz de tal manera que 
                                               
166 PLAN DE DESARROLLO: CAMBIO PARA CONSTRUIR LA PAZ. 1998- 2002. TOMO 1. p.p.. 43- 55. 
167 Este Plan contemplo tres componentes: acciones para las zonas de conflicto; plan de desarrollo alternativo 
para sustitución de cultivos ilícitos y la política de atención a la población desplazada. Este plan  impulsado desde 
Estados Unidos ubicaba en la agenda del gobierno un gran peso en el fortalecimiento militar, así como el ataque 
intensivo a los cultivos ilícitos, ubicados por este gobierno como el principal financiamiento de los grupos 
armados al margen de la ley. 
168 GRUNER, S. Desplazamiento forzoso, políticas externas y comunidad internacional. Memorias II Seminario 
Internacional desplazamiento: implicaciones y retos para la gobernabilidad, la democracia y los derechos 
humanos. Consultoria para los Derechos Humanos y el desplazamiento- CODHES y Organización Internacional 
para las Migraciones- OIM. 2002. Pag: 253-270. 
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quién trabaje en desplazamiento tiene que estar profundamente articulado  
con quién negocie la paz. Aun más la agenda de paz es la única posibilidad 
nacional de alerta temprana que tenemos” 169.  
 
Desde el comienzo del período presidencial de Andrés Pastrana, este gobierno  se 
propuso marcar un deslinde radical con la administración anterior. Por ello en lo 
referente a la política de atención a la población desplazada eliminó la Consejería para 
los Desplazados, como también la  Consejería Presidencial para los Derechos 
Humanos, a través del decreto 489 de 1998, y asignó estas y otras funciones a la Vice-
Presidencia de la República, entidad institucional y presupuestal con espacio limitado. 
En todas las entidades se hicieron relevos de personal, se congelaron o abolieron 
programas de manera que muchas experiencias institucionales acumuladas se 
perdieron.  Se mantuvo la acción que desplegaba la Red de Solidaridad, pero 
necesariamente disminuida en virtud de los recortes presupuéstales.  
 
La puesta en marcha del Plan Colombia generó un amplio debate entre las distintas 
organizaciones sociales como al interior del Congreso de la República. La entonces 
senadora Piedad Córdoba planteó que el plan Colombia tendría tres consecuencias 
directas: la narcotización del proceso de paz; combatir a la insurgencia y al 
campesinado cocalero que alimenta a la subversión; el escalonamiento del conflicto 
social y armado comenzado en el sur del país, como prueba piloto y luego extenderlo 
al resto del territorio nacional.  
 
Las agencia internacionales que hacían el seguimiento a la violación a los derechos 
humanos en Colombia, planteron que: la ayuda económica de Estados Unidos para el 
fortalecimiento  militar en el marco del Plan Colombia, una vez se puso en marcha la 
estrategia de erradicación, aumentó significativamente las posibilidades de nuevas 
violaciones a los derechos humanos” 1 7 0 
 
La idea impulsada de este gobierno fue que por vía de dar prioridad extraordinaria al 
diálogo con la guerrilla de las FARC, se acortaba el camino para la atención a la 
                                               
169 PLAN NACIONAL DE DESARROLLO: PLAN DE DESARROLLO: CAMBIO PARA CONSTRUIR LA 
PAZ. p.p.371. 
170 HUMAN RIGHTS WATCHS. Informe año 2000. Pag. 92-93. 
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población desplazada. Pero lo que se generó fue una profundización de la brecha de 
atención del Estado a esta población.  
 
“Si a esto se suma el enorme déficit de las finanzas públicas que ha impuesto 
recortes en múltiples niveles y la peor recesión económica de los últimos 70 
años, puede entenderse el panorama de desprotección y desesperanza que 
rige para la población desplazada”171. 
 
La puesta casi exclusiva de la negociación política para superar la crisis humanitaria 
tuvo serías implicaciones en la oportuna y adecuada respuesta estatal al fenómeno del 
desplazamiento. Además de ubicar las políticas de prevención de este fenómeno sobre 
el Plan Colombia generó no solo la oposición de distintos sectores sociales, no solo por 
condicionar la atención a los recursos internacionales sino por la contradicción  que se 
planteaba con el componente de militarización del conflicto 
 
En el desarrollo de la política se hizo evidente a nivel institucional la ambigüedad en 
la distribución de competencias y funciones, como la dispersión  de las entidades del 
Estado y la baja capacidad de respuesta ante la magnitud de la situación del 
desplazamiento forzado tanto a nivel nacional y local.  
 
“Bueno, como funcionaria que estuve cerca de este proceso me di cuenta que 
en las distintas instancias sectoriales nacional y local que tuvieron la 
responsabilidad en la atención a la población desplazada, en su mayoría 
asignaron la responsabilidad a funcionarios de bajo rango cuyas 
posibilidades de acción eran muy limitadas”  Entrevista funcionaria del 
Distrito, mujer de 51 años) 
 
El reconocimiento  del tema de desplazamiento forzado no se dio por igual en todas 
las instancias de gobierno, ni siquiera dentro de las instituciones que hacen parte del 
SNAIPD. La principal responsabilidad recayó exclusivamente en la Red de 
Solidaridad1 7 2 . Así mismo el tema estuvo casi ausente en la agenda del Congreso de la 
República,  lo cual tamp oco favoreció la presión para la voluntad y decisión efectiva 
sobre la atención a la población desplazada. 
                                               
171 SEGURA, N. La guerra y el desplazamiento. EN Revista Análisis Político. Instituto de Estudios Políticos y 
Relaciones Internacionales. Universidad Nacional de Colombia. Bogota. No. 43, mayo- agosto de 2001: 83- 104. 
172 ACNUR. Balance de la política de atención al desplazamiento forzado en Colombia. 1999- 2002.Bogotá. 
2002. 
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“(…) La Comisión sigue sumamente preocupada por el aumento del número 
de personas internamente desplazadas en Colombia y exhorta a las 
autoridades colombianas a que intensifiquen su acción, en coordinación con 
los órganos internacionales.  En este contexto, toma nota con satisfacción de 
la cooperación establecida entre el Gobierno de Colombia y la oficina de 
enlace de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Refugiados en Bogotá sobre la base de un memorando de entendimiento de 
fecha 28 de enero de 1999.  La Comisión insta al Gobierno de Colombia a que 
busque medios eficaces para erradicar las causas del desplazamiento, en 
especial realizando investigaciones judiciales contra los grupos 
“paramilitares”, considerados uno de los principales responsables. Pide al 
Gobierno que elabore una estrategia pública y bien financiada para 
solucionar los problemas del desplazamiento interno.  Asimismo pide que se 
investiguen a fondo los crímenes contra la población desplazada e insta al 
Gobierno de Colombia a que adopte medidas preventivas en aquellas regiones 
en que se ha amenazado a la población de desplazamiento forzado(..)”173 
 
En medio de una dinámica política intensa en enero de 1999  se formalizó la relación 
con el Gobierno Colombiano a través de un segundo Memorando de Intención1 7 4 , se 
avanzó en esta agencia en un  Plan Operacional trienal de ACNUR en Colombia. Esta 
oficina tuvo una demora en iniciar este programa a raíz de la ocupación de las oficinas 
de ACNUR en Bogotá, por parte de un grupo de desplazados inconforme con la escasa 
acción del Gobierno1 7 5 . 
 
Para poner en marcha ese Programa,  la Oficina de ACNUR celebró, en el curso de 
1999, contratos con distintas entidades gubernamentales y no-gubernamentales. Con 
la Red Solidaridad Social crearon  la Unidad Técnica Conjunta –UTC- con funciones 
de diseñar estrategias operativas, hacer evaluación de la gestión, fortalecer los 
sistemas de información y de atención, y promover coordinación inter-institucional, 
nacional e internacional. 
 
                                               
173 COMISION DERECHOS HUMANOS- ONU. Declaración Presidencial. OHCHR/STM/99/3, parafo: 8.  
174 Memorando de Intención entre la Oficina del Alto Comisionado de las Na ciones Unidas para los Refugiados 
(ACNUR) y el Gobierno de la República de Colombia, relativo al Suministro de Cooperación para el Tratamiento 
del Problema del Desplazamiento Forzado , firmado el 28 de enero de 1999. 
175 MEERTENS, D y otros. Evaluación al Plan Operacional de la ACNUR de abril de 1999 a septiembre de 
2000. Centro de Estudios Sociales. Facultad de Ciencias Humanas. Universidad Nacional de Colombia. Bogotá. 
2000. 
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Asimismo por la magnitud y complejidad del desplazamiento en Colombia se creó el 
Grupo Temático de Desplazamiento por parte las oficinas de Naciones Unidas. Este 
grupo1 7 6 fue impulsado la oficina de ACNUR con la intención de generar acciones 
coordinadas y conjuntas de las Agencias en el país.   
 
Con este contexto y nuevamente con la presión de organismos  internacionales, el 
gobierno nacional expide los lineamientos para la atención a la población desplazada 
a través del CONPES 3057 del 10 de noviembre 1999, cuyo objetivo se planteó la 
conformación de un esquema institucional eficaz para la atención a esta población. En 
este documento se planteó:  
 
“enfrentar las causas estructurales del desplazamiento; trascender el 
tradicional enfoque asistencialista y puramente de emergencia; fortalecer las 
capacidades de la comunidades afectadas; abordar el diseño y ejecución de 
las acciones  bajo un enfoque poblacional y territorial consistente con la 
etereogenidad del fenómeno de desplazamiento forzado; e involucrar a la 
sociedad civil y al sector privado en la ejecución de las acciones.”177 
 
Asimismo propuso que para dar agilidad  a la operación del Consejo Nacional de 
Atención a la Población desplazada esté estaría conformado por: un delegado del 
Presidente de la República quien lo presidirá, el Alto Comisionado para la Paz, el 
Consejero de Política Social, los Ministros del Interior, Relaciones Exteriores, Defensa 
Nacional, Salud, Educación y Agricultura, el director del DNP y de la Red de 
Solidaridad Social. Además se hace el compromiso de reglamentar la Ley 387 de 
1997, con el fin de poner en marcha sus lineamientos e institucionalizar 
procedimientos y términos para su aplicación.  
 
También la Red de Solidaridad expidió su Plan Estratégico para el manejo del 
desplazamiento Forzado por el Conflicto Armado Interno. En este plan ubicó como  
problemáticas en la atención: la dispersión de las responsabilidades entre las 
                                               
176 ACNUR, BM-Banco Mundial, Organización Internacional para las Migraciones-OIM, Organización de las 
Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación –FAO, Fondo de las Naciones Unidas para la Población 
FNUAP, Organización Mundial de las Salud y La Organización Panamericana de la Salud –OMS-OPS, 
Programas Mundial de Alimentos-PMA-, Programa de las Naciones Unidas para el desarrollo –PNUD-, UNICEF 
177 DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACION NACIONAL. Documento CONPES 3057 de 1999. 
Pag: 3. 
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instituciones estatales involucradas; extrema debilidad de los sistema de información; 
insuficiente descentralización de la política; excesiva concentración en el tratamiento 
asistencial y de emergencia, y poco énfasis en la prevención , el retorno, reubicación y 
estabilización; debilidad o carencia de articulación entre el Estado y la sociedad civil, 
en particular entre las entidades públicas involucradas, las ONG y las agencias 
nacionales e internacionales; escasez de recursos presupuestales generada por las 
dificultades fiscales del país, para tender adecuadamente la creciente demanda de 
atención a la población desplazada; y como consecuencia de los factores anteriores, 
existencia  de una amplia brecha entre la formulación de la política y la ejecución de la 
política1 7 8. Dada su responsabilidad como instancia de coordinación de la atención a 
la población desplazada hizó un compromiso en cuatro áreas1 7 9 : 
 
· Desarrollar y consolidar organizativamente a la Red de Solidaridad Social. 
· Generar capacidad organizacional, técnica y financiera permanentemente de 
las entidades que integran el Sistema Nacional de Atención Integral a la 
Población Desplazada- SNAIPD-. 
· Desarrollar y poner en marcha una estrategia de alianzas internacionales 
dirigidas a movilizar recursos externos para la financiación de proyectos y 
programas. 
· Implementar un Sistema Estratégico e integral de Registro, información, 
seguimiento y evaluación, abierto al uso público. 
 
Sobre el desarrollo de la política  varios analistas jurídicos sobre este tema afirmaban 
que una de las legislaciones más completas en tema de atención a la población 
desplazada es la colombiana, y la pregunta de siempre es “¿por qué será que los 
desplazados atraviesan una de las situaciones más graves del mundo?”180 . 
 
                                               
178 PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA-RED DE SOLIDARIDAD SOCIAL Atención a población desplazada 
por el conflicto armado: compendio de políticas y normas. 1999.   Pag:  19. 
179 PRESIDENTICA DE LA REPUBLICA -RED DE SOLIDARIDAD SOCIAL. Op. Cit. Pag: 91-97. 
180 Naciones Unidas. Consejo económico y social. Comisión de Derechos Humanos. Misión de seguimiento 11 de 
enero de de 2000. En VALENCIA, A.  Algunos comentarios a las políticas y a la legislación nacional sobre 
desplazamiento forzado en Colombia. Desplazamiento forzado interno en Colombia. CODHES- ACNUR. 2001. 
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“(…)en el programa nacional para atenc ión no aparece haber tomado en 
consideración al diseñar  sus políticas, las características del Estado, la 
fragilidad de algunas instituciones y sobre todo la falta de mecanismos de 
transmisión entre el poder central y los departamentos; pareciera que la falta 
de reglamentación fuera la excusa para no atender y proteger muchas de los 
requerimientos de la población desplazada.”181.   
 
6.5.2.2. En el  nivel sectorial nacional: La política de salud para la población 
desplazada 
 
La ley 387 de 1997 definió en el tema de salud para la atención a la población 
desplazada lo siguiente:  
 
"Se implementará mecanismos expeditos para que la población afectada por 
el desplazamiento acceda a los servicios de asistencia médica integral, 
quirúrgica, odontológica, psicológica, hospitala ria y de rehabilitación, de 
acuerdo con lo establecido en la Ley 100 de 1993".  
 
Además en el plan nacional de atención integral a la población desplazada, decreto 
173, definió, a través de las estrategias de la ley 387, los lineamientos que el sector 
salud a través del Ministerio de Salud y  las direcciones departamentales y 
municipales debían realizar para garantizar la atención integral en salud a esta 
población, estos fueron: 
 
· La atención integral en salud comprendía las acciones de servicios médicos- 
quirúrgicas, atención de urgencias, hospitalización, tratamientos de 
medicamentos, acciones repromoción y prevención como la vigilancia 
epidemiológica, el saneamiento ambiental, la educación en salud, la 
participación comunitaria y la atención psico-social y rehabilitación. 
· Definió que el Ministerio de Salud debía hacer seguimiento al Plan de Atención 
Básica a los entes territoriales y en coordinación con la Consejería Presidencial 
diseñaría y ejecutaría, a través de las organizaciones que certificarán 
                                               
181 Tercer Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Hu manos sobre el desplazamiento forzado. 
Capitulo VI, Párrafo 89,último punto. En VALENCIA, A.  Op. Cit. 
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experiencia en atención a población vulnerable, proyectos de rehabilitación 
psico- social para los desplazados por la violencia. 
· Por último definió que la población desplazada sería vinculada al Régimen 
Subisidado de Seguridad Social, por lo tanto los entes territoriales debían 
garantizar esta afiliación. 
 
Con este referente normativo el Consejo Nacional de Seguridad Social expidió el 
decreto 59 del año de 1997 con el cual se declara el desplazamiento como un evento 
catastrófico. Además estableció que los desplazados por la violencia tenían derecho a 
recibir los servicios de salud necesarios para la atención oportuna de la enfermedad 
derivada de la exposición de riesgos inherentes al desplazamiento.  
 
Posteriormente se expide el acuerdo 85 del mismo año  que definió: 
 
“…para responder adecuadamente a las necesidades de salud relacionadas 
con los factores de riesgo como son las deficiencias del medioambiente, de 
nutrición y sicosociales, de la población afectada por los desplazamientos, 
podrán suscribirse, con cargo a los recursos de que trata el presente Acuerdo, 
convenios con las entidades públicas del orden nacional, entidades 
territoriales o instituciones públicas prestadoras de servicios de salud que 
garanticen la respuesta institucional en el área en donde se encuentra dicha 
población” 
 
Además se expidió en el mismo año los acuerdos 77  con el cual se definió la 
obligación de las IPS a prestar servicios de salud a la población desplazada afiliada al 
Régimen Subsidiado sin limité territorial, aún cuando no existiera contrato con las 
ARS. 
 
Estas decisiones jurídicamente representaban el inicio del proceso de reglamentación 
de la atención en salud a la población desplazada por el CAI, lo cual implicaba 
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asignación de recursos para la atención como también que los entes territoriales y la 
red prestadora de servicios se organizarán administrativamente para ofertar estos 
servicios a través de los convenidos Inter-administrativos con el Ministerio de Salud. 
 
6.5.2.3. El caso: El nivel Distrital de la política 
 
Hasta el año de 1997 la personería de Bogotá manifestó su compromiso con el 
problema del desplazamiento, asimismo el Concejo de Bogotá adelantó un debate 
sobre este tema y reclamó de la administración del Distrito Capital medidas para 
tender a la población afectada. Por otra parte organizaciones como La Federación 
Colombiana de Educadores y la Asociación Distrital de Educadores  asumieron un 
papel de promotores de cabildeo y gestión para la atención a la población afectada por 
este fenómeno, debido a que un número significativo de esta población han sido 
maestros. 
 
“Los maestros de otras regiones del país que llegan a Bogotá vienen en busca 
de programas de protección, como también en alternativas de estadía 
permanente en esta ciudad” (Entrevista lider FECODE, mujer de 48 años). 
 
Con el aumento significativo de lideres de organizaciones sindicales amenazados, 
desplazados y asesinados de todo el país que buscaban asentamiento en Bogotá, las 
centrales sindicales como la Central Unitaria de Trabajadores- CUT- a través de los 
departamento de derechos humanos generaron un proceso de cabildeo político y 
público de denuncia sobre esta situación y sobre todo de la precariedad de la 
respuesta de los gobiernos distritales frente  a este problema en la ciudad. Pero su 
gestión se centro en los intereses corporativistas y no en una mirada hacia toda la 
población a afectada. Por ello lograban negociar con algunas agencias y unas pocas 
veces con el gobierno nacional algunas mediadas de protección de sus afiliados. Desde 
los barrios, las Juntas de Acción Comunal asumieron un acción activa frente a esta 
situación especialmente en acciones de solidaridad con algunas familias que llegaban 
desprotegidas a la ciudad.  
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La percepción de las organizaciones sociales  como de la población frente a la 
respuesta institucional del gobierno Distrital en este tiempo fue de descoordinación, 
dispersión  y desatención1 8 2  
 
Dado que el debate nacional sobre el tema de desplazamiento había tomado 
importancia en la opinión pública con la expedición de la ley 387, el Consejo de 
Bogotá citó el 8 de julio de 1997 a plenaria de esta corporación a la Secretarias de 
Gobierno,  Salud, Educación y Hacienda del Distrito, a la Directora del Departamento 
Administrativo de Bienestar Social del Distrito, al Director del Departamento de 
Planeación Distrital, al Personero Distrital y al Director de la Red de Solidaridad de la 
Unidad de Derechos Humanos del Ministerio del Interior, para discutir sobre la 
información que tenían estas entidades sobre la problemática y la atención al 
desplazamiento en la ciudad. Los consejales citantes fueron Mario Upegui de la Unión 
Patriotica y German Mejia Aguirre del partido Liberal. 
 
En este debate hizo explicitó el gobierno Distrital, en cabeza de Paul Bromberg su 
posición sobre el tema de desplazamiento. Allí la secretaría de gobierno de ese momento 
manifestó que: 
 
 “el problema de los desplazados, es un problema de control de tierra semiurbana o 
tierra urbana y un problema de empleo ( …) Es un problema  que tiene que ver más 
con las esferas de la parte Nacional”183   
 
La opinión generalizada de organizaciones sociales, líderes de la población desplazada 
y del Consejo de Bogotá era de poca atención por parte del gobierno Distrital a este 
tema.  
 
“Lo cierto del caso es que no hemos logrado concretar un compromiso de las 
autoridades del Distrito para la atención a la problemática.” 184 
 
El Concejo Distrital el 20 de abril expidió el acuerdo 02 de 1998 con el cual  dispuso 
normas para la atención a la población desplazada en Bogotá y  la creación del 
                                               
182 CLAVIJO, C. Op. Cit. 
183 CONSEJO BOGOTA.  Acta 233 Comisión de Gobierno. 1977. 
184 Ibid. 
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Consejo Distrital para la Atención Integral a la Población Desplazada- CDAIPD-, 
reglamentado con el decreto 624 del mismo año.  Este acuerdo resulto como producto 
del debate del proyecto 073 de 1997  presentado por el Concejal Mario Upequi.  
 
En la discusión sobre este acuerdo se planteó que:  
 
(…) A este acuerdo hay que hacerle un seguimiento y la voluntad política del 
Distrito, a través del Alcalde, tiene que manifestarse con el Plan de Desarrollo 
que se va a presentar en  el mes de abril. A ver qué piensa el Distrito sobre este 
tema, para esa fecha suponemos que ya va a estar sancionado este Acuerdo, 
entonces es una buena oportunidad para que ya estando fijada la posición 
política del Distrito se entre a presionar a los demás entes y especialmente a la 
nación para que se apropien o se diseñen programas conjuntos encaminados a 
establecer planes de vivienda fundamentalmente (…). 185 
 
En el período entre 1998 y 2001 ejerció el gobierno distrital Enrique Peñaloza. En su 
plan de gobierno planteo como objetivo generar un cambio profundo en la manera 
de vivir de los ciudadanos, devolviendo la confianza a todos los bogotanos en su 
capacidad para construir un futuro mejor y dinamizar el progreso social, cultural y 
económico. En su plan de desarrollo se definieron siete prioridades: 
desmarginalización, interacción social, ciudad a escala humana, movilidad, 
urbanismo y servicios, seguridad y convivencia y eficiencia institucional. Así como se 
definieron cinco proyectos principales: Sistema integrado de transporte masivo, 
construcción y mantenimiento de vías, Banco de tierras, Sistema integral de 
bibliotecas y sistema Distrital de parques.  
 
En esta administración el tema de la población desplazada no se asumió como 
un asunto particular, se puso dentro de toda la problemática de la población que 
denominó como “residentes de barrios con deficiencias en infraestructura y servicios 
sociales”1 8 6  y fue manejado a través de las estrategias de desmarginalización e 
Interacción social. En la primera estrategia se planteaba como objetivo hacer 
intervenciones en infraestructura y programas sociales para superar las deficiencias 
en este sentido, y dinamizar en la comunidad la apropiación de la construcción de su 
                                               
185 CONSEJO DE BOGOTÁ. Acta sesión plenaria, 25 de marzo de 1998. 
186  CONSEJO DE BOGOTÁ.Acuerdo 06 de mayo 30 de 1998. Plan de desarrollo “Por la Bogotá que 
queremos”. Bogota- Colombia 1998. 
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destino. El objetivo de la segunda estrategia fue procurar el bienestar de los 
individuos y colectivos sociales a partir del desarrollo de capacidades, 
potencialidades, opciones e interacción de redes de compromiso cívico. 
 
En ninguna de las dos estrategia se hizo explicito las acciones para la población en 
situación de desplazamiento. Lo que se reconoció fue la situación de población 
vulnerable en la ciudad sin hacer ninguna especificidad en los distintos grupos y 
características de la situación de vulnerabilidad.   
 
Dada las definiciones del Consejo de Bogotá y con la definición normativa a nivel 
nacional sobre este tema, la secretaria de Gobierno en noviembre de 1998 crea la 
Unidad Distrital de Atención a la Población desplazada- UAID- como instancia 
Distrital de coordinación, y un año después dieron inicio a las sesiones del Consejo 
Distrital de Atención a la Población Desplazada. La UAID fue configurado como un 
espacio para el trabajo coordinado de la Secretaría de Gobierno como representante 
de la Administración Distrital, la Unidad Territorial de Bogotá de la Red de 
Solidaridad Social com o representante del Gobierno Nacional y la Personería de 
Bogotá D.C., como  representante del Ministerio Público.187  
 
Por parte de las organizaciones sociales, especialmente de población desplazada y 
ONG se instala la Mesa de Trabajo de Bogotá sobre el Desplazamiento Forzado- 
MTBDF-. Esta mesa se planteó como un grupo de la sociedad civil para analizar y 
hacer seguimiento a la política de atención a esta población. Esta mesa inició 
actividades en enero de 2000.  
 
En el tema de salud la Secretaria Distrital de Salud- SDS- suscribió un convenio con el 
Ministerio de Salud.  Esta secretaria puso la atención a esta población vía los listados 
censales reglamentados por el acuerdo 77 de 1997,  lo cual le implicó incluir como 
parte de la contratación de los hospitales públicos la atención a esta población. Este 
                                               
187 SECRETARIA DE GOBIERNO. Informe al Consejo Distrital de Atención a la Población Desplazada. 
Diciembre de 2001. 
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cambio hizo que los hospitales de la red pública adscrita a la SDS comenzarán a 
incorporar la figura “cliente desplazado”1 8 8 .  
 
A pesar de estar definido un marco normativo para la atención a esta población se 
presentaron dificultades con la población desplazada que no estaba en lista censal, al 
no ser reconocida por el Ministerio del Interior. También los hospitales negaban 
acceso a los servicios de salud porque  no había garantía el pago de estos servicios 1 8 9.  
Además  se presentaron problemas con la facturación de estos servicios, demoras en 
la legalización de las cuentas y nuevos desembolsos1 9 0. 
 
“Nosotros los desplazados pasamos de campesinos a indigentes. Así nos 
clasifican en  los hospitales cuando vamos con la carta del Ministerio”191 
 
“Los desplazados necesitan atención médica urgente, es necesario que se ordene 
a quien corresponda, sean atendidas las solicitudes de 86 desplazados, quienes 
desde el 26 de febrero de este año, solicitaron al CAMI del Diana Turbay, les 
fuera expedido el carné del SISBEN y hasta el momento no han obtenido 
ninguna respuesta”192 
 
El despacho de la secretaria de salud afirmaba que:  
 
“Existe un acuerdo reciente, a veces como decía alguno de ustedes el problema 
de recursos, hay un acuerdo del Consejo Nacional de Seguridad Social que es el 
Acuerdo 59, es reciente de abril 29 de 1997 que garantiza diez mil millones de 
pesos para la atención de desplazados, es una muy buena noticia porque 
generalmente recursos es el dolor de cabeza más fuerte que tenemos. Es decir 
que en términos de recursos hay absoluta garantía para atención en salud para 
las personas identificadas  como desplazadas.(…) El trabajo que ha hecho la 
Secretaría de Salud ha sido no solamente de la Secretaría como la Dirección del 
Sistema sino también con los hospitales, se ha fortalecido el trabajo a través de 
la dirección de desarrollo de servicios con cada uno de los hospitales, 
                                               
188 ALVAREZ; J, JIMENEZ , G, NARANJO, C. Mapeo de alcances- Proyecto Mejorar la efectividad de la 
protección Social en salud en la población desplazada por la violencia asentada en Bogotá. Universidad 
Pontifica Universidad Javeriana- FAMIG- SDS. 2006. 
189 SALAZAR M, HERNANDEZ, E, MONTOYA, A. Identificación de la oferta para la atención a la población 
desplazada por la violencia en Colombia.  Comité Internacional de la Cruz Roja. Santa fe de Bogotá. 2001. 
190 ALVAREZ, M, MORENO, C, ARIAS, V, VELASCO, A, y COCK, V. Raíces Sin Tierra: Atención e impacto 
del desplazamiento forzado Procuraduria General de la Nación- Instituto de estudios del Ministerio del Interior 
Público. 1999. Pag. 228-245. 
191 Ibid. 
192 Intervención de la periodista Carmenza Reyes en el debate de la comisión de Gobierno del Consejo de Bogotá 
del 8 de julio de 1997 
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precisamente como lo han manifestado algunos de ustedes, generar conciencia 
sobre la atención de los usuarios.193” 
 
Pero la realidad mostraba una situación diferente:  
 
“Habemos miles de mujeres desplazadas cabeza de familia, con un gran número 
de hijos, sin empleo, vivienda, educación, y sin ninguna protección y apoyo del 
Estado, sin derecho a la atención en salud, donde a veces se nos presentan 
enfermedades que nos obligan a ir a los centros médicos u hospitales.  Se nos 
niega la atención médica por falta de recursos económicos; ni siquiera es válida 
la carta de certificación, como es el caso que sucedió, cuando me tocó ir al 
Hospital El Tunal del sur, porque ya no soportaba el dolor en un dedo que 
accidentalmente me fracturé, cuando sucedió mi desplazamiento forzoso, eso 
fue en el año 97 como en julio. (Entrevista lider población desplazada, mujer de 
61 años) 
 
“La atención en salud nosotros la hacemos por la via de la Oficina de Atención y 
Prevención de Emergencias del Ministerio de Salud y del Fondo de Solidaridad 
y Garantías, FOSYGA, del Ministerio de Salud, y remitimos las personas que 
tienen problemas de salud al Ministerio; por que las distintas entidades de salud 
del Distrito no nos aceptan las personas.”194  
 
6.5.3. La exigencia del cumplimiento de la política  
6.5.3.1. El nivel Nacional de la política de atención a la población desplazada 
 
Según CODHES entre 1998 y el 1999 la población en desplazamiento forzado llegó a la 
cifra de 596.000 personas, lo cual mostraba que el fenómeno estaba en aumento. En 
este período se estableció la Zona de Distensión para iniciar la negociación política 
con el grupo guerrillero de las FARC, esto se estableció mediante  la resolución 
número 14 del 14 de octubre de 1998. 
 
Esta zona inició su instalación en enero de 1999, con esta decisión se confirmó la 
intención de este gobierno de concentrar sus esfuerzos en el proceso de paz. Pero por 
otra parte también se impulsaban reformas para disminuir el tamaño del Estado y  
                                               
193 CONSEJO DE BOGOTÁ.  Acta 233. Comisión de Gobierno. 1997. 
194 Intervención del delegado del Ministerio del Interior en el debate del Consejo de Bogotá del 25 de marzo de 
1997 en la comisión de Gobierno, Acta 233 de 1997. 
 97 
redefinir el gasto social como estrategia de desarrollo. Estas dos dimensiones de la 
política de este gobierno representó una contradicción entre las políticas económico-
sociales y el proceso de paz. Con la prioridad del gobierno en el proceso de paz 
además con el déficit de las finanzas públicas que impuso recortes  en recursos en 
distintos niveles, con la mayor recesión económica de los últimos 70 años en el país,  
la situación del desplazamiento que se evidenciaba era desprotección y 
desesperanza1 9 5 .   
 
Desde varias investigaciones de las organizaciones sociales como CODHES1 9 6  y 
GAD1 9 7 , así como  los informes de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
de la OEA 1 9 8  afirmaron que la situación del desplazamiento forzado  continuaba 
agravándose, como también que la política de atención a esta población no estaba 
reglamentada.  
 
Además esta política no era de suficiente conocimiento por parte de los afectados, ni 
por parte de las instanc ias responsables de la respuesta. Esta situación permitía una 
evasión de las responsabilidades en la respuesta. Por otra parte era evidente la 
ausencia de presupuestos nacionales y departamentales suficientes para atender a los 
                                               
195 SEGURA, N. Colombia: guerra y desplazamiento  EN  Análisis Político. Instituto de Estudios Políticos y 
Relaciones Internacionales. Universidad Nacional de Colombia. Bogota. 2001. No. 43, mayo- agosto:  83- 104. 
196 Consultoria para los Derechos Humanos y el Desplazamiento- CODHES. 
197 Grupo de Apoyo a Organizaciones de Desplazados que agrupaba varias ONG 
198 Ver: Tercer informe de la Comisión de febrero de 1999 
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desplazados, como la excesiv a centralización de las entidades localizadas en Bogotá y 
la falta de coordinación entre éstas y con las entidades departamentales1 9 9   
 
“ Los desplazados no están muy bien informados de los derechos que les asiste 
y de las entidades encargadas de garantizarlos”200 
 
“Aunque hay abundancia de leyes y normas, la política presenta una 
importante descoordinación institucional, retrasos burocráticos, falta de 
recursos y ausencia de formación y sensibilización de muchos funcionarios, 
que mantienen una percepción negativa sobre los desplazados. Muchos no se 
acercan a las instituciones por temor a filtraciones y porque ven al Estado 
como una parte más del conflicto, lo que explica en parte el gran subregistro 
existente. Aun cuando se acerquen, el proceso puede tardar de uno o dos 
meses a anos. Las leyes no se cumplen porque los recursos dependen en su 
inmensa mayoría de la financiación internacional pero también porque no 
hay voluntad política para ponerlas en práctica.” 2 0 1  
 
Ante la insistencia de las organizaciones sociales, la evidencia de las investigaciones2 0 2  
y las acciones de tutela interpuesta por la población desplazada y la Defensoria del 
Pueblo, la Corte Constitucional se pronunció con el fallo SU-1150 del 2000, obligando 
al Gobierno Nacional a agilizar la reglamentación de la ley 387. Esta reglamentación 
se dio con el decreto 2569 del 12 de diciembre de 2000, 41 meses después de expedida 
esta ley. 
 
“(…) A diferencia  de lo ocurrido en el pasado, la consagración constitucional 
del Estado colombiano como un Estado social de derecho exige prestar 
atención especial a esta calamidad nacional, con el fin de aliviar la suerte de 
los colombianos afectados por la tragedia política y social del desplazamiento 
forzado(…) Existe una política para la atención a la población desplazada, sin 
embargo, esta políticas han enfrentado una dispersión de competencias, así 
como la ausencia de un sistema de seguimiento y de un sistema de indicadores 
de gestión que permita definir responsabilidades institucionales y generar un 
marco para rendición de cuentas. (…) Pues bien, el fenómeno del 
desplazamiento forzado ha generado una situación de emergencia social de 
                                               
199 VALENCIA, A. Algunos comentarios a las políticas y a la legislación nacional sobre el desplazamiento 
forzado en Colombia.  EN  Desplazamiento Forzado interno en Colombia: Conflcito, Paz y Desarrollo. Memorias 
Seminario Internacional. CODHES- ACNUR. 2000 Pag: 175 
200 NACIONES UNIDAS. Informe del Representante del Secretaria General sobre desplazamientos internos. 
Enero de 2000. 
201 GONZALEZ, M. Desterrados y desplazados en Colombia.  Médicos Sin Fronteras. 2001. 
202 MESA DE TRABAJO DE TRABAJO DE BOGOTA SOBRE EL DESPLAZAMIENTO FORZADO. 
Memorias Jornada de análisis del decreto 2569 de 2000. MENCOLDES. 2001. Pag: 13. 
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tal magnitud que se hace necesario que este tema sea asumido directamente 
por la más alta instancia del país, el presidente de la República, quien 
simboliza “la unidad nacional” y “está obligado a garantizar los derechos 
libertades de todos los ciudadanos (Constitución Política art. 188) y es al 
mismo tiempo jefe de Estado, Jefe de Gobierno y suprema autoridad 
administrativa (Constitución Política art. 189). “(…) El Presidente de la 
República es el órgano constitucional indicado para superar la situación de 
estancamiento en que se halla la atención de la población desplazada (…)” 203. 
 
En este decreto se reglamentaron las atribuciones de la Red de Solidaridad Social 
como coordinadora del Sistema Nacional de Información y Atención Integral a la 
Población Desplazada por la violencia; se definió la condición de desplazado y la 
cesación de tal condición; se creo el Sistema Único de Población Desplazada a través 
de la inscripción de la declaración de esta condición;  se reglamento el proceso de la 
declaración y su inscripción, como los tiempos, la valoración y la exclusión del 
registro único; se especificaron los efectos de la declaración e inscripción para las 
acciones de atención a la población en las fases de ayuda inmediata, atención 
humanitaria de emergencia y los programas de retorno, reasentamiento o 
reubicación; asimismo se definió la conformación de comités municipales, distritales 
y departamentales para la atención integral a la población desplazada por la violencia.  
 
A estos comités le definieron entre sus funciones: “Coordinar y adoptar medidas de 
ayuda humanitaria de emergencia tendientes a aliviar las necesidades más urgentes 
de la pob lación desplazada”  y “Diseñar y poner en marcha programas y proyectos 
encaminados hacia la atención integral de la población desplazada por la violencia, 
conducentes al logro de la estabilización socioeconómica de esta población”. De igual 
manera se previó la constitución de mecanismos operativos locales, las llamadas 
Unidades de Atención y Orientación, UAO. 
 
Asimismo se expidió el CONPES 3115 del año 2001 donde se hizo la distribución 
presupuestal sectorial para el cumplimiento del CONPES 3057 que definió el Plan de 
Acción para la prevención del desplazamiento forzado. 
 
                                               
203 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU 1150 del 2000. 
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En este CONPES se reconocieron tres factores como causales de no avanzar en la 
respuesta del Estado a la problemática: algunas entidades no asignaron recursos por 
falta de programas y proyectos y además faltaron recursos; segundo se reconoció la 
restricción de la población para acceder a los programas; y tercer o se evidenció la 
dispersión e insuficiente asignación de programas más generales y específicos para 
atender el fenómeno204 . 
 
6.5.3.2. En el  nivel sectorial nacional: La política de salud para la población 
desplazada 
 
El Plan Nacional de atención a la población desplazada se planteó la  atención en 
salud como uno de los componentes de la atención en  dos líneas de acción: la primera 
la atención humanitaria de emergencia, y la segunda, la consolidación y estabilización 
socioeconómica de los desplazados. Ambas incluyen lineamientos y programas 
específicos para la atención en salud de la población desplazada y a ellos se tiene 
derecho en virtud de la Ley 387 de 1997 y del decreto reglamentario 2569 del año 
2000.   
 
Para la atención humanitaria de emergencia reconoció la ayuda temporaria e 
inmediata encaminada a acciones de socorro,  toda la atención de socorro debe darse 
de manera prioritaria y preferencial durante  tres meses.  De acuerdo al decreto 173 de 
1998, el tipo de atención que se plantea es integral, el cual debe cubrir el conjunto de 
acciones de promoción de la salud, prevención y curación de la enfermedad, la 
atención psicosocial y la rehabilitación, que se realizan bajo el marco de la Ley 100 de 
1993, los decretos 412 de 1992 y 1283 de 1996, los acuerdos 59 y 85 de 1997 del 
Consejo Nacional de Seguridad Social- CNSSS, y los lineamientos sobre atención 
psicosocial, entre otros.  
 
En la línea de acción de consolidación y estabilidad socio-económica en salud se 
expresa que la población se afiliará al régimen subsidiado de la seguridad social en 
                                               
204 DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN. Documento CONPES 3115 de 2001. Pag: 3-7 
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salud como una responsabilidad cuyo cumplimiento debe ser garantizada por las 
entidades territoriales.   
 
Para los programas, proyectos y acciones del Plan Atención Integral a la Población 
Desplazada se financian, en el caso de salud, con los recursos específicos del sistema 
de seguridad social en salud, pero además con las otras fuentes previstas por el 
Decreto 173 de 1998. Estas son: el Fondo nacional para la atención de la población 
desplazada por la violencia, el Fondo nacional de calamidades, aportes territoriales y 
los aportes con destinación específica para atención de la población desplazada 
provenientes de la cooperación internacional, entre otras. 
 
Con  la sentencia de la corte constitucional SU-1150 del 2000 y el decreto 2569 del 
mismo año, el Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud expide el decreto 185 
del 23 de diciembre del año 2000. En este decreto se establece una relación directa 
entre las IPS públicas y privadas con el FOSYGA, retirando la intermediación de los 
entes territoriales y de las Administradoras del Régimen Subsidiado, con el 
argumento en la demora con los pagos de servicios a las IPS, lo cual llevaba a negar la 
atención la población desplazada por parte de los prestadores de servicios. Este 
Consejo hizo el reconocimiento de las barreras de acceso a los servicios de salud de la 
población desplazada, con lo cual definió un nuevo procedimiento para la 
contratación de los servicios de salud. Esta definición llevo a que se aumentará 
significativamente la oferta de servicios de salud a esta población.  
 
Complementariamente en agosto de 2001 mediante la resolución 01 de 2001 de la 
Red de Solidaridad Social y la resolución 012 del Ministerio de Salud se dieron 
instrucciones sobre la atención en salud a la población desplazada a todas las IPS del 
país, así como se definieron procedimientos para agilizar la acreditación en el SUR 
para efectos de la atención en salud, y se dieron indicaciones para el trámite de 
cuentas ante el FOSYGA por parte de las IPS. 
 
En Bogotá, FISALUD hizo una convocatoria para que las IPS privadas atendieran a 
esta población. Pero por otra parte esta decisión  hizo que en la Secretaria de Salud  se 
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invisibilizará aún más  la responsabilidad sobre esta población como ente rector en lo 
territorial del Sistema de Seguridad Social en Salud en la ciudad2 0 5 .  
 
Con esta decisión la oferta de servicios para la población desplazada se aumento de 
manera considerable. La atención en salud era amplia en beneficios para esta 
población en comparación con los planes de beneficios del régimen subsidiado y 
contributivo, lo cual resultó llamativo para las instituciones prestadoras de servicios 
porque se daban mejores condiciones para la facturación. La población por su parte 
reconoció que se había mejorado el acceso a los servicios tanto en los hospitales 
públicos como con clínicas privadas. 
 
“… en ese tiempo fue muy buena la atención, ya no le hacían el feo a uno, le 
atendían de todo, le daban todos los medicamentos y uno iba a cualquier 
hospital o clínica y de una lo atendían, eso era muy bueno, pero esa dicha no 
duro mucho…” (Entrevista a líder población desplazada, hombre de 56 años)  
 
 “La Secretaría de Salud realiza observación frente a cómo se maneja 
actualmente el tema a nivel Distrital, advirtiendo que el portafolio de 
servicios ampliados para la atención a la población desplazada en el área se 
cobran en la actualidad con cargo al Fosyga.  Finalmente comenta el temor 
por parte de las instituciones privadas de los no pagos o glosas que realice el 
Fosyga, por lo cual es necesario promover entre las instituciones 
mencionadas la forma adecuada de cobro, para que así también en estas 
instituciones la población goce de los servicios brindados. De igual manera el 
consejo reconoce que en el tema salud si bien es lo que mejor ha funcionado, 
hoy día y con las reuniones que Fosyga ha convocado se deja en 
incertidumbre a las instituciones y la UAID en la forma de recepcionar 
población y remitir a servicios de salud, por lo cual este tema deberá ser 
aclarado y especificado. 206  
 
Si bien se avanzo en la oferta de servicios, esta atención podía accederse hasta tanto la 
población estuviera registrada y reconocida  como población desplazada por el 
Sistema Único de Registro- SUR-. Además se evidenció que a pesar de tener definido 
el pago de la atención en salud a la población desplazada afiliada la Régimen 
Subsidiado antes del desplazamiento con cargo a la ARS correspondiente esto no se 
dio. Las ARS no generaron mecanismos para ello al contrario evadieron dicha 
                                               
205 ALVAREZ; J, JIMENEZ, G, NARANJO, C. Ibid. 
206 CONSEJO DISTRITAL PARA LA ATENCION A LA POBLACION DESPLAZADA=SECRETARIA DE 
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responsabilidad a través de trámites administrativos. De igual forma  no se cumplió la 
prioridad de afiliación a esta población2 0 7 . 
 
Frente al reconocimiento de avances en materia de salud en esta política, se señalaron 
como vacios, la inexistencia de un sistema de seguimiento y evaluación del 
desempeño, los resultados y el impacto.  
 
“No hay información básica disponible que permita verificar el alcance real 
de la misma en la práctica y el grado de logro efectivo de los objetivos y 
metas, así como detectar la magnitud real de los problemas identificados. 
Como también se evidenció que predominio  la preocupación en los entes 
territoriales en salud, las EPS, las ARS e IPS esta en los aspectos puramente 
financieros  de los servicios y no en ofertar y desarrollar una atención 
integral a la población”208 
 
Según la Mesa de trabajo de Bogotá sobre el desplazamiento forzado, la atención en 
Bogotá no contaba con el compromiso de todas las autoridades y entidades 
responsables, en especial en los temas de salud y vivienda209 . 
 
“Parece que con la falta de atención en Bogotá nos quieren obligar a retornar 
o a renunciar a nuestros derechos”210 
 
6.5.3.3. El caso: El nivel Distrital de la política 
 
Para el período de 2001 a 2003 en la alcaldía de Bogotá asume la cabeza de gobierno 
por segunda vez Antanas Mockus Sivikas. El Plan de Desarrollo 2001- 2004: “Para 
vivir todos del mismo lado”, consto de siete objetivos: cultura ciudadana; 
productividad; justicia social; educación; ambiente; y gestión pública admirable.  
 
Para esta administración el plan de desarrollo apuntaba a convertir a Bogotá en una 
ciudad- escuela, por ello enfatizó su gestión en la convivencia, la seguridad y el 
                                               
207 ACNUR. Balance de la Política de atención a la población desplazada 1999- 2002. Bogotá. 2002. Pag: 141 
208 Ibid. Pag: 142 
209 MESA DE TRABAJO DE BOGOTA SOBRE EL DESPLAZAMIENTO. Nos enteramos de la nueva política 
del gobierno nacional para la población desplazada. Boletín No. 4, junio 2003: 7-10 
210 Ibid. Pag: 9 
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respeto por las normas como fundamentos de la capacidad de la sociedad para 
celebrar y cumplir acuerdos. El tema de desplazamiento forzado no apareció de 
manera explicita en este plan. Para tender a la población más vulnerable se enfatizo 
en la identificación y ubicación de esta población con el objetivo de focalizar hacia 
ellos recursos y tratar de incluirlos en distintos programas sociales a través del 
Sistema de Identificación de Beneficiarios- SISBEN-, esto se desarrollaría a través del 
programa “Identifiquémonos para la solidaridad”.  
 
A nivel Distrital la decisión de la corte constitucional y la expedición del decreto 2569 
del año 2000, se generó un debate en las organizaciones sociales que estaban atentas 
al tema del desplazamiento en la ciudad2 1 1 . En estas discusiones se planteó que había 
problemas de contenido como vacios en las categorías, definiciones, límites de tiempo 
tanto para el reconocimiento como población desplazada como para la respuesta del 
Estado. De igual manera mostraron inconsistencia en los plazos para rendir 
declaraciones para el registro de la condición de desplazado y excesos en las causales 
de exclusión del mismo. Asimismo evidenciaron que se dejaba a discrecionalidad de 
los funcionarios la interpretación y valoración de varios artículos. 
 
A comienzos del año 2001 se manifiesta la intención de activar el Consejo Distrital 
para la Atención a la Población Desplazada -CDAPD-2 1 2  por parte del Alcalde Mayor 
Antanas Mockus. Esta activación se dio el 16 de febrero de 2001 después de dos años 
de receso  de este consejo2 1 3 . En esta etapa se impulsó la elaboración del Plan Distrital 
para la atención a la población desplazada 
 
6.5.4. El retroceso de la política 
6.5.4.1. El nivel Nacional de la política de atención a la población desplazada 
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Para el final del período de gobierno de Andrés Pastrana el desplazamiento forzado 
aumentó a 659.700 personas entre los años 2000 y 2001, pese a que mientras tanto se 
realizaban los diálogos de paz, proceso que posteriormente terminó sin mayor avance 
en una negociación política del conflicto. Esta situación más la implementación del 
Plan Colombia fueron factores que determinaron el crecimiento de la problemática.  
 
La agudización de esta problemática se produjo en medio de la crisis de derechos 
humanos y de derecho internacional humanitario, según la Comisión Colombiana de 
Juristas entre octubre del año 2000 y marzo del año 2002, 20 personas fueron 
asesinadas diariamente por razones socio-políticas 2 1 4. 
 
El balance 2 1 5  de un grupo de organizaciones sociales2 1 6  sobre la política de atención a 
la población desplazada planteó que el desarrollo de la política seguía estando 
determinada por el interés de ahorrar gastos a las entidades públicas mediante el 
desestímulo de la demanda de bienes y servicios por parte de los desplazados.  
 
“Por ejemplo, el decreto 2569 del año 2000 condicionó las obligaciones de las 
instituciones públicas a la disponibilidad presupuestal, lo cual significó que el 
imperativo humanitario de atención a la población desplazada está 
supeditado a las decisiones del Ministerio de Hacienda. Lo anterior ha 
implicado que el Estado no ha cumplido con las orientaciones fijadas en la 
sentencia de la Corte Constitucional SU- 1150 del  año 2000”217 
 
Asimismo la Defensoría del Pueblo evidenció que las restricciones presupuestales 
aumentan la brecha entre las políticas diseñadas, el nivel de implementación y las 
necesidades de la población. Además de esto se mostró el bajo nivel de ejecución 
                                               
214 COMISIÓN COLOMBIANA DE JURISTAS. Panorama de los derechos humanos y derecho internacional 
humanitario en Colombia-informe de avance. Octubre de 2000 a marzo de 2002. Bogotá, Febrero de 2002. Pag: 
15-18 
215 MESA DE TRABAJO DE BOGOTA SOBRE EL DESPLAZAMIENTO INTERNO. Aspectos Críticos de la 
Política Pública de atención a la Población desplazada 1998- 2002. Boletín No. 4, septiembre de 2002Pag. 7-14 
216 Asociación de Ayuda Solidaria-ANDAS, Corporación de Apoyo a Víctimas de la Violencia Socio -política pro 
Recuperación Emocional- AVRE, Comisión Colombiana de Juristas-CCJ, Corporación Opción Legal, 
Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento-CODHES, Fundación Menonita Colombiana para 
el Desarrollo- MENCOLDES, Sección de Movilidad Humana del Secretariado Nacional de Pastoral Social y 
Servicio Jesuita a Refugiados. 
 
217 MESA DE TRABAJO DE BOGOTA SOBRE EL DESPLAZAMIENTO INTERNO. Aspectos Críticos de la 
Política Pública de atención a la Población desplazada 1998- 2002. Boletín No. 4, septiembre de 2002Pag. 7-14 
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presupuestal de las entidades encargadas de la política que no superaba el 60% para 
el mes de noviembre del año 20012 1 8 . 
 
“La política de Andrés Pastrana no funciona, por ejemplo a los amigos que 
retornaron del Sur de Bolívar, como el gobierno no cumplió los acuerdos, la 
población fue nuevamente atacada por los grupos paramilitares, los lideres 
que conocimos fueron asesinados, o  desplazados, les toco huir de 
nuevo”(entrevista líder de población desplazada, hombre de 56 años) 
 
En el mes de agosto de 2001 visitó Colombia la Red Interagencial de las Naciones 
Unidas sobre el desplazamiento, un representante de la Oficina del Secretario General 
para el desplazamiento interno.  Su informe fue presentado por la Alta Comisionada 
de las Naciones Unidas para los derechos humanos en la comisión de derechos 
humanos de este sistema: 
 
“La respuesta de las autoridades locales ha sido inadecuada; el acceso a los 
programas continuó presentado complicaciones; los recursos asignados y 
ejecutados fueron insuficientes; la prevención siguió siendo ineficaz y las 
minorías étnicas continuaron siendo víctimas de manera 
desproporcionadas…existe una gran brecha entre el desarrollo normativo y 
de las políticas de atención con los niveles reales de ejecución”219 
 
De igual forma ACNUR adelantó un balance la política de atención al desplazamiento 
forzado cuyo objetivo se centro en observar el posicionamiento del tema del 
desplazamiento en la agenda de gobierno, del estado y de la sociedad en su 
conjunto2 2 0. En este informe se planteó que si bien hubo un reconocimiento explicito 
del gobierno de Andrés Pastrana sobre el problema del desplazamiento, dicho 
reconocimiento no se dio por igual en todas las instancias, ni siquiera de las 
instituciones que hacen parte del SNAIPD. Desde la delegación de la coordinación de 
este sistema de atención en la Red de Solidaridad Social  desde principios de 1999 
hasta finales del 2001, la responsabilidad principal de la atención recayó en esta 
                                               
218 DEFENSORIA DEL PUEBLO. Informe defensorial sobre el desplazamiento forzado por la violencia en 
Colombia, No.1, Bogotá, Abril de 2002. Pag. 39 
219 ROBINSON, M. Informe sobre la situación de derechos Humanos en Colombia. Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas, 58 período abril de 2002. 
220 ACNUR. Balance de la Política de atención al desplazamiento forzado en Colombia 1999-2002. Colombia. 
Op. Cit. Pag:11-36 
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instancia, pero con el agravante de bajos recursos y poca infraestructura para su 
funcionamiento. Por otra parte se planteó que el tema estuvo ausente en la agenda del 
Congreso de la República. Asimismo se planteo que la ejecución de los recursos del 
Estado se enfrenta a numerosas restricciones propias de la normatividad que rige la 
función pública. 
 
 “Los procedimientos y mecanismos utilizados están diseñados para atender 
situaciones normales de gasto, pero impiden atender la emergencia 
humanitaria inherente al desplazamiento de manera pronta y eficaz” 221 
 
Para el período agosto 2002 a agosto de 2006  ejerció la cabeza de gobierno nacional 
Álvaro Uribe Vélez. En este periodo según el Sistema Único de Registro de Acción 
Social se  presentaron  1.067835 personas desplazadas. Se evidencia en estas 
estadísticas oficiales que en este período se concentro el 57% de esta población 
desplazada en los último doce años. 
 
La política de este gobierno se planteó como un camino hacia un Estado 
Comunitario2 2 2 .  Este plan ubicó cuatro objetivos: brindar seguridad democrática; 
impulsar el crecimiento económico sostenible y la generación de empleo; construir 
equidad social; e incrementar la transparencia y eficiencia del Estado. 
 
Como solución de fondo a la situación del desplazamiento se definió en la agenda de 
gobierno, la obtención de condiciones de convivencia pacífica mediante el ejercicio 
legítimo de la autoridad, el cumplimiento de las funciones estatales de seguridad, 
defensa y justicia, con el propósito de resolver definitivamente el conflicto armado 
interno. Desde esta perspectiva se planteo que  la mejor forma de prevenir el 
desplazamiento forzado era con la restitución y consolidación de la autoridad 
democrática, y bajo este enfoque se  realizaría la observancia de los derechos 
humanos y los principios rectores de las Naciones Unidas para los desplazados 2 2 3 . 
 
                                               
221 Ibid. Pag: 18 
222 Ibid.  
223 Presidencia de la República - Departamento de Nacional de Planeación. Bases del Plan Nacional de Desarrollo: 
Hacia un Estado Comunitario 2002- 2006. p.p. 59-65. 
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Al comenzar este período presidencial en los medios de comunicación se planteaba un 
ambiente favorable a la salida militar y de fuerza que se impulsaría, con la esperanza 
de resolver de raíz el prolongado conflicto armado interno en Colombia. Este 
entusiasmo se centraba la política llamada de “Seguridad Democrática” de este 
gobierno. La ruptura de los diálogos entre el anterior gobierno y los grupos 
guerrilleros FARC, generó por diferentes fuentes, especialmente los medios masivos 
de comunicación, un ambiente colectivo de decepción, desprestigió y agotamiento de 
la solución política y negociada. Además,  la campaña mundial de lucha antiterrorista 
y las invasiones a Afganistán e Iraq que siguieron a los atentados del 11 de septiembre 
en Estados Unidos , contribuyeron a fortalecer esta política.  
 
Esta política se centró en un fortalecimiento de las fuerzas armadas y el desarrollo de 
una estrategia militar involucrando a la sociedad civil. Por su lado los grupos 
guerrilleros han replegado su accionar frente a la ofensiva del gobierno.  
 
En esta dinámica se emite el  decreto 2002 de 2002, expedido en el marco del estado 
de conmoción interior, el cual contradice convenios internacionales de derechos 
humanos y derecho internacional humanitario, limita derechos fundamentales de los 
colombianos relacionados con el debido proceso, la presunción de inocencia, la 
distinción entre combatientes no combatientes y la no-discriminación. Las 
consideraciones y las medidas específicas de este decreto incriminan a la población 
civil como la responsable del conflicto; se la señala como abierta colaboradora de los 
grupos al margen de la ley, y por tanto, es contra ella que se dirigen las medidas. 
 
“Resulta clara la intencionalidad de estigmatizar y criminalizar a la 
población civil, de manera particular aquella que vive en zonas de presencia 
de los grupos insurgentes. El peso riguroso de la represión se está aplicando a 
los que no son y las medidas no apuntan específicamente a conjurar las 
causas que fueron señaladas como motivo de la perturbación.”224  
 
Según los registros de organizaciones sociales como CODHES, CINEP, Justicia Y Vida 
entre enero de 2002 y  septiembre 2006 se han presentado más de doce mil victimas 
de violaciones a los derechos humanos, 9.997 victimas de infracciones graves al 
                                               
224 CINEP. Revista Noche y Niebla. Informe diciembre 2002. EN www. Cinep.0rg/ 
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Derecho Internacional Humanitario, y 8.777 víctimas combatientes de acciones 
bélicas, y con un aproximado de 1.160.542 víctimas de desplazamiento forzado. Esto 
implica que diariamente se han presentado aproximadamente 933 victimas de la 
violencia política en el país. 
 
Este gobierno, el presidente y su gabinete, afirmaron categóricamente que en 
Colombia no hay un conflicto armado interno sino actos de terroristas.  Según 
CODHES2 2 5,  durante este período en el país virtual no hay conflicto armado interno, 
el desplazamiento forzado se reduce, no hay crisis humanitaria, mejora la seguridad y 
se fortalece la presencia del Estado en todo el territorio nacional, la derrota de la 
guerrilla es inminente, las autodefensas cumplen la condición de cese del fuego para 
mantener los diálogos de paz, disminuyen los cultivos de uso ilícito y las fumigaciones 
son inofensivas. Pero en el país real sucede todo lo contrario. 
 
Durante el desarrollo del primer gobierno de Alvaro Uribe se evidenciaron dos 
posiciones frente a la gestión de este gobierno. La primera fue la del gobierno, un 
grupo importante de empresarios y gremios, en esta versión se planteó un balance 
alentador, con ganancia de control territorial del Estado en regiones del país donde 
antes imperaba la ley de los grupos guerrilleros, así como que la disminución de los 
índices de delitos asociados al narcotráfico, terrorismo y subversión. Se afirma que se 
avanzaba en la resolución del Conflicto Armado con golpes contundentes a las fuentes 
económicas de los grupos al margen de la Ley y a sus filas de combatientes, ya sea por 
bajas en combate, capturas o entregas para la reinserción. Estos resultados fueron 
elogiados por países como Estados Unidos, uno de los principales aliados de este 
gobierno, por los empresarios colombianos e inversionistas extranjeros.  
 
En la segunda posición están los fuertes cuestionamientos realizados por parte de 
organismos como: la Organización de Naciones Unidas (ONU), analistas políticos, 
organizaciones de Derechos Humanos nacionales e internacionales, sustentados en 
una evidente legislación represiva, militarización de la sociedad, agudización de la 
                                               
225 CODHES. Boletín CODHES informa No. 58. La política del avestruz. Mayo de 2005. 
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violencia sociopolítica que a su vez agudiza la crisis humanitaria, trato desigual frente 
a los actores armados, el empobrecimiento de la población, la deslegitimación de la 
defensa de los Derechos Humanos y la incoherencia entre la inversión para la guerra y 
la inversión social, quienes elevaron voces de protesta contra dicha política y sus 
resultados, afirmando que, “la comunidad internacional está siendo engañada con un 
Plan de Guerra, con lenguaje social”2 2 6 .   
 
“Más allá de los debates y las campañas publicitarias sobre el éxito de la 
política de “seguridad democrática”, en las regiones se vive con intensidad la 
crudeza de la guerra. La combinación de fumigaciones con el despliegue de 
acciones militares, la ofensiva militar en territorios con presencia de la 
guerrilla y el recorte de garantías democráticas y judiciales de miles de 
colombianos(as), introduce nuevas lógicas de guerra y genera profunda 
desconfianza de la población sobre la capacidad del Estado para ofrecer 
alternativas sociales a las comunidades, defender los derechos básicos y las 
libertades fundamentales”227. 
 
En el último balance de la política de atención a la población desplazada realizado por 
ACNUR2 2 8  planteó que la visión de la política de prevención, protección y atención al 
desplazamiento interno forzado entre el 6 de agosto de 2002 y enero 22 de 2004, así 
como la redefinición de prioridades y la re-estructuración del esquema institucional, 
dieron lugar al desmonte de las acciones afirmativas que aplicaba el Estado a favor de 
la población desplazada. Asimismo evidenció una tendencia a incluir a esta población 
dentro de la categoría general  de población pobre y vulnerable, afectando su 
condición de mayor afectación y su derecho a la igualdad. 
 
Sobre la atención a la población desplazada la corte constitucional en el año 2004 
profirió la sentencia T- 025, luego de revisar 108 acciones de tutela impuestas por 
personas víctimas del desplazamiento forzado, 17 pronunciamiento previos sobre el 
problema. En dicha sentencia se afirmó que no había un plan de acción integral, 
además que la asignación de responsabilidades era difusa con graves deficiencias en 
cuanto a la capacidad institucional, así como había una disminución del presupuesto 
                                               
226 Ibid. 
227 CODHES. Boletín de prensa. Febrero de 2004 
228ACNUR. Balance de la política de prevención, protección y atención al desplazamiento interno forzado en 
Colombia: agosto 2002- agosto 2004.  Bogotá. 2004. Pag: 23-38 
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del año 2004 con respecto al año 2003 para atención a la población desplazada. Dada 
la relevancia de la problemática se dio un año a las entidades del Estado 
comprometidas en la atención del fenómeno, para dar solución al problema. Esta 
sentencia obliga al alto gobierno a prevenir desplazamientos forzados, proteger y 
atender a las poblaciones desarraigadas y garantizar la restitución de sus derechos. El 
plazo fijado por la Corte Constitucional para que el gobierno presentara alternativas 
presupuestales  fue el 1 de diciembre de 2005. 
 
“El Gobierno prepara medidas urgentes para cumplir fallo de Corte 
Constitucional sobre desplazamiento. El tribunal amenazó con sancionar a 
varios ministerios y direcciones por no hacer lo suficiente para solucionar la 
situación de los desplazados. El regaño de la Corte Constitucional por la 
situación de la población desplazada en el país puso literalmente a correr a 
varios ministros y altos funcionarios de la administración Uribe Vélez.  El 
Ministerio de Hacienda y Planeación Nacional buscan fórmulas para resolver la 
pregunta del año: ¿de dónde saldrán los 3,5 billones de pesos que, según cuentas 
del propio Gobierno, hacen falta para atender a los colombianos que huyen de la 
guerra?. “Estamos trabajando en el cronograma de gasto de los recursos ya 
asignados, como lo ordenó la Corte, y vamos a depurar algunas cuentas, porque 
de pronto el faltante no es tan grande”, dijo el subdirector de Planeación, 
Mauricio Santamaría. El ministro de Hacienda, Alberto Carrasquilla, también 
está en esa tónica: “Personalmente les mostré a los magistrados los rubros. Pero 
ellos consideran que hace falta acato: respeto la decisión y me pongo a trabajar 
para entregar el primero de diciembre un documento a satisfacción de la Corte", 
dijo. El ministro del Interior, Sabas Pretelt de la Vega, expedirá hoy varios 
decretos para reglamentar claramente cuáles son las responsabilidades de 
alcaldes y gobernadores frente a los desplazados que llegan a sus jurisdicciones.  
“La Corte nos ha pedido que nos aseguremos que todos los mandatarios locales y 
seccionales hagan la tarea, y eso es lo que vamos a hacer. La parte presupuestal 
sí es más complicada, porque podríamos llegar a una situación en la que los 
gobiernos tendrían que escoger entre dedicarse únicamente a la población 
desplazada o dividir esfuerzos y recursos entre todos los pobres del país”, dijo 
Pretelt de la Vega. Por su lado, el ministro de Agricultura, Andrés Felipe Arias, 
confirmó a El Tiempo que impartió instrucciones para que sus funcionarios 
tengan una mayor coordinación con la Dirección Nacional de Estupefacientes, 
que provee parte de las tierras que se les entregan a los desplazados y sus 
familias.“He venido haciendo lo que he podido hacer, dentro de mis limitaciones”, 
dijo.229.  
 
                                               
229 Periódico El Tiempo. 19 de septiembre de 2004. 
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Si bien este fue un avance legislativo para avanzar en la respuesta del Estado a la 
población desplazada, CODHES2 3 0  afirma que de alguna manera, la sentencia 
también reduce las expectativas sobre los alcances de la  atención integral que habían 
sido generadas por anteriores decisiones de tutela que estaban sustentadas en una 
interpretación generosa de los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos.  
 
En efecto, si esta sentencia se analiza desde un enfoque de derechos humanos, la 
propuesta de la Corte se circunscribe en un marco mucho más estrecho que el 
previamente existente, y además no delimita la ruta a seguir para la realización de 
cada derecho en términos de la progresividad exigida por el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC). 
 
Para comienzos del año 2005 el Gobierno nacional dio a conocer un informe sobre el 
descenso en las violaciones a los derechos humanos, pero por otra parte CODHES y la 
Pastoral Social  plantearon un incremento en el desplazamiento, llegando a una cifra 
de 287.581, como también un aumento interurbano y confinamiento. Esta cifra fue 
refutada por el gobierno, afirmando que las personas desplazadas no superaban las 
137.315 personas. Además a través de los medios de comunicación 2 3 1  las ONG 
manifestaron estar preocupadas por las tensas relaciones del gobierno nacional y las 
Naciones Unidas. 
 
“La iglesia católica pidió tratar con urgencia el fenómeno del desplazamiento 
y dijo que antes de entrar a polemizar sobre quién maneja las cifras más 
exactas, hay que tomar medidas inmediatas, en especial para buscar una 
salida negociada al conflicto”232 
  
El gobierno nacional decide cambiar la figura de la Red de Solidaridad Social por la 
Agencia presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional. Un año 
después de expedida la sentencia T-25 el gobierno nacional informó que el 78% de la 
                                               
230 CODHES, Boletín de Prensa. Septiembre de 2004. Consultado en www.codhes.org/ 
231GOMEZ, A. Agite en horas previas a cumbre: desplazamiento aumenta de nuevo. Periódico El Tiempo. 
Miércoles 2 de febrero de 2005 
232 GOMEZ, A. Agite en horas previas a cumbre: desplazamiento aumenta de nuevo. Periódico El Tiempo. 
Miércoles 2 de febrero de 2005 
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población desplazada no recibía ayuda, el 80% no tenía cobertura en salud y el déficit 
de vivienda llegaba al 98%. Además entregó un informe a esta instancia para 
demostrar que estaba cumpliendo con esta sentencia, pero  la corte consideró que ese 
proceso era lento e irregular y los esfuerzos eran insuficientes2 3 3 . 
 
“No solo existe una enorme brecha entre los recursos disponibles y los que se 
necesitan para atender a estas personas, sino que hay fallas protuberantes y 
graves de coordinación que impiden que la ayuda llegue, dijo el presidente de 
la Corte, Manuel José Cepeda”234 
 
6.5.4.2. En el  nivel sectorial nacional: La política de salud para la población 
desplazada 
 
 
Para el año 2002 se dio un giro en la política de salud para la atención a la población 
desplazada. Nuevamente la política se centra en el problema de los costos de la 
atención a la población y la eficiencia de los recursos. El Gobierno Nacional promovió 
la corresponsabilidad y subsidiariedad en la atención y puso límites a la atención 
hasta ahora adelantados.  En seis meses profirió el Ministerio de Protección Social las 
circulares 042 y 045 del año 2002 y la resolución 474 del año 2003.  
 
La circular 042 precisó las fuentes de financiamiento de la atención en el marco  del 
SGSSS: financiamiento por ECAT de servicios no-POS inherentes al desplazamiento. 
El pago a través del municipio expulsor para no asegurados y pago por medio de las 
ARS o EPS en asegurados. Lo cual llevó a que las IPS  cerrarán los programas 
especiales habían  desarrollado para atención a la población desplazada. 
 
La atención en salud se centró en la primera fase a ser atendido como población 
vinculada a través del ente territorial respectivo del municipio receptor, pero solo a la 
                                               
233 PERIDIODICO EL TIEMPO. Corte constitucional aprieta al gobierno por desplazados. Miércoles 14 de 
septiembre de 2005. 
234 Ibid. 
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población que estuviera reconocida a través del SUR por parte de la Red de 
Solidaridad, 
 
Con esta circular se estableció que las IPS’s que  les hubiesen prestado servicios de 
salud a personas desplazadas registradas en el SUR y que a su vez se encontraran 
afiliadas al SGSSS o a un régimen de excepción, deberían facturar los servicios a la 
Entidad Promotora de Salud, Administradora del Régimen Subsidiado o del Régimen 
excepcional al cual estuviesen afiliados, teniendo como limite el  plan de beneficios 
correspondiente a cada régimen. Y si la prestación de servicios excedía el respectivo 
plan dichos servicios serían cancelados con cargo a la Subcuenta ECAT del FOSYGA. 
Mientras que los servicios prestados a quienes no tuviesen ningún tipo de afiliación se 
facturarían con tarifas SOAT a la entidad territorial de municipio expulsor. 
 
Además se condicionó  el pago de la facturación a la verificación de que la prestación 
de los servicios de salud correspondiese a eventos inherentes al desplazamiento, la 
pregunta que suscito dicho lineamiento ¿Cómo se establece un factor inherente al 
fenómeno?. 
 
Con estas circulares se generó una negación de servicios de salud a la  población 
desplazada por parte de las IPS privadas y de los hospitales públicos argumentando el 
temor de no poder hacer efectiva la facturación. 
 
Por otra parte se expidió el Decreto presidencial 2131 del año 2003 , con el cual 
se definió con  precisión el financiamiento y la inclusión de la población desplazada en 
los límites del sistema de seguridad social. Se dió un marco de regulación a la atención 
en salud, definiendo los mecanismos de financiación según aseguramiento de la 
población: asegurados con cargo al asegurador; no asegurados y servicios no-POS con 
cargo al Sistema General de Participación. La responsabilidad por la atención y 
prevención de riesgos es del municipio receptor.  Esta decisión hizo que  la atención a 
esta población desplazada se asimilara al resto de la población pobre y vulnerable.  
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También se expidió el Acuerdo 244 del año 2003  definiendo la forma y 
condiciones de operación de la Red de Solidaridad. Además se determinaron los 
criterios de identificación, selección y priorización de los potenciales beneficiarios de 
los subsidios, el procedimiento de afiliación de dichos beneficiarios, la operación 
regional de las ARS y el proceso de contratación del aseguramiento.  
 
Con esta decisión la población en situación de desplazamiento tendría que cursar por 
el mismo procedimiento definido para la población identificada con mayor 
vulnerabilidad por el SISBEN, esto significa entrar en el procedimiento de ser 
priorizado como población beneficiaria de subsidio en salud, acudir al proceso de 
libre elección que solo se abre entre 90 a 120 días antes de comenzar nueva vigencia 
de contratación de los entes territoriales con las Administradoras del Régimen 
Subsidado- ARS.  Asimismo se estableció que con la carta de reconocimiento solo se 
atiende Urgencia a esta población y el resto de servicios se prestan cuando este 
afiliados alguna ARS. 
 
En el mismo año con el Acuerdo 243 del año 2003 del Consejo Nacional de 
Seguridad Social en Salud se aprueba el presupuesto del Fosyga, vigencia 2003, y se 
establece y distribuye un monto específico, cupo indicativo o valor per cápita-año, 
para cada departamento o distrito certificado por la Red de Solidaridad Social como 
receptor de esta población. El Ministerio de Protección Social estableció convenios 
con los entes territoriales para la asignación de los cupos. Con esta medida se emite la 
Resolución 474 del año 2003 con la cual se define los cupos indicativos por 
departamentos y distritos para la distribución de recursos ECAT del Fosyga, 
subproyecto 4: "Apoyo reclamaciones víctimas población desplazada".  
 
Esta últimas decisiones del Ministerio de Protección Social llevaron a regresividad en 
términos de la atención prioritaria y diferenciada que se había definido inicialmente 
para la población desplazada por su condición de mayor vulnerabilidad y en la 
perspectiva de restitución de derechos ciudadanos.  
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Estas adopciones en la práctica establecieron barreras de acceso para la población al 
no definir claramente aquello que significa "inherente al desplazamiento” y por la 
complejidad del mecanismo que propone para el pago por servicios por parte de los 
municipios expulsores.   
 
En el balance de ACNUR entre 2002 y 2004 en cuanto al tema de salud planteó que la 
redefinición del esquema de atención en salud implicó serías restricciones para la 
población.   
 
“Estas limitaciones se dieron por el desmonte del régimen especial que se 
tenía, pasando nuevamente  a la responsabilidad  del nivel central, los 
departamentos y los municipios, con la dificultad que implica hacer depender 
la atención a voluntad y capacidad del ente territorial y ligarla a la 
localización territorial de la población”235 
 
6.5.4.3. El caso: El nivel Distrital de la política 
 
Durante este período en la alcaldía de Bogotá terminó período el alcalde Antanas 
Mockcus e inició  uno nuevo el alcalde Luis Eduardo Garzón, líder sindical y miembro 
de Polo Democrático, de corriente de izquierda.   
 
Este nuevo gobierno Distrital para el período entre 2004- 2008 el plan de desarrollo 
fue denominado Bogotá sin indiferencia: un compromiso social contra la pobreza y la 
exclusión. Este plan hace un llamado a construir una ciudad sin indiferencia y a la 
construcción de un Estado Social de Derecho. En este plan se asumió la perspectiva de 
los derechos humanos y la participación ciudadana.   
 
En su diagnóstico reconoció que en la ciudad se han dado avances importantes en 
equipamiento urbano, ordenamiento territor ial, habitat, el ambiente, movilidad y el 
espacio público. Así como un mejoramiento en los índices de Necesidades Básicas 
Insatisfechas, Calidad de Vida y Desarrollo Humano por la vía de acceso a los 
                                               
235 ACNUR.  Balance de la política de prevención, protección y atención al desplazamiento interno forzado en 
Colombia: agosto 2002- agosto 2004.   Op. Cit. Pag: 33 
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servicios básicos. Pero hizo énfasis que en la ciudad el desempleo y la pobreza por 
ingresos aumentaron drásticamente desde finales de los años noventa. Reconociendo 
que aproximadamente el 50% de la población bogotana no obtiene ingresos 
suficientes para cubrir la canasta básica de bienes y serv icios, y cerca del 20% no tiene 
ingresos suficientes para cubrir sus necesidades básicas de alimentación. “Bogotá se 
modernizo pero no se ha hecho humana”2 3 6.  
 
Este plan se organizó en tres ejes y un objetivo que articula todas las acciones, estos 
son: eje social, eje urbano regional, eje de reconciliación, y el objetivo es el de gestión 
pública humana, sostenible y eficaz. El tema de desplazamiento forzado fue 
abordado en el eje de reconciliación en un programa de atención a la población en 
condición de desplazamiento forzado, desmovilización o vulnerabilidad frente a la 
violencia, con perspectiva de derechos humanos y derecho internacional humanitario.  
 
Desde una iniciativa de la Alcaldía Mayor de Bogotá con el apoyo de la comunidad 
internacional, en especial el sistema de Naciones Unidas y el Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Refugiados - ACNUR se hizo un acuerdo de voluntades entre 
ciudades receptoras de población desplazada. Los municipios que firmaron el acuerdo 
fueron: Bogotá; Medellín, Cali, Cartagena, Bucaramanga, Santa Marta, Viotá, Ataco, 
Malambo, Rio Blanco, La Palma, Soledad, Chaparral, Yacopí, Bello, Giron, Soacha, 
Itagüi, Florida Blanca y Caparrapí. Las Alcaldía de Medellín y Bogotá asumieron el 
liderazgo de esta iniciativa de concertación política para articular estrategias 
conjuntas de atención al desplazamiento forzado en estrecha coordinación con el 
gobierno nacional y la cooperación internacional. A propósito del fallo de la Corte 
Constitucional en su sentencia t- 025 de enero de 2004,  esta propuesta de voluntades 
se plantea como un aporte al cumplimiento de  la misma desde los entes territoriales, 
afirmando: “una agenda social basada en la inclusión, la solidaridad, el tratamiento de 
las diferencias y de las transversalidades de los derechos humanos”2 3 7  
 
                                               
236 ALCALDIA MAYOR DE BOGOTA. Plan de desarrollo: Bogotá Sin Indiferencia- un compromiso social 
contra la pobreza y la exclusión. 2004- 2008.  2004. Pag: 19 
237 ACNUR -ALCALDÍA MAYOR DE BOGOTÁ- ALCALDÍA DE MEDELLÍN. Iniciativas para fortalecer las 
políticas públicas de atención al desplazamiento interno: acuerdo de voluntades. 2005. Pag: 12. 
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Para finales del año 2004 se autoriza por parte del gobierno Distrital la apertura de 
tres Unidades de Atención Operativa- UAO-. Para finales del año 2005 estaban 
funcionando las UAO en las localidades de SUBA, CIUDAD BOLIVAR, PUENTE 
ARANDA y BOSA. 
 
Para el mes de agosto del año 2005 salió a la opinión pública en la ciudad, con la toma 
de 163 casas de una urbanización en construcción en el barrio Patio Bonito de la 
Localidad de Kennedy por parte de un grupo de familias desplazadas. 
 
“No me pregunten por mi nombre, pero simplemente les puedo decir que 
necesitamos donde vivir” 238 
 
Esta situación  puso nuevamente el tema del desplazamiento como asunto prioritario 
para el gobierno Distrital. Luego de intensas negociaciones se reubicaron estas 
familias a través de la gestión con la UAID. 
 
Para diciembre de 2005 se oficializó una ayuda de la Unión Europea para la alcaldía 
con el fin de adelantar programas entre los años 2006 y 2008 para las familias 
desplazadas en la ciudad. Esta ciudad fue la primera entidad en recibir este tipo de 
ayuda, y se establecido como entidad coordinadora de la ejecución de este programa 
la Secretaria de Gobierno. 
 
Nuevamente pasado un año de la toma en el Barrio Patio Bonito se desarrollo una 
nueva toma por parte de la población desplazada en el mes de julio del año 2006. Este 
hecho se desarrollo en el parque central de la localidad de Bosa.  Allí se ubicaron 
12000 personas, aproximamente 572 familias2 3 9 . Solo en el hospital de Bosa se 
atendieron 240 menores afectado por el hacinamiento2 4 0. Esta nueva situación duro 
más de un mes.  
 
                                               
238 PERIODICO EL TIEMPO.  Desplazados se toma barrio. Martes 30 de agosto de 2005. 
239 SECRETARIA DE GOBIERNO. Informe toma de Bosa. Julio de 2006. 
240PERIODICO EL TIEMPO.  Lideres de protesta serían procesados.  Vierne 28 de julio de 2006 
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“Reconocemos que hay zonas del país donde estamos atrasados, y en este caso 
nos comprometemos a solucionar cada una de las peticiones, pero con lideres 
que faciliten la cosa”241 
 
Por su parte la iglesia catól ica ratifico nuevamente su posición sobre que la ayuda a la 
población desplazada no tenía impacto. En una declaración para el períodico El 
Tiempo del jueves 27 de julio del año 2006: 
 
“A pesar de la ayuda de instituciones públicas y privadas  para esta 
población, este esfuerzo no ha tenido impacto, principalmente por problemas 
de coordinación entre las entidades. Y es que el panorama de esta población 
es desalentador, un reciente estudio de la Pastoral Social reveló que cada 
familia de estas vive con ingresos mensuales de 148.000 pesos.”242 
 
En el tema de salud  en el Ministerio de Protección Social se destinaron recursos para 
desarrollar proyectos de atención psicosocial a esta población, con los cuales la 
Secretaria de Salud contrató en el año 2003 a los Hospitales de Suba y Vista Hermosa, 
para su desarrollo en la ciudad. Estos proyectos no tuvieron un lineamiento claro, 
fueron limitados en el tiempo y con escasos recursos, pero aún así fueron un 
precedente para colocar el tema de las limitaciones en el acceso a servicios de salud en 
población desplazada.  
 
Con este antecedente y con la intención de definir un plan único para la atención a la 
población desplazada desde la SDS se impulso la constitución de una mesa de salud 
de la población desplazada donde llegarían distintas instituciones del distrito y lideres 
para construir alternativas que permitieran mejora el acceso a los servicios de salud a 
esta población2 4 3. 
 
Con el plan de gobierno del alcalde Luis Eduardo Garzón, el tema de la salud para la 
población desplazada se abordó conjuntamente a través del eje social con el programa 
“Salud para la vida digna”, en este programa se plantearon las garantías del derecho a 
la salud mediante la universalización progresiva de la atención integral con enfoque 
                                               
241 Declaración del director de Acción Social. PERIODICO EL TIEMPO.  Lideres de protesta serían procesados.  
Vierne 28 de julio de 2006 
242 Declaración de Monseñor Héctor Fabio Henao, director del Secretariado Nacional de Pastoral Social de la 
Iglesia Católica para el Períodico El Tiempo. 27 de julio de 2006 
243 ALVAREZ; J, JIMENEZ, G, NARANJO, C. Op. Cit. 
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familiar y comunitario respetando las diferencias según género, etnia, ciclo vital y 
credo religioso, y priorizaron las intervenciones según situaciones especiales como la 
situación de desplazamiento forzado por el conflicto armado interno.  
 
De esta política su programa fue Salud a su Hogar que planteó un cambio en el 
modelo de atención en salud, colocando como estrategia central la Atención Primaria 
en Salud.  Este programa implicó visitas en casa para reconocimiento de condiciones 
de vida y necesidades de salud de la población en territorios de mayor fragilidad 
social, así como canalización efectiva a los servicios de salud de acuerdo a las 
prioridades del grupo familiar. El proceso inició con una caracterización del grupo 
familiar, en donde se incorporó una variable para identificar la población desplazada.  
 
Para el año 2005 a través de la dirección de Salud Pública de la SDS en el Plan de 
Atención Básica se concretan diez proyectos de atención psicosocial a la población 
desplazada2 4 4 . Estos proyectos fueron desarrollados por los hospitales de las diez 
localidades donde se presentaba mayor número de población desplazada.   
 
Además se empezó a desarrollar un convenio conjunto entre esta Secretaría, la 
Pontifica Universidad Javeriana y la Fundación de Atención al Migrante para levantar 
una línea de base de las condiciones de vida y acceso y uso a los servicios de salud de 
la población desplazada en la ciudad en la perspectiva de construír una propuesta de 
lineamientos de política de salud del distrito capital  para esta población. 
 
Para este momento se reactiva la dinámica de un grupo denominado grupo funcional, 
conformado por un delegado de cada dirección y oficina de esta secretaria, a decir: 
salud pública, desarrollo de servicios, aseguramiento, oficina de participación y 
atención al usuario. Este grupo debía coordinar acciones institucionales al tema de la 
atención en salud a la población desplazada.  
 
                                               
244 SECRETARIA DE SALUD DE BOGOTÁ. DIRECCIÓN DE SALUD PÚBLICA. Lineamientos Plan de 
Atención Básica. 2005 
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Para las directivas de la SDS se estaba generando un debate conceptual y político 
frente a la perspectiva de la política pública del sector que le apuntará a una visión de 
calidad de vida y salud, se encontraron puntos de convergencia para construír nuevas 
propuestas de acción sectorial e intersectorial en el tema del desplazamiento 
forzado2 4 5 .  
 
“Ya el asunto de las acciones a esta población no se reducían a vincularlos al 
Régimen subsidiado, sino que se puso en el debate de la agenda pública del 
sector el tema del acceso y uso de los servicios de salud, como también se 
incorporó una visión de respuesta trans-sectorial en la perspectiva de 
restituir la condición de calidad de vida de la población en situación de 
desplazamiento.” 246 
 
Pero si  bien hubo un proceso interesante con la Dirección de Salud Pública para 
construír conjuntamente una nueva visión sobre la atención a esta población, no 
sucedió lo mismo con las otras direcciones de la SDS,  esto se debió a que no hubo un 
lineamiento claro para la planeación y la acción para estas instancias frente al tema2 4 7 .   
 
Con esta dinámica de proyectos de investigación, proyectos de intervención y una 
articulación mayor entre los hospitales, la Secretaria de Salud y la Unidad de Atención 
Integral Distrital se realizó un balance del acceso a los servicios de salud en la 
Unidades de Atención Operativas para la población desplazada. En este Balance se 
reconoció que la atención en salud a la población desplazada en Bogotá se ha dado por 
tres vías de oferta institucional: Certificaciones a Hospitales Públicos (CHP); Médicos 
Sin Fronteras (MSF), Profamilia (PROF). 
 
“ En el caso de  las  Certificaciones a Hospitales Públicos (CHP), el 
proceso consiste en orientar a las personas en condición de desplazamiento 
para que puedan acceder al servicio de salud en la red de Hospitales Públicos 
del Distrito. Las personas remitidas  por medio de la certif icación enviada a 
los hospitales públicos son personas en condición de desplazamiento, que pese 
a estar registradas en el SUR, aun no aparecen registradas en el 
Comprobador de Derechos de la Secretaría de Salud, razón por la cual no son 
atendidas. A Médicos Sin Fronteras (MSF), se remiten básicamente los 
siguientes casos: Personas que han declarado recientemente pero aún no han 
                                               
245 SECRETARIA DISTRITAL DE SALUD. Política de salud para Bogotá 2004 – 2008. 2004. 
246 ARIZA, Jhon. Citado por ALVAREZ; J, JIMENEZ, G, NARANJO, C. Op. Cit. 
247 ALVAREZ; J, JIMENEZ, G, NARANJO, C. Op. Cit. 
 122 
sido incluidas en el SUR y personas con duplicidad en el régimen subsidiado. 
A Profamilia (PROF) se remitien las personas que requieren orientación y 
atención en salud sexual y reproductiva. Estos dos tipos de remisiones son 
minoritarias porcentualmente con respecto a las que se surten a los hospitales 
públicos, que como instituciones del Estado, tienen la responsabilidad de 
atender a la población desplazada. En ese orden de ideas, MSF y PROF se 
constituyen en alternativas para cubrir  vacíos en la atención en salud, pero 
de ninguna forma sustituyen la responsabilidad del Estado”248 
 
Este balance sirvió de insumo para la expedición de  la circular 006 del 16 de 
marzo de 2006 con la cual se  definió el procedimiento para garantizar la atención 
en salud a la población desplazada en Bogotá. 
 
“la propuesta principal para evitar esa barrera de acceso y en aras de 
realizar un trabajo conjunto entre las instituciones, coherente con el enfoque 
de derechos del Plan Distrital de Atención a Población Desplazada,  es la de 
poner en funcionamiento un mecanismo de transición mientras se lleva a 
cabo el trabajo de largo plazo de mejorar las inconsistencias en las bases de 
datos y de actualizar de manera oportuna, permanente y sistemática los 
registros del SUR solucionando las incompatibilidades de las bases que 
puedan seguir presentándose entre las dos bases.”249 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                               
248 ALPARGATERO, L, y  HURTADO, C. Análisis y orientación en salud en la Unidad de Atención Integral al 
Desplazamiento. Bogotá. Octubre de 2005. 
249 Ibid. 
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7. DISCUSION 
 
7.1. Sobre el proceso socio-político  
 
7.1 .1. Los momentos de la Política 
 
En la estructuración de la política pública para la atención a la población desplazada 
se reconocieron cuatro momentos.  El primero fue el reconocimiento del 
desplazamiento en la agenda pública del Estado; Este reconocimiento no fue fortuito 
o por conciencia sobre el problema de las instancias del Estado y los gobernantes; las 
decisiones tomadas en esta materia se dieron por varios factores, uno de ellos, la 
influencia de las organizaciones sociales y de agencias intergubernamentales.  A nivel 
nacional particularmente de las ONG de derechos Humanos de la Plataforma 
Colombiana Democracia y Desarrollo y la Pastoral Social, y a nivel internacional la 
OEA y las agencias de las Naciones Unidas. 
 
Otro asunto a tener en cuenta en este proceso de reconocimento fue la situación 
particular que tenía el gobierno de Ernesto Samper Pizano.  En este gobierno había 
una preocupación por resarcir la imagen internacional sobre la infiltración de 
recursos del narcotráfico en la campaña presidencial. Este fue un factor de contexto 
que posiblemente influyó sobre la voluntad política en este período de gobierno para 
posicionar el tema del desplazamiento en la agenda pública.   
 
A pesar que, desde la racionalidad técnica, se presupone que cuando se logra 
posicionar un tema prioritario de la sociedad en la agenda pública, el Estado identifica 
y comprende el problema, de tal forma que construye alternativas de solución a través 
de políticas públicas. Para el caso del desplazamiento forzado ha sido evidente que tal 
racionalidad no ha sucedido así.  
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Sea por motivos de cabildeo político de las agencias internacionales y las 
organizaciones sociales como por la voluntad política del gobierno de Ernesto 
Samper, se generó una dinámica importante en la agenda pública del Estado que 
permitió dar inició institucional a la política pública para la atención en la población  
desplazada, a través de una política de gobierno con los CONPES 2804 y 2924. Estas 
decisiones constituyeron un hito político de esta política.    
 
Posteriormente, a nivel del legislativo comenzó el debate sobre este tema, aunque de 
forma secundaria. El Congreso de la República no mostró un fuerte interés en 
posicionar el desplazamiento como un asunto prioritario y de atención para la 
sociedad colombiana. Esto se evidenció con la demora de dos años en la discusión de 
los proyectos de ley que llevaron a la expedición de la ley 387 de 1997, además del 
precedente de una política de gobierno que reconocía la importancia de este tema 
para el Estado.  Los temas prioritarios de esta legislatura fueron el proceso ocho mil y 
la reglamentación  que permitiera avanzar en la consolidación del modelo neoliberal 
impulsado por el gobierno anterior de César Gaviria Trujillo.  
 
Lo trascendental de la ley 387 de 1997 ha sido la obligatoriedad que tiene el Estado 
sobre la atención a la población desplazada. Con este marco normativo el tema de la 
atención al desplazamiento forzado, pasó de ser un asunto particular de un gobierno 
para convert irse en un asunto de Estado.  Esta nueva condición jurídica dio 
herramientas para el control y la exigibilidad de las obligaciones contempladas en esta 
ley, por parte de las instancias de control del Estado como de la sociedad civil. 
 
El segundo momento de la política fue el inicio del proceso de implementación de esta 
política. El supuesto de la decisión de la ley 387 de 1997 era que toda la 
institucionalidad de la gestión pública se adecuaría para el desarrollo del proceso de 
implementación en esta política. Pero se dieron indicios que este supuesto tendría 
dificultades, cuando se expidió el CONPES 2924 de 1997, el cual reconoció que en la 
aplicación del CONPES 2804 existieron problemas de coordinación y compromiso 
institucional de las instancias ejecutivas del Estado delegadas para la atención a la 
población desplazada. 
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Sin embargo, se tomaron algunas decisiones en la rama ejecutiva, como pasar la 
responsabilidad de la atención  a la población desplazada del despacho de la Primera 
Dama de la Nación al Ministerio del Interior con la Unidad Especial para los Derechos 
Humanos- UEDH-, además se elaboró el primer Plan Nacional para la Atención a esta 
población. De igual forma algunas instancias iniciaron un proceso de organización 
para articularse al Sistema Nacional de Atención Integral  a la Población desplaza. 
Pero lo paradójico es que no se veía un notable cambio en la gestión pública para la 
atención, al contrario, para el caso de la UEDH no contaba con recursos, ni personal 
suficiente para la responsabilidad que tenía. 
 
Tal situación de la gestión pública frente a este tema empeoró con el comienzo del 
gobierno de Andrés Pastrana Arango, por tres asuntos: el primero, con el supuesto 
que el objetivo de este gobierno era lograr erradicar la causa principal del 
desplazamiento, el conflicto armado interno; planteando que esto lo lograría a través 
del proceso de paz con la FARC; el segundo asunto, la institucionalidad de la gestión 
pública estaba principalmente centrada en los ajustes de las políticas que 
consolidarían el modelo neoliberal en el país; y el tercero, este gobierno se propuso 
marcar un deslinde total con la administración anterior, con lo cual eliminó las 
Consejería Presidenciales para los desplazados y  para los derechos humanos, 
asimismo se suprimieron programas de atención  a la población, y se disminuyo el 
presupuesto para la Red de Solidaridad.  
 
Esta situación, más el acumuló de tutelas por parte de la población desplazada fueron 
insumo para el pronunciamiento de la Corte Constitucional en particular con la 
sentencia SU 1150 del año 2000.  Este acto generó un cambio en la gestión pública, y 
esto se reflejo en las decisiones que configuraron el tercer momento de la política, 
denominado la exigibilidad del cumplimiento de la política.  
 
Dado que se reconocía un incumplimiento en las obligaciones definidas en la ley 387 
de 1997, pero sobre todo, que no se avanzaba significativamente en la atención a la 
población en situación de desplazamiento, la sentencia de la corte fue contundente en 
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la exigencia al Estado en este tema.  Con esta presión, el gobierno fue obligado a 
reglamentar esta ley, 41 meses después de expedida, y además expidió un nuevo 
CONPES el 3057 de 1999.  
 
Para el caso del sector salud se tomaron decisiones que transformaron radicalmente el 
tipo de atención a esta población.  Este cambió marcaba una diferencia sustancial en 
la garantía de la asistencia sanitaria a esta población con respecto a resto de la 
población, y además dejo ver claramente la lógica del mercado en el Sistema de 
Seguridad Social en Salud,  cuando se retiró la intermediación financiera entre el 
prestador de servicios y el pagador. Dada esta nueva condición en el SGSSS se 
aumento significativamente la oferta para la atención a esta población, pero además 
se generó un mercado desordenado de oferta, donde los prestadores de servicios, 
especialmente las clínicas y consultorios privados centraron su interés en vender 
servicios sin mayor preocupación de la calidad y el tipo de atención que se requería 
para esta población. Aún así la población desplazada referencia este momento como el 
mejor de la política de atención en salud para ellos porque no tenían ninguna barrera 
a los servicios desde que contarán con la certificación del SUR. 
 
Pero tanta dicha para la población no duró mu cho, con el comienzo del primer 
gobierno de Alvaro Uribe Velez, y su Ministro de Salud, Juan Luis Londoño, creadores 
e impulsores de la ley 100 de 1993, se dio un retroceso significativo en la política de 
salud para la población desplazada.  Nuevamente se introduce la figura de 
intermediación y además se precisa que solo se pagará aquellos eventos de salud  que 
sean “inherentes al desplazamiento”. Tal decisión aumento las barreras de acceso a 
los servicios de salud a esta población.  En general, en este gob ierno se dio un 
retroceso en toda la política de atención a esta población, y además se agudizó el 
Conflicto Armado Interno.   
 
Las características centrales de este gobierno han sido: consolidar el Modelo 
Neoliberal del Estado colombiano a través de impulsar el Estado Comunitario y  las 
reformas  en distintos sectores; el desarrollo de la política de seguridad democrática 
como política medular del gobierno, particularmente el Plan Patriota ha sido la 
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estrategia central para el tratamiento del Conflicto Armado Interno; además se ha 
dado un reiterativo interés por negar la situación de conflicto armado interno y 
denominar la situación colombiana como terrorismo, lo que ha implicado, en 
términos del derecho internacional humanitario, un retroceso en el manejo y limites 
para los combatientes y la protección de los no combatientes.  
 
Además tales afirmaciones han tenido implicaciones en el proceso de negociación 
política de este conflicto. Hasta el momento este gobierno ha impulsado un proceso 
de paz que muestra una preferencia hacia los grupos paramilitares. A estos grupos ha 
pretendido darle estatus político y a los grupos guerrilleros los denomina narco- 
terroristas. Asimismo ha liderado un proceso legislativo que se ha ido más por el 
camino de la impunidad que de la verdad, justicia y reparación como ha sido el caso 
de la ley de Justicia y Paz, ley 975 del año 2005. 
 
Estas características vislumbran un fracaso de la política de atención a la población 
desplazada. No obstante, nuevamente la corte constitucional se pronunció 
contundentemente con la sentencia T-25 del año 2004, la cual obligó nuevamente a 
presentar  un plan de acción con acciones y  presupuestos claramente definidos para 
la atención a la población desplazada, y dio como fecha limite para dicho 
cumplimiento diciembre del año 2005.  Pero dos años después de expedida esta 
sentencia aún no se muestran cambios significativos en la atención a la población 
desplazada. 
 
A pesar que existe existe un marco jurídico amplio, la política presenta un importante 
descoordinación institucional, retrasos burocráticos, falta de recursos y ausencia de 
formación y sensibilización de los funcionarios. Hay una constante de incumplimiento 
a lo establecido en las normas para la atención a la población, de ello dan cuenta las 
sentencias de  la corte constitucional. Asimismo lo hacen explicito las evaluaciones de 
la ACNUR y de organizaciones sociales como CODHES y Pastoral Social y otras, como 
también la población desplazada afectada.  Las leyes no se cumplen porque los 
recursos son pocos ante la magnitud del fenómeno y porque también depende en gran 
medida de la financiación internacional.  Pero  sobre todo se evidencia en la 
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estructuración de la política pública la falta de voluntad política para ponerlas en 
práctica, como  también de una administración pública efectiva. 
 
7.1 .2. Los actores socio-políticos  
 
En las tres redes sociales identificadas en el proceso de estructuración de esta política: 
internacionales, nacionales y locales, han sobresalido como actores socio- políticos: de 
la red internacional, las agencia internacionales Inter-gubernamentales de la 
Organización de las Naciones Unidas particularmente ACNUR; y como agencias no 
gubernamentales Médicos Sin Fronteras; en la red nacional están las instancias del 
Estado, la ejecutiva, legislativa y judicial, como el Ministerio Público con la 
Procuraduría y la Defensoría del Pueblo, y de la sociedad civil como organizaciones no 
gubernamentales están la Pastoral Social, las organizaciones de la Plataforma 
Colombiana Democracia y Desarrollo que agrupa una serie de ONG en derechos 
humanos particularmente CODHES, MINGA, DIAL, AVRE, HUMANIDAD 
VIGENTE; y en el caso de Bogotá, como red local están las Alcaldías locales y las 
personerias, por parte de la sociedad civil están algunas organizaciones sociales 
locales como la Mesa de trabajo Distrital sobre el desplazamiento Forzado.   
 
A pesar de la presencia de varios actores socio- políticos relacionados con la 
estructuración de esta política ha sido evidente que se ha dado más la influencia de 
unos actores que otros.   En esta política ha sido disímil la fuerza de presión de las 
organizaciones sociales. Para el caso de la Pastoral Social,  una organización social que 
ha contado con recursos económicos e infraestructura a nivel nacional, y ha sido 
reconocida socialmente como un actor importante en la sociedad y de fuerte 
influencia en las instancias del Estado, ha podido pos icionar en la opinión pública el 
problema del desplazamiento, tal fue el caso cuando socializó el estudio sobre el 
desplazamiento del año 1995,  logrando llamar la atención nacional e internacional. 
No ha ocurrido lo mismo con otras investigaciones de otras organizaciones sociales, 
especialmente ONG de derechos humanos, que desde tiempo atrás han dado indicios 
sobre la magnitud del problema del desplazamiento.  
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También se reconoce la influencia de las agencias de las Naciones Unidas. Estas 
agencias han contado con importantes recursos económicos y con poder político para 
presionar al Estado colombiano, dada la dependencia económica del Estado en 
prestamos y ayudas internacionales. Por ello cuando las agencias de estos organismos 
presentaban informes sobre la violación a los derechos y la gravedad del 
desplazamiento forzado por el Conflicto Armado Interno, han  logrado, de alguna 
manera, llamar la atención de Estado en este tema.  
 
Pero no siempre el papel de estas agencias ha estado cerca a las crisis humanitarias 
del país, ni han logrado influenciar a los gobiernos. Por ejemplo en el período 
denominado de la violencia, que presentó fuertes oleadas de población desplazada 
forzosamente, no se evidenció una influencia directa sobre los gobiernos nacionales 
de esa época frente a tal crisis. Asimismo en toda la década de lo ochenta  el cabildeo 
de estas agencias fue demorado frente a la gravedad de la violaciones a los derechos 
humanos. Al respecto, se debe tener en cuenta que durante ese tiempo se presentaron 
una serie de informes sobre violaciones a los derechos humanos en el país por parte 
de las ONG de derechos humanos; informes ampliamente divulgados a nivel 
internacional y nacional. El asunto no era por falta de información sino que jugaron 
otros factores, que se mueven en los intereses y las relaciones trasnacionales. 
 
En la actualidad, particularmente en el primer gobie rno de Alvaro Uribe Vélez, ha 
venido a menos el papel de las agencias de la Naciones Unidas, a pesar de su 
presencia y apoyo a programas de atención a la población desplazada, como se 
registra en el grupo Temático sobre el desplazamiento Forzado de la ONU en 
Colombia.    
 
Por otra parte la influencia de las agencias internacionales se evidenció no solo hacia 
el Estado sino además en las organizaciones sociales como las ONG de derechos 
humanos. Con estas organizaciones estas agencias han desarrollado proyectos de 
investigación y de intervención a la población desplazada. Pero, a pesar de los 
importantes aportes que se han dado, no se ha logrado una coordinación efectiva.   
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A pesar del ambiente desértico en las instancias del Estado sobre la política, por parte 
de las organizaciones sociales especialmente de población desplazada se ha dado un 
salto importante en su visibilidad. Estas organizaciones con acompañamiento de 
distintas ONG, las personerias municipales y la Defensoria del Pueblo han logrado 
generar espacios de denuncia y de exigencia sobre la política. Ello se refleja en las 
publicaciones y comunicados a la opinión pública, como también en el aumento 
significativo en tutelas para la exigibilidad de sus derechos. Pero a pesar de esto, la 
población desplazada y sus organizaciones tampoco logran ser un actor socio- político 
de incidencia en las instancias de decisión de la política.  
 
En la comprensión del proceso socio- político de esta política se ha mostrado que los 
actores socio- políticos identificados han buscado permanentemente incidir en el 
enfoque, contenidos y desarrollos de la política.  Pero, aún así grandes sectores de la 
sociedad han quedado excluidos. Esta exclusión se ha dado  por el tipo la lógica 
predominante en el sistema político colombiano. En la dinámica del Sistema Político 
en Colombia un sector que ha quedado excluido ha sido la población desplazada, la 
cual ha tenido que recurrir a acciones de exigibilidad como derechos de petición y 
tutela como a vías de hecho para ser tenidos en cuenta en momentos coyunturales de 
la política. Esto se evidencia en las decisiones de las organizaciones sociales como por 
ejemplo: las tomas de la sede del Comité Internacional de la Cruz Roja,  de la Sede de 
la Personería en Bogotá, y en tiempo reciente en Bogotá la toma de en los barrios 
Patio bonito y Bosa, con las cuales han buscado visibilisarse y  hacer presión en los 
gobiernos. 
 
Por otra parte se ve en el último período un proceso de marchitamiento de las ONG de 
defensa de los derechos humanos y de las organizaciones sociales, tanto a nivel 
nacional como local.   Con la política de Seguridad Democrática se inició un proceso 
de cacería de brujas, donde se han remitido a un número importante de líderes 
sociales y comunitarios como a defensores de derechos humanos a procesos de 
judicialización con el argumento de ser colaboradores de la guerrilla. Esta situación 
ha creado una cortina de humo frente a la exigibilidad por parte de estas 
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organizaciones sobre las obligaciones del Estado colombiano en el tema del 
desplazamiento. 
 
Por su parte desde el Estado también su papel y participación en la estructuración de 
la política ha sido distinta. Para el caso del Ministerio Público y de la Corte 
Constitucional existe evidencia su papel como órganos de control del Estado. Para el 
caso de la Defensoria del Pueblo sus planteamientos han sido constante sobre el 
incumplimiento del Ejecutivo en la atención a la población desplazada en sus 
informes defensoriales, y por su parte la corte constitucional en sus distintas 
sentencias ha sido contundente en sus declaraciones.  No ocurre lo mismo con el 
Congreso de la República que ha tenido un bajo perfil en este tema.  
7.2. Sobre el contenido  
 
El desplazamiento forzado desde el punto de vista de distintos actores sociales  es un 
asunto de carácter público, no sólo porque es un problema que afecta a una cantidad 
considerable de personas, sino porque, las personas desplazadas forzosamente  por el 
CAI son ciudadanos y ciudadanas en las que confluyen la violación de todos sus 
derechos humanos, políticos y sociales, individuales, familiares y colectivos, de género 
y generación, esto evidencia que esta problemática es, sin lugar a dudas, socio-
política. 
 
Además dada la magnitud de esta situación y la violación sistemática de derechos 
implica que la respuesta, la política pública para la atención de la población 
desplazada, tenga la perspectiva de derechos y, a la vez, hace del Estado el 
responsable principal de la atención, por ser quien tiene que garantizar y proteger los 
derechos humanos de los ciudadanos. 
 
Desde la concepción del Estado social de derecho, la política pública es un 
instrumento para la realización del derecho, lo cual obliga al Estado al desarrollo de 
obligaciones que garanticen y materialicen el derecho, por lo tanto la política pública 
no constituye una actividad discrecional sino obligatoria de las instancias del Estado. 
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Al partir de esta perspectiva la política supone varias características. Una primera es 
el enfoque de protección y reparación de derechos y su garantía por parte del Estado, 
y una segunda la participación social y política en la estructuración y desarrollo de la 
misma de los distintos actores socio- políticos, especialmente la población afectada. 
 
En Colombia a pesar de una dinámica política intensa, hasta el momento el Estado 
con la política pública para la atención a la población desplazada, en su  formulación e 
implementación, se ha concentrado en acciones de ajuste institucional, con respuestas 
de carácter asistencialista muy limitadas y marginales y con escasas o nulas 
actuaciones encaminadas a la prevención de los desplazamientos y al retorno o 
reubicación de las personas desplazadas. Esto se evidencia en  la ineficacia de la 
respuesta, no es sólo en la cuestión de presupuesto sino también de la  concepción del 
problema y la voluntad política para hacer frente a este fenómeno.  
 
Este tipo de respuesta del Estado muestra la tendencia y dinámicas de las redes de 
poder en la sociedad colombiana, particularmente la económica y la militar, que han 
puesto predominantemente una hegemonía hacia la reducción del papel del Estado y 
una respuesta asistencial precaria que no permite avanzar en la garantía de los 
derechos.  
 
En el desarrollo de la política pública de atención a la población desplazada, no solo 
está la tensión frente al contenido sino también se da una controversia sobre cómo se 
compatibiliza la responsabilidad social del Estado con la simultánea disminución de 
su participación en la vida pública, producto de las políticas de ajuste estructural. Por 
otra parte esta dificultad estructural  de cómo se garantizan los derechos en un país 
inmerso en una guerra irregular, que se agudiza  y  se generaliza en todo el territorio 
nacional; sin perspectivas  para una negociación política; y  tampoco sin claridad, 
sobre el triunfo militar por parte de alguna de las partes enfrentadas.   
 
En el análisis del proceso socio- político de esta política, se evidenció una tensión 
permanente en el proceso de estructuración de esta política  relacionada con las 
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obligaciones del Estado Social de Derecho, y por otro lado los desarrollos de políticas 
que van más en sentido de un Estado Neoliberal. Esta tensión se reflejó tanto en los 
escenarios de desarrollo de la política, como en las posiciones de los distintos actores, 
y fundamentalmente en los contenidos y decisiones de implementación de esta 
política. 
 
La influencia del modelo neoliberal impulsado por los sectores de comunicación y 
financieros internacionales desde mediados de la década de los setenta, impusieron 
una lógica de mercado y cuestionaron el papel del Estado. Estos cuestionamientos 
influenciaron la reducción del  papel regulador del Estado, minimizando su aparato 
estatal y sus responsabilidades prestacionales en términos de garantía de derechos.  
 
Esta tendencia tomó cuerpo de manera precisa con las reforma del gobierno de César 
Gaviria, priorizando el fortalecimiento de los sectores del  desarrollo del capital. Esto 
se ha  mostrado en las alianza con las instituciones multilaterales de crédito y del 
capital financiero, que han impuesto la ampliación de los circuitos de capital, dando 
privilegios al capital financiero sobre los compromisos sociales, reforzando del sector 
primario de la economía pero orientado a los mercados externos y favoreciendo la 
inversión extranjera y las importaciones. Esta ha sido la esencia del la apertura 
económica impulsada desde este gobierno, y en la actualidad con la figura del Tratado 
de Libre Comercio.  
 
A pesar que en este mismo período se dio la constituyente del año de 1991,  con esta 
influencia económica, los mandatos constitucionales quedaron como negociaciones 
desiguales entre los distintos actores que participaron de ella. Esta situación se 
evidencia  por ejemplo con la declaración del Estado colombiano como un Estado 
Social de Derecho, y por otra parte con la decisión de denominar la salud como un 
servicio y no un derecho, lo cual dio bases para el desarrollo futuro del Sistema 
General de Seguridad Social.  
  
Los indicios que indican el enfoque que ha asumido el Estado para el desarrollo de 
esta política se han mostrado en el énfasis que se ha dado en la implementación de la 
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ley 387 de 1997 centrados en  ajustes institucionales, con respuestas de carácter 
asistencialista, limitadas y marginales y con escasas o nulas actuaciones encaminadas 
a la prevención de los desplazamientos y al retorno o reubicación de las personas 
desplazadas. Asimimo no se ha planteado la reparación de los derechos vulnerados ni 
la prevención o protección. Insistentemente el Ejecutivo ha afirmado que el 
desplazamiento es un efecto del conflicto y de la lucha entre grupos irregulares, donde 
él es una víctima más, impotente ante la magnitud del fenómeno. Este ha sido uno de 
los argumentos para condicionar la respuesta asistencialista en la atención a la 
población desplazada. 
 
La acción del Estado para lograr efectividad en términos de derechos,  tendría que 
enmarcarse, para quienes ya han sufrido la violación de sus derechos, en la  
reparación de tal vulneración y, también, en medidas que propendan por la 
protección de los derechos de los ciudadanos, pero, para el caso específico del 
desplazamiento, es fundamental la acción de prevención y, con ella, el horizonte de 
una solución política al conflicto armado.  
 
Hasta el momento en el desarrollo de la política el  Estado colombiano no aborda el 
desplazamiento como una cuestión de derechos humanos sino que ofrece una 
respuesta restrictiva y asistencialista.  La atención, a pesar de enmarcarse en los 
derechos, en la práctica atiende emergencias, quedando restringida al hecho puntual 
del desplazamiento.  
 
Desde el Estado la percepción acerca del desplazamiento, se ha centrado en dos 
formas: en primer lugar como una catástrofe natural, impredecible e imposible de 
prevenir. Esta percepción plantea la población como "desplazado-víctima", y han 
derivado la respuesta estatal en acciones esencialmente asistenciales. Esta mirada 
cada vez asume el fenómeno del desplazamiento como un asunto inevitable de la 
sociedad, naturalizando el desplazamiento en la vida nacional. Y en segundo lugar, en 
la percepción de la figura del "desplazado-bandido". Se ha afirmado que el desplazado 
habría llegado a esta situación como consecuencia de sus propias acciones, de su 
vinculación a actores armados u opciones políticas determinadas, y viene a ser en sí 
 135 
mismo una fuente potencial de conflictos y violencia y un factor de deterioro de las 
condiciones de vida en las zonas receptoras. Desde esta perspectiva, de "algo habrá 
hecho", nadie se siente aludido por su suerte ni asume la responsabilidad sobre lo que 
sucede.  
 
Estas concepciones además de ser restrictivas frente a la garantía de los derechos, 
dejan impunes las prácticas y los intereses que realmente generan el fenómeno del 
desplazamiento forzado, invisibilizando las dimensiones políticas y las causa 
estructurales del fenómeno 
 
Este enfoque de la política se hace aún más evidente en la política de salud para la 
atención a la población desplazada, que a pesar de tener un marco de respuesta de 
atención integral por las disposiciones de la ley 387 de 1997, se restringe a las 
condiciones de la ley 100 de 1993.   
 
En esta ley se ha observado con mayor claridad la intención de grupos económicos 
con fuerte poder político para incorporar el sector  de salud en la lógica de los procesos 
de apertura de mercados. Allí se evidencia la tensión estructural entre la 
obligatoriedad del Estado Social de derecho y las reformas y consolidación del modelo 
neoliberal en el país.  
 
 Por ello, así la política de atención a la población desplazada se plantee una atención 
integral, en salud estará supeditada a la lógica del Sistema de Seguridad Social en 
Salud que no tiene mecanismos ágiles y accesibles ante situaciones de crisis 
humanitarias como el desplazamiento forzado. Esto se ha expresado en distintos 
estudios que muestran las múltiples barreras de acceso que tiene la población para 
acceder con oportunidad y calidad a los servicios de salud. Según la evidencia 
encontrada estas barreras son mayores en la población desplazada que en el resto de 
la población dada su mayor fragilidad social por su condición de desplazamiento. 
 
La visión del desplazamiento como desastre se hace claramente visible cuando en la 
política de salud para la población desplazada, se asume este fenómeno como evento 
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catastrófico,  de ahí que en el sector salud los recursos para la atención en salud a esta 
población se dispongan de la Cuenta de Eventos catastróficos del FOSYGA.  Asimismo 
en la atención a esta población ha primado la atención asistencial curativa sin mayor 
diferenciación del nivel de afectación en lo físico y psicológico de esta población como 
tampoco hay diferencias en la población con mayor afectación como los niños y las 
mujeres.  
 
El Sistema General de Seguridad Social en Salud ha mostrado desde su formulación 
una lógica más en el sentido del mercado que de la garantía del derecho a la salud.  
Ello se mostró con claridad en las disposiciones que se dieron entre los años 2000 a 
2001, y el giro que dio la reglamentación en el año 2002. Como también se refleja en 
las barreras de acceso a los servicios de salud de la población desplazada, en las 
restricciones de servicios necesarios y urgentes como la atención psicológica a esta 
población. La atención que la población desplazada requiere dado su nivel de 
afectación en las condiciones de vida y salud, no hace parte del Plan Obligatorio de 
Salud, o se colocan barreras de acceso para desalentar a la población al uso de 
servicios necesarios.  En la lógica de este sistema se reducen  los derechos y  
necesidades a lo estrictamente contractual. Por ello lo que no este en el contrato no se 
da, no se ofrece.   
 
7.3. Lo político de la política pública 
 
Hace cerca de un decenio se daba por sentado que la investigación sobre las políticas 
se debía centrar en ofrecer datos,  que les sirvieran a los formuladores de la política 
para tomar decisiones con  conocimiento de la realidad 2 5 0 . El supuesto de esta 
afirmación era que los datos podrían  beneficiar a los tomadores de decisiones al tener 
mayor información sobre la situación y la evaluación sobre la eficacia y efectividad de 
las políticas desarrolladas, con el ánimo de mejorar las acciones futuras de la 
administración pública. 
                                               
250  HIRSHON, Carol. Investigación de políticas: ¿datos, ideas o argumentos?. En WAGNER, Meter y otros. 
Ciencias Sociales y Estados Modernos. Colegio Nacional de Ciencias Políticas y Administración Pública. 
Editorial Fondo Cultura Económica. Segunda Edición.  México. 1999. p.p 379  
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Este enfoque ha tenido  dificultades en la práctica, al evidenciarse el bajo nivel de 
incidencia de este tipo de investigaciones de políticas en las instancias de los Estados 
y los gobernantes2 5 1 .  Este tipo de análisis de política pública se ha centrado en la 
obtención, análisis y evaluación de datos sobre los actos y no actos 2 5 2  de las instancias 
del Estado, particularmente del poder ejecutivo.  Desde los años cincuenta estas 
investigaciones han pasado de concentrarse en el tema de la implementación de las 
decisiones, luego en lo relacionado con la constitución de las agendas 
gubernamentales y la configuración de actores que la influencian a través de sistemas, 
redes, comunidades, organizaciones. Y en la última década,  con la oleada neoliberal, 
este análisis se ha preocupado principalmente por la eficiencia de la administración 
pública y  la evaluación de la acción pública. 
 
Se ha reconocido por las mismas investigaciones que este tipo de análisis  no han 
tenido el impacto esperado en las decisiones de los gobiernos, porque las políticas 
públicas se mueven en el  mundo de lo político de la sociedad, y no son solo en una 
racionalidad técnica de los gobernantes. Ello ha ido develando que  los  valores e 
intereses en las políticas van más allá de los asuntos técnicos,  y ha ido mostrando que 
se relacionan con el juego de las convicciones ideológicas y los intereses políticos de 
quienes toman las decisiones.  
 
También se ha dado una marcada separación de los análisis entre los estudios de 
políticas y los estudios sobre el Estado, siendo asuntos que se entrelazan y se 
potencian en su desarrollo. Pareciera que los problemas del Estado, del régimen 
político y del sistema político no fueran un asunto relevante en el estudio, análisis o 
diseño de las  políticas públicas2 5 3  
 
                                               
251 CAPLAN, 1977; Bulmer, 1978; Dockell, 1982; Knorr, 1977; Rich, 1977; Walker, 1987, y otros. Refenciados 
En HIRSHON, Carol. Op. cit.. p.p 379. 
252 MENY, Yves y THOENIG, Jean Claude. Op. Cit. 
253 MULLER, Pierre. Las políticas públicas. Traducción Jean- François Jolly y Carlos Salazar Vargas. 
Universidad Externado de Colombia. 2002. págs- 29-51. 
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Esta forma de abordar el estudio de las políticas públicas, es la generalización del 
concepto que es la libre fuerza e intencionalidad de los que gobiernan las 
organizaciones, en las esferas del poder político, la que define el sentido y contenido 
de las políticas públicas 2 5 4.  Esta aproximación teórica define política pública, como el 
resultado de la actividad de una autoridad investida de poder público y de legitimidad 
gubernamental2 5 5 , es decir, como los actos y  los no actos comprometidos de una 
autoridad pública frente a un problema o en un sector relevante de su competencia 2 5 6. 
 
Esta mirada excluye al Estado y los distintos grupos de la sociedad como actores, 
como también la forma como se desenvuelven las instituciones estatales y 
organizaciones de la sociedad para influenciar las decisiones y desarrollo de las 
políticas públicas. 
 
Por otra parte, se le atribuye la representación del interés general a las decisiones de 
las instancias del Estado y de los gobernantes, las cuales constituyen políticas 
públicas. Por lo tanto, lo esperado es que estas decisiones busquen los fines públicos, 
pero no siempre  recogen el interés general, sino por el contrario, de  grupos de poder-
. 
 
Al reconocer que, si bien la estructuración de una política pública se da por un 
proceso de decisión gubernamental, el reconocimiento o identificación de un asunto 
político, la formulación e implementación se desarrolla como un proceso político 
intenso y conflictivo,  a través del cual el Estado juega como actor de poder social, y 
además emergen y toman forma los actores socio-políticos, las agencias y los 
discursos en pugna en la sociedad.  Cada uno busca influenciar, afectar o imponer un 
determinado proyecto y una dirección política e ideológica sobre el asunto de interés 
público. De esta pugna resulta una alternativa hegemónica en la sociedad que 
determina  el ordenamiento jurídico con el que se expresan las políticas públicas.  
 
                                               
254 MEDELLIN T. Op. cit.. 
255 MENY, Yves y THOENIG, Jean Claude. Op. Cit. Pag: . 89- 90. 
256 GUERRERO, Omar. Políticas Públicas: Interrogantes . En: Revista de Administración Pública de Políticas 
Públicas. Instituto Nacional de Administración Públicas. No.84. pag. 54 -89.México. 1993. 
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Asumir el enfoque socio- político permite hacer un análisis de lo político de las 
políticas públicas.  Se busca identificar los actores socio- políticos, las diferentes 
relaciones, posiciones y escenarios al interior del Estado y en la sociedad,  que se 
conjugan sobre los asuntos de interés  de la sociedad.  Asimismo se tienen en cuenta 
las dinámicas que producen y establecen las reglas en la sociedad y la lógica de los 
poderes sociales como también la lucha por el poder político, que se sustenta en 
ordenes ideológicos. 
 
En esta búsqueda se develan el juego de intereses y la distribución de poderes reales 
que se evidencian a través de las posiciones, declaraciones, decisiones y acciones de 
estos actores y de las instancias del Estado y los gobernantes. En esta perspectiva las 
políticas públicas son decisiones del Estado que expresan la ideología hegemónica  
pero también  la mediación con la sociedad. 
 
De esta manera en el proceso de estructuración de las políticas públicas no solo se 
evidencia el ejercicio de poder de las redes sociales e instituciones dominantes en un 
momento determinado , sino también la emancipación de los actores socio- políticos y 
sus instituciones que resisten y presionan por sus valores e intereses. 
 
En esta mirada se puede evidenciar el papel de las organizaciones y movimientos 
sociales que son expresiones del ejercicio de la ciudadanía que se dan como formas y 
dinámicas contra fuerzas hegemónicas y proyectos dominantes de la sociedad.  En 
esta dinámica juegan ideologías, valores e intereses en ejercicio de la autonomía y del 
reconocimiento de sujetos políticos y de derechos en búsqueda permanente de la 
transformación de la realidad.  
 
Desde este enfoque es posible aproximar al papel del  ejercicio de la ciudadanía que 
muestra  la posibilidad de movilizar a los sujetos hacia la concreción de objetivos 
humanos. Este ejercicio también juega en el plano simbólico, como valor que permite 
procesos de transformación, que determinan a  la sociedad y que le dan sentido a las 
acciones humanas.  
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Comprender lo político de la política pública es sumergirse en los procesos sociales y 
políticos que la estructuran. Permite resaltar la esfera social como el campo de acción 
y construcción de lo público,  más allá de la esfera estatal. 
 
También en estos procesos, desde una perspectiva de los derechos, se reconocen la 
participación y acciones de múltiples actores socio- políticos no solo en relación de 
dominación con la fuerza hegemónica sino también como ejercicio de resistencia, 
emancipación, exigibilidad y justiciabilidad de los derechos. Además en esta dinámica 
se reconocen los procesos de ciudadanía que restituyen a  las personas como sujetos 
de derechos, individuales y colectivos, y además su condición de actores socio- 
políticos. 
 
Tanto la relación entre estos sujetos que se configuran en actores socio-políticos, 
como las relaciones de las organizaciones de la sociedad constituyen el sistema 
político que determina las opciones políticas.  Si a este sistema se le atribuye la 
función de dejar ver la capacidad de conducir los asuntos públicos y las maneras para 
la regulación de conflictos en la sociedad, comprender el proceso socio-político de una 
política permite develar la racionalidad política que subyace en el sistema político 
para decidir sobre los asuntos prioritarios de una sociedad. Asimismo permite 
comprender el desarrollo de la cultura política  a través de las estructuras y prácticas 
sociales mediante las cuales se ejerce el poder. 
 
Para el caso colombiano, cuando se profundiza en lo político de las políticas, se 
reconoce que en los procesos de estructuración de las políticas públicas, los partidos y 
movimientos sociales no siempre logran ser portadores de la voz y el sentir de la 
sociedad por la inmadurez y precariedad de las organizaciones sociales y una cultura 
política débil y fragmentada que ha sido construída por contextos sociales y políticos 
particulares. En Colombia la cultura política y la participación de las distintas fuerzas 
sociales  ha estado marcada por un déficit en la representación y participación política 
de las distintas expresiones de la  sociedad, además influenciada fuertemente por la 
lógica de la guerra. 
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8. CONCLUSIONES 
 
El desplazamiento forzado por el conflicto armado interno no ha sido objeto 
prioritario de política pública para las instancias del Estado, a pesar de tener graves 
consecuencia  para la sociedad colombiana . 
 
Es reconocido que este fenómeno es un crimen de lesa humanidad y de guerra, que 
genera sistemáticas violaciones a los derechos humanos. El Estad o colombiano al 
reconocerse como un Estado Social de Derecho se obliga a proteger, garantizar y 
materializar los derechos humanos. Pero muestra otra tendencia el contenido y 
desarrollo de la política pública en salud para la atención desplazada en el país. 
  
En Colombia, a pesar de un llamado nacional desde distintos actores, el 
reconocimiento del fenómeno y reglamentación de la política por parte del  Estado se 
ha dado tardíamente. Además se evidencia que las instancias del Estado y los 
gobernantes no han posicionado el tema con prioridad como se requiriere, dada la 
magnitud y las consecuencias que esta dejando en la sociedad colombiana.  
 
En la formulación y el desarrollo de la política de atención en salud a la población 
desplazada se evidenciaron tres tipos redes sociales  internacionales, nacionales y 
locales en la que han jugado distintos actores socio- políticos de carácter estatal y de 
la sociedad civil. En la evidencia encontrada en el proceso de estructuración de esta 
política se observó una influencia central de los organismos internacionales, a través 
de alianzas con el Estado como con las organizaciones sociales.  
 
Además se evidencia un nivel de influencia distinto en cada momento de desarrollo de 
la política. Para el momento de la formulación la influencia de la ACNUR y la Pastoral 
social fue definitiva, pero al transcurrir del tiempo esta participación se ha venido 
disminuyendo a pesar de que la situación de la población no mejora.  Hay 
reconocimiento que tanto las Naciones Unidas como las ONG y  la Pastoral Social han 
venido sosteniendo acciones sobre la atención a al población desplazada, no se logra 
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una influencia fuerte en las decisiones del Estado en este tema.  Cada vez más la 
atención a esta población tiende a recaer en la financiación internacional y en las 
organizaciones sociales que en las instancias de competencia del Estado.  
 
Si no hay una transformación profunda en la compresión del fenómeno del 
desplazamiento como también un decisión clara del Estado y de la administración 
pública para cumplir con la obligatoriedad que le determina el mandato 
constitucional de Estado Social de Derecho, como también un rescate y organización 
fuerte de la sociedad civil para en función de su corresponsablidad ciudadana frente a 
la exigibilidad de los derechos, el futuro de la política de atención en salud a la 
población desplazada no es promisoria, al contrario esta destinada a su fracaso. Pero 
sobre todo y lo más grave es la profundización de la crisis humanitaria del país por el 
fenómeno del desplazamiento pero sobre todo por la agudización del Conflicto 
Armado Interno 
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